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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (108)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
IND-RN
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Concurrió, también, el senador señor Baldo Prokurica.


-Asistieron, además, los ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Jorge Rodríguez; de Justicia, don Luis Bates, y de la Secretaría General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.11 horas.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En nombre de Dios y de la Patria se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El acta de la sesión 63ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 64ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta. 

V. ACUERDOS DE COMITÉS


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Secretario dará lectura a los acuerdos adoptados por los jefes de los comités parlamentarios.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Reunidos los jefes de los comités parlamentarios, bajo la presidencia del señor Ascencio, adoptaron los siguientes acuerdos:

1)
Destinar una hora y media para el debate de las modificaciones del honorable Senado recaídas en el proyecto de ley que introduce enmiendas al marco normativo que rige al sector eléctrico.

2)
Destinar 30 minutos para la discusión del proyecto que modifica los códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la Reforma Procesal Penal.

3)
Tramitar a las comisiones de Gobierno Interior y Constitución, Legislación y Justicia el proyecto de reforma constitucional en materia de Gobierno y Administración Regional, una vez aprobado en general.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL INVESTIGADORA SOBRE PRIVATIZACIÓN Y CONCESIÓN DE EMPRESAS SANITARIAS.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Propongo integrar la Comisión Investigadora encargada de estudiar el cumplimiento de los objetivos técnicos propuestos por el Estado al emprender el proceso de privatización y concesión de los derechos de explotación de las empresas sanitarias y el rol de los organismos públicos involucrados en el control y regulación del funcionamiento de dichas entidades en sus aspectos operativos, económicos y medioambientales, con las diputadas señoras Eliana Caraball y Rosa González, y con los diputados señores Guillermo Ceroni, Francisco Encina, Andrés Egaña, Patricio Hales, Carlos Hidalgo, Carlos Ignacio Kuschel, Cristián Leay, Pablo Lorenzini, Darío Molina, Carlos Montes y Exequiel Silva.

Acordado.

INTEGRACIÓN DE COMISIONES MIXTAS.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Propongo integrar la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley, originado en mensaje, que establece normas para el financiamiento de educación superior, con las diputadas señoras María Eugenia Mella y Carolina Tohá, y con los diputados señores José Antonio Kast, Germán Becker y Carlos Montes.


Acordado.


Propongo a la Sala integrar la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la ley Nº 12.265, que dispone vender en pública subasta las cosas corporales muebles puestas a disposición de los juzgados del crimen y que no hayan caído en comiso con los diputados señores Gonzalo Uriarte, Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Juan Bustos y la diputada señora María Pía Guzmán.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

VI. ORDEN DEL DÍA

PERFECCIONAMIENTO DE LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS. Modificación del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982. Tercer trámite constitucional.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En el Orden del Día, corresponde tratar las modificaciones del Senado al proyecto de ley, originado en mensaje, que introduce modificaciones al marco normativo que rige al sector eléctrico, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Antecedentes:


-Modificaciones del Senado, boletín 
Nº 3806-08. Documentos de la Cuenta Nº 8, de esta sesión.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Mario Bertolino.


El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, nos corresponde conocer, en tercer trámite constitucional, el proyecto que introduce modificaciones al marco normativo que rige al sector eléctrico.


En el artículo 79º-2, inciso final, el Senado hizo una adecuación de redacción.


En el artículo 79º-4, inciso tercero, sólo para los efectos de que el reglamento no esté por sobre la ley, después del punto final, ha agregado la siguiente oración: “En ningún caso el reglamento podrá establecer condiciones más gravosas que las establecidas en la presente ley”. A nuestro juicio, lo correcto es que la ley siempre debe estar por sobre el reglamento”.


El Senado agregó también un número 6), nuevo, del siguiente tenor: “Introdúcese en el inciso cuarto del artículo 99 bis, la siguiente oración final: “Tampoco se considerarán fuerza mayor o caso fortuito, las fallas de centrales a consecuencia de restricciones totales o parciales de gas natural proveniente de gaseoductos internacionales”. Esta modificación fue motivo de discusión, pero va en la línea del proyecto de asegurar el abastecimiento de gas.


A nuestro juicio, la modificación más importante es la supresión del artículo 3º, cuyo inciso primero dispone: “Los importadores de gas natural en cualquier estado físico deberán diversificar los aprovisionamientos de gas, de modo tal que la suma a nivel nacional de las importaciones provenientes de un mismo país de origen no sea superior a una proporción equivalente al 85 por ciento, conforme al procedimiento que señale el reglamento.”


El Senado suprimió este artículo, lo que nos parece de justicia porque no es lógico limitar las importaciones de gas a un determinado proveedor, más aún si consideramos que nuestro país sólo puede obtener gas natural a bajo costo de los países vecinos. El artículo establecía una limitación que no correspondía, porque atentaba contra la libre decisión y el libre emprendimiento; además, implicaba una decisión regulatoria del Estado que no correspondía, pues son las empresas privadas las encargadas de buscar la forma de obtener energía a más bajo precio. Y digo esto porque este proyecto se suma a los ya existentes sobre la materia y que apuntan a favorecer a quienes producen a menor costo.


Por lo tanto, la bancada de Renovación Nacional votará a favor las modificaciones del Senado y recomienda a la Sala proceder de la misma forma.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el ministro de Economía y Energía, señor Jorge Rodríguez Grossi.


El señor RODRÍGUEZ (ministro de Economía y Energía).- Señor Presidente, quiero enfatizar algunas enmiendas del Senado y solicitar a la Sala que las apruebe, a fin de que el sistema eléctrico pueda disponer lo más rápidamente posible de este instrumento legal.


En primer lugar, quiero referirme a la disposición incorporada a proposición del senador Prokurica, que dispone que las compañías distribuidoras de energía eléctrica acepten en sus licitaciones, en la medida en que haya oferta disponible, las propuestas de compañías eléctricas pequeñas y amistosas con el medio ambiente, en las mismas condiciones de precio y calidad ofertadas por empresas más grandes, y en un porcentaje de hasta el 5 por ciento de la energía eléctrica que están comprando.


A mi juicio, esta propuesta va en la línea de lo que dispuso la denominada “ley corta”, en el sentido de facilitar la incorporación al mercado eléctrico de pequeñas centrales que utilicen agua, viento, sol u otros elementos beneficiosos desde el punto de vista ambiental. La idea es que cada vez se presenten más proyectos pequeños en esta línea. Me parece una buena iniciativa, por lo cual sugiero a la Sala que le dé todo su respaldo.


En segundo lugar, está la modificación propuesta por el senador Orpis al artículo 99 bis, que se refiere a las causas de racionamiento eléctrico y a que una sequía no será considerada causa de fuerza mayor o caso fortuito, para los efectos del pago de compensaciones y multas por cortes de energía eléctrica. El senador Orpis incorporó una oración final que dice: “Tampoco se considerarán fuerza mayor o caso fortuito las fallas de centrales a consecuencia de restricciones totales o parciales de gas natural provenientes de gaseoductos internacionales”.


Es decir, lo que se está incorporando en el artículo 99 bis es que en el caso de que haya racionamiento de energía eléctrica, las centrales no podrán recurrir a los cortes de gas como causa de fuerza mayor para eximirse de pagar las respectivas compensaciones o multas. Con esto, el proyecto deja bien acotadas las causas de fuerza mayor que justifiquen los cortes de energía eléctrica, con racionamiento o sin él.


Como Gobierno, nos parece que este artículo fortalece y no debilita, como lo pensamos en algún momento, la idea de que las centrales que usen gas natural proveniente de gaseoductos internacionales y que están expuestas a cortes de suministro, no puedan apelar a éstos como causa de fuerza mayor para excusarse de pagar compensaciones o multas, en el caso de que provoquen cortes eléctricos, sea con racionamiento eléctrico o sin él. Por eso, nos parece que esta modificación debe ser aprobada por la Cámara sin mayor dilación.


Por último, la Cámara aprobó el artículo que limita hasta el 85 por ciento las compras de gas a un solo país a partir del año 2010, pero en el Senado no se alcanzó la mayoría constitucional requerida para aprobar dicha norma. De manera que si la Cámara insistiera, debería ir a comisión mixta. Consecuentes con la idea de despachar rápidamente esta iniciativa, les pedimos a todos los diputados de Renovación Nacional y de la Concertación que tuvieron a bien apoyar esta propuesta del Gobierno en su primera etapa de tramitación, que en esta ocasión acepten la decisión del Senado porque el Gobierno va a enviar otro proyecto de ley sobre esta materia, con el propósito de no retrasar la tramitación de la ley eléctrica, sin renunciar a la idea de que es indispensable que nuestro país se abastezca de gas natural desde distintos mercados.


Por lo tanto, solicito a la Cámara que tenga a bien aprobar las modificaciones del Senado, de manera que hoy podamos tener el proyecto aprobado por el Congreso y lo podamos promulgar lo más rápidamente posible.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Francisco Encina.


El señor ENCINA.- Señor Presidente, en nombre de la bancada del Partido Socialista, anuncio que vamos a aprobar este proyecto en su tercer trámite constitucional, debido a que es necesario contar con un instrumento que sea un detonador de las inversiones en generación de energía eléctrica que en este momento no se están haciendo en el país.


Creo que los consensos alcanzados en la Cámara de Diputados y en el Senado -muchas de las normas fueron perfeccionadas por éste- dan una señal al sector eléctrico de que en los contratos que se suscriban entre generadores y distribuidores o entre generadores y clientes libres existirá la posibilidad de considerar posibles déficit energéticos en el futuro. Nosotros éramos partidarios -entendíamos las razones del Ejecutivo- de poner esta limitación a las importaciones de gas, porque la crisis se generó a partir de cortes del suministro de gas argentino. Esta norma es importante para viabilizar otros proyectos, como, por ejemplo, los de gas licuado y natural. Pero, considerando que el Senado no la aprobó y que el ministro ha señalado que se incluirá en otro cuerpo legal, estamos de acuerdo con la solución que se propone.


Para no demorar la tramitación del proyecto, es importante aprobar las modificaciones del Senado.


Estoy contento y quiero felicitar al senador Prokurica, porque su indicación hace posible que las pequeñas empresas productoras y generadoras de energías alternativas y renovables puedan insertarse en el sistema eléctrico, lo cual también se ha aplicado en la ley corta eléctrica. Por lo tanto, complementa lo que aprobamos.


Tengo una gran duda sobre la fuerza mayor o caso fortuito, a raíz de la proposición de introducir, en el inciso cuarto del artículo 99 bis, una oración final al respecto. Pero, después de hablar con el ministro, me queda claro que no incidirá en los servicios regulados, que me preocupan.


La medida del artículo 99 bis, referido a la sequía y a las fuentes hídricas, se quería extender a las fuentes de gas natural. En definitiva, los clientes regulados deben tener la seguridad de que se les entregará la energía que requieren, porque, de lo contrario, habrá problemas. Por eso me satisface la explicación del ministro. El caso de los clientes libres no me preocupa, porque ellos harán los contratos bajo normas que rigen la relación entre particulares.


En consecuencia, aprobaremos las modificaciones introducidas por el Senado, a fin de que se dé por parte del Ejecutivo, lo más pronto posible, la señal clara y categórica que se necesita para que nuevamente se inviertan recursos en el sector eléctrico, de modo de evitar problemas futuros.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado Leay.


El señor LEAY.- Señor Presidente, mi bancada aprobará las modificaciones introducidas por el Senado, ya que complementan el trabajo realizado en la Comisión de Minería y Energía y en la Sala de la Cámara de Diputados. La UDI las votará favorablemente a fin de que el proyecto sea ley cuanto antes.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado Leal.


El señor LEAL.- Señor Presidente, las modificaciones introducidas por el Senado están en la línea del proyecto que aprobamos en la Cámara de Diputados. El Ejecutivo nos solicitó votarlas favorablemente en la Cámara.


Sin duda, es importante la indicación del senador Prokurica en relación con el 5 por ciento de garantía de diversificación del sistema a través de la energía geotérmica. Si el Ejecutivo no tiene reservas respecto de la eliminación de la proporción 85-15, yo tampoco insistiría en ello, pues se trata de dar una buena señal. 


Algunos diputados teníamos reservas al respecto, pero aprobaremos la modificación que consiste en suprimir el artículo 3º, dado que se requiere despachar rápidamente el proyecto, tomando en cuenta las actuales condiciones energéticas del país.


Al mismo tiempo, según lo hemos conversado con el ministro, creemos que es una manera de reforzar lo establecido respecto del agua la modificación al inciso cuarto del artículo 99 bis, en el sentido de que tampoco se consideran fuerza mayor o caso fortuito las fallas de centrales a consecuencia de restricciones totales o parciales de gas natural proveniente de gasoductos internacionales. Por lo tanto, refuerza los derechos de los usuarios regulados.


Debido a la necesidad de aprobar con prontitud esta iniciativa, para garantizar la inversión en el ámbito eléctrico, la bancada del Partido por la Democracia aprobará las modificaciones del Senado.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.



El señor VILCHES.- Señor Presidente, el trabajo realizado por la Cámara de Diputados sobre el proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley general de Servicios Eléctricos, ha sido ratificado en gran parte por el Senado, pero debido a su complejidad cuesta comprender algunas modificaciones.


El proyecto da una oportunidad a las empresas distribuidoras de energía eléctrica. Por el precio de nudo, que sirve de referencia para calcular las tarifas, muchas empresas generadoras no se presentan ante las empresas distribuidoras por temor a no poder cumplir con los contratos.


El decreto Nº 283, de resolución ministerial, garantiza el abastecimiento a las empresas distribuidoras que no tienen contrato. El proyecto perfecciona esta norma, pues facilita que el precio de nudo tenga flexibilidad. De acuerdo al mercado, el precio será mayor o menor, dependiendo de la indexación que se considera. Eso es fundamental.


La indexación que tendrá el precio de nudo en base a los combustibles que utilice una generadora quedará considerada en los contratos y en las licitaciones. Eso garantizará el abastecimiento para las distribuidoras y para el público en general.


Nos preocupa el bolsillo de los chilenos. Queremos que se garantice el abastecimiento, tanto en calidad como cantidad. Además, el precio debe ser razonable. No debe dispararse en los momentos de alzas internacionales de los combustibles, como ha ocurrido con el caso del petróleo.


Por otro lado, nos preocupa legislar con celeridad para dar una señal económica acertada, que se justifica plenamente en este momento en el mercado chileno.


El proyecto también se refiere al desabastecimiento de gas natural desde Argentina, pero no resuelve el problema. Continuará la incerti-



dumbre porque sólo existen protocolos de acuerdo, contratos entre privados. No hay un tratado de abastecimiento energético que sea ley en Chile y en Argentina.


La ley argentina está sobre los protocolos. Por eso el país vecino ha restringido el abastecimiento de gas natural a Chile, vulnerando a la generación eléctrica, que había apostado por el gas natural. Nuestro sistema se ha debilitado y nos enfrentamos a una situación incierta. El proyecto recoge en gran medida esta difícil situación. Pero la norma aprobada por la Cámara de Diputados en orden a diversificar los aprovisionamientos de gas, de modo que las importaciones provenientes de un mismo país no superen el 85 por ciento del total a nivel nacional, fue suprimida por el Senado.


Aceptamos esa modificación, pero sólo para dar la señal económica que he señalado y, de esa manera, garantizar un mejor escenario en el mercado eléctrico.


Por otra parte, aplaudo la modificación que aprobó el Senado, a partir de una iniciativa del senador Baldo Prokurica, para establecer el derecho de los propietarios de otras fuentes de generación a suministrar hasta el 5 por ciento del total de la energía que los concesionarios de distribución destinan a clientes regulados, siempre que sus precios se encuentren en el promedio. Dicha norma incentivará el desarrollo de nuevas fuentes de energía, lo cual me parece una señal correcta. Espero que a futuro ese porcentaje sea mayor.


Finalmente, comparto el criterio del Senado en cuanto a no considerar como fuerza mayor o caso fortuito las fallas de centrales a consecuencia de restricciones de gas natural proveniente de gasoductos internacionales, porque, de lo contrario, se producirán muchos conflictos judiciales.


Cada empresa que opte por contrato de este tipo tendrá que asumir las consecuencias y las responsabilidades que de ellos derivan, ya que el mercado está abierto y existe la posibilidad de que las plantas que generan electricidad con gas natural puedan utilizar transitoriamente petróleo diésel.


En consecuencia, recomiendo aprobar en el más breve plazo las modificaciones introducidas por el Senado, de manera de dar la señal precisa en el momento oportuno, para que se realicen las inversiones que requiere el sector.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Alejandro García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, sin duda, el proyecto apunta en la dirección correcta, pero, desgraciadamente, constituye una señal económica tardía, porque si hubiese aprobado uno o dos años atrás, la situación respecto de inversiones sería distinta.


Valoro la decisión del Senado en cuanto a no aceptar la importación de cuotas de gas, porque tal medida significaba no contar con una política energética clara. Tanto es así, que originalmente el proyecto establecía que las cuotas comenzarían a regir en 2010, por lo que no tendría ningún efecto o impacto en la situación que hoy vive el país a raíz de los recortes al suministro de gas que proviene de Argentina.


Esa indicación, que fue rechazada por el Senado, significaba un aumento de los costos de la energía en el largo plazo e introducía distorsiones en el mercado energético, ya que, por una parte, a partir de una situación absolutamente coyuntural, desechaba la posibilidad de contar con un suministro de gas a bajo costo en el largo plazo, pues no se puede predecir cuál será la situación de la producción de gas en Argentina en 2010, y, por otra, generaba un incentivo artificial hacia otras fuentes energéticas que, a la larga, podrían terminar por ser mucho más costosas.


En ese sentido, la liberación de precios, la posibilidad de generar incentivos para el ahorro en el consumo y las licitaciones de largo plazo, medidas que contempla el proyecto, pueden permitir que el mercado energético determine cuáles son, desde una perspectiva económica, las fuentes más eficientes para dar respuesta a los niveles de seguridad y confiabilidad que el país está dispuesto a pagar. Creo que es positivo que el Senado haya suprimido este artículo. 


El Gobierno insiste en que va a presentar otro proyecto. Lo estudiaremos en su momento, pero me preocupan las señales que se vayan dando al mercado en ese sentido. 


Hay un tema que aunque no se relaciona directamente con este proyecto, está afectando a muchas regiones. En una reunión que sostuvimos, ayer, parlamentarios de la Sexta Región con el ministro de Economía, le hicimos notar nuestra preocupación de que, con estas señales, una serie de proyectos sobre termoeléctricas están siendo activados y presentados a estudios de impacto ambiental. 


Quiero dejar establecido que somos fervientes partidarios de que se instale todo tipo de empresa que genere energía, pero con la salvedad de que sus actividades no ocasionen problemas a las inversiones que se han hecho y que hoy están con muy buenas expectativas y en pleno desarrollo, como es el caso de la fruticultura y de la vitivinicultura. 


Específicamente, quiero manifestar mi preocupación respecto de dos termoeléctricas que se pretenden instalar en el corazón agrícola del valle de la Sexta Región: Monte Lorenzo, en la localidad de San Vicente de Tagua Tagua, y Totihue. 


Sin duda, es necesario que tengamos electricidad y energía, pero, a la larga, con la improvisación en este tipo de actividades se afectará a otras inversiones que, como dije, se han hecho con mucho éxito.


Aprovecho esta oportunidad para hacer un llamado al Gobierno en el sentido de trabajar en un proyecto de acuerdo que esta Cámara presentó, hace dos o tres años, referido a la zonificación a nivel nacional respecto de la instalación de este tipo de plantas de energía, especialmente de las termoeléctricas. Y lo digo porque, originalmente, la última planta termoeléctrica, La Candelaria, situada en el límite de la Región Metropolitana, iba a trabajar con gas y hoy lo hará con diésel, en circunstancias que nadie sabe lo que va a suceder con el diésel en el mundo. Incluso, el día de mañana podemos llegar a tener instalaciones con petcoke u otro tipo de elementos mucho más contaminantes que el gas. 


Por eso, hago un llamado al ministro de Economía, a todo el Gobierno, para que se trabaje en la línea correcta y no se afecten actividades económicamente establecidas con la instalación de este tipo de centrales que pueden ocasionar problemas, por ejemplo, en la exportación de nuestros productos. Bien sabemos que hoy el sector agrícola está obligado a cumplir con una serie de normas ambientales. En el caso de las buenas prácticas agrícolas, hay países que no permiten el ingreso de ciertos productos que contengan algún grado de contaminación, tanto por el agua como por el aire. 


En ese sentido, debemos actuar para que ese tipo de plantas se instalen en lugares ventilados, ambientalmente viables, que -reitero- no afecten a otras actividades económicas. 


Tengo claro que lo que he señalado no está directamente relacionado con este proyecto, pero de alguna manera el tipo de incentivos, que vamos a aprobar mediante esta normativa, también da pie para que se instalen -insisto-, sin ningún tipo de previsión, empresas que pueden afectar el desarrollo del país. 


He dicho. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor José 
Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, los diputados Waldo Mora y Jaime Mulet, titulares de la Comisión de Minería y Energía de la Corporación, me encargaron, en forma especial, que interviniera en nombre de ellos por cuanto están asistiendo a una comisión mixta y a una comisión investigadora, respectivamente. Pero también lo hago en nombre de la bancada de la Democracia Cristiana.


En primer lugar, quién duda de que la energía es esencial para la vida de un país. Junto con constituir un bien directamente relacionado con la calidad de vida de la población, es un insumo esencial para la producción nacional. Por esa razón, la política energética tiene importancia estratégica y en eso no hay discusión.


El 10 de marzo de este año, el Gobierno presentó este proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige el sector eléctrico.


Su objetivo primordial -vital para el país- es despejar la incertidumbre que existe en el mercado eléctrico para el desarrollo de futuras inversiones en generación, restaurando y reforzando, de este modo, la seguridad de abastecimiento que ha sido tradicional.


Para ello es menester establecer estabilidad en el mecanismo de precios para el abastecimiento del sector de clientes regulados, a objeto de garantizar que el proceso de inversiones se desarrolle con normalidad, como ocurría hasta antes del problema de desabastecimiento de gas natural que nos aflige.


El proyecto plantea la necesidad de fortalecer los mecanismos para enfrentar contingencias eléctricas porque, obviamente, junto con el desarrollo normal de las inversiones, adaptadas a la demanda de energía eléctrica, la situación de incertidumbre ya descrita también exige fortalecer el marco regulatorio vigente de modo de garantizar una acción eficaz del mercado y de la autoridad ante contingencias o riesgos derivados de éstas y otras situaciones coyunturales.


Hace algunos días, en la Comisión de Hacienda, escuchamos al gerente de la Enap sobre las exploraciones que se están realizando en Magallanes con el fin de obtener gas natural propio.


Al respecto hay algo que me quedó profundamente marcado: sólo el 2 por ciento del consumo de petróleo y sus derivados se produce en el país. Es decir, el 98 por ciento debemos importarlo.


Este proyecto va por el camino correcto para solucionar las dificultades del desarrollo de las inversiones eléctricas. Además, constituye una diversificación de insumos para generación, porque Chile es importador nato de insumos energéticos.


Por todo lo anterior, en nombre de la bancada de la Democracia Cristiana, anuncio que aprobaremos la totalidad de las modificaciones del Senado. Por lo demás, considero que no es bueno -como dijo el colega Carlos Vilches, uno de los expertos en esta materia- insistir en el tema del 85/15. Lo importante para el país es dar una señal potente, cual es poner término al último trámite constitucional de este proyecto para que en pocos días más sea ley de la República.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, con anterioridad, el colega Francisco Encina, de la bancada del Partido Socialista, anunció nuestro voto favorable a esta iniciativa.


Coincido también con lo planteado por el colega Ortiz, en cuanto a que es de enorme relevancia la aprobación de este proyecto en su tercer trámite legislativo, que introduce modificaciones al marco normativo que rige al sector eléctrico. Estamos convencidos de que al modificar el marco regulatorio que rige a dicho sector, generará mayor certidumbre al proceso de inversión y permitirá también mayor participación de los actores, productores y consumidores, en la administración de la demanda eléctrica. De esta forma, se enfrentará de mejor manera las contingencias que puedan presentarse.


El discurso de la política energética chilena pretende altos niveles de seguridad en el abastecimiento. Eso implica diversificar la matriz energética bajo condiciones de eficiencia económica y de respeto al desarrollo sustentable. En los últimos años, la Décima Región ha sufrido problemas de este tipo, los cuales esperamos subsanarlos en gran medida con esta iniciativa legal que fortalecerá a un sector que requiere de un marco regulatorio mucho más profundo.


Además, atendida la necesidad de fortalecer la seguridad de suministro de combustible, frente a incertidumbres externas en relación con su abastecimiento, sobre todo de difícil sustitución inmediata en los mercados internacionales, a través de esta iniciativa proponemos perfeccionamientos normativos que se refieren a tres aspectos mencionados con anterioridad: desarrollo adaptado a la inversión en el sector eléctrico, fortalecimiento del marco normativo para enfrentar contingencias y diversificación de fuentes externas de combustible.


Desde este Congreso Nacional hemos contribuido, de manera manifiesta, a mejorar la normativa existente de un sector de enorme relevancia para el desarrollo del país -lo decía el colega Ortiz-, como el tema del agua potable. No obstante, quiero manifestar una preocupación anexa a la que estamos tratando, justamente la otra cara de la medalla: los usuarios.


Con el diputado Camilo Escalona, el jueves pasado participamos en una reunión bastante importante en la comuna de Fresia. Allí escuchamos los planteamientos de la comunidad respecto del cobro excesivo de electricidad que les afecta.



Podríamos avanzar en otros temas fundamentales, a modo de contribuir también a la protección de los usuarios. Así, es impresentable que todavía no seamos capaces de aplicar regulaciones a las empresas proveedoras de electricidad en las regiones. Por ejemplo, la gente nos pide -nos lo plantearon los vecinos de Fresia- que cuando les midan el consumo de electricidad de sus hogares, sepan quién lo hace, cuándo pasa y a qué hora. Eso no ocurre en la actualidad y por eso la gente recibe, a fin de mes, cuentas elevadas que no se condicen con su consumo. Entonces, me pregunto si estas empresas, que ganan millones y millones de pesos, proveyendo de electricidad a miles de hogares, ¿no podrán emitir una certificación sobre el inspector, el día y la hora en que pasa a medir el estado de consumo, a fin de que no quede la impresión de que nunca pasa? Una boleta de ese tipo no debe costar más de dos o tres pesos, pero con ella le daríamos a la gente la posibilidad de sentirse segura.


Lo mismo pasa con el agua potable. Lamentablemente, el consumidor paga su cuenta a fin de mes sin saber si el monto cobrado corresponde a lo que efectivamente consumió, cuestión que nos preocupa. Ojalá que en la Cámara de Diputados seamos capaces de buscar solución al problema que enfrentan los consumidores, quienes tienen la percepción que están pagando por el consumo de electricidad cuentas cuyos montos no corresponde a la realidad. No sólo nos gustaría que los precios bajaran, sino que también el cobro sea realmente por lo que se consumió. 


Debemos legislar para establecer una subvención al consumo de electricidad, tal como existe para el agua potable. Miles de hogares deberían pagar la mitad de las cuentas actuales, porque, por ejemplo, un monto de 10 mil pesos les cuesta una enormidad solventar.



Las modificaciones que introduce este proyecto a la normativa que rige al sector eléctrico van en directa relación con el desarrollo de nuevas inversiones, con la generación de nuevos mecanismos para enfrentar las contingencias eléctricas, con el fortalecimiento de la seguridad del abastecimiento, con la regulación de los casos fortuitos o de fuerza mayor ante las eventuales restricciones en el suministro de gas -problema que nuestro país ya ha sufrido con inusitada fuerza-, etcétera. Es decir, todos aspectos relacionados con el desarrollo de un sector de enorme relevancia para el país. 


Por lo señalado, anuncio que la bancada del Partido Socialista votará favorablemente.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.


El señor JARPA.- Señor Presidente, quienes me antecedieron en el uso de la palabra ya han señalado la importancia de este proyecto, de manera que me limitaré a destacar el trabajo realizado por la Comisión, la cual contó con el apoyo del ministro don Jorge Rodríguez en todo lo relativo a la ley de transmisión, llamada “ley corta”, como a las modificaciones a la ley General de Servicios Eléctricos. Se pretende que los usuarios domiciliaros y las empresas puedan contar con una fuente de energía, cuyo abastecimiento es fundamental para mantener el desarrollo y la calidad de vida de nuestros habitantes, pero sustentable y segura, dos parámetros que están determinados por variables económicas. Y creo que este proyecto de ley cumple con ese objetivo, pues va a permitir invertir a las empresas privadas. 


Insisto: el trabajo realizado por nuestra Comisión ha sido muy importante.


Las modificaciones introducidas por el Senado son mínimas. Ya se ha señalado aquí la importancia de la enmienda introducida por el senador Waldo Prokurica respecto del 5 por ciento. 


Confiamos en que el ministro envíe pronto a trámite legislativo el proyecto relacionado con el tema 85-15. Nos parece importante, puesto que nos dará mayor seguridad.


Por lo expuesto, la bancada del Partido Radical Social Demócrata también aprobará las modificaciones del Senado, con el objeto de que el país pueda contar con una ley eléctrica que nos permita mantener nuestro crecimiento y contar con una energía segura, sustentable y que se enmarque dentro de los cobros económicos necesarios.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


El proyecto se votará al término del Orden del Día.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar las enmiendas del Senado al proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige al sector eléctrico.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 97 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, 
Espinoza, Forni, García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), 
Prieto, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Despachado el proyecto.


El ministro de Economía, don Jorge 
Rodríguez, me ruega transmitir sus agradecimientos a las señoras y señores diputados por la aprobación del proyecto.

PERFECCIONAMIENTO DE LA REFORMA PROCESAL PENAL. Modificación de los códigos Procesal Penal y Penal. Segundo trámite constitucional.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde conocer, en segundo trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de ley, originado en mensaje, con urgencia calificada de “suma”, que modifica los códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal.


Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Juan Bustos.


Antecedentes:


-Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Documentos de la Cuenta Nº 11, de esta sesión.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado informante.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, paso a informar, en segundo trámite constitucional y segundo reglamentario, sobre el proyecto que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal.


De conformidad con las normas reglamentarias aplicables a esta etapa de la tramitación, las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones durante la elaboración del segundo informe de la Comisión deben entenderse reglamentariamente aprobadas.


En esta situación se encuentran los números 1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 13, 15, 18, 20, 22, 23, 24, 25, 27, 33, 35, 36, 37, 38, 39, 41, 42, 43, 46, 47, 48, 50, 51, 54, 56, 59, 60, 61, 62 y 63 del artículo 1º; el número 2 de la letra b) y la letra C) del artículo 2º y los artículos 3º, 4º, 5º, 6º y 7º.


Debido a lo anterior, me limitaré a explicar las modificaciones que se introdujeron al texto del primer informe, las que se efectuaron en virtud de las indicaciones presentadas en la Sala y de la revisión del texto llevada a cabo por el abogado señor Jorge Boffil y el diputado señor Jorge Burgos.


En primer lugar, cabe mencionar la modificación al artículo 70 del Código de Procedimiento Penal, disposición que se refiere al juez de garantía competente.


Luego de efectuar una revisión del texto aprobado, se concordó en la necesidad de complementar su norma, en el sentido de dar expresamente competencia al juez de garantía del lugar en que se practicó la detención, para realizar la primera audiencia judicial y para resolver, en su caso, la situación que se produce si se decreta la prisión preventiva del detenido, sin perjuicio de atender, tratándose de situaciones similares, la condición especial que presenta la Región Metropolitana respecto del resto del país.


Otra modificación importante recae en el artículo 129, referido a la detención en caso de flagrancia.


La Comisión aprobó la indicación para suprimir la frase final del último inciso propuesto: “y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.


Se sustituyó dicho inciso por dos nuevos porque la norma se refería a situaciones en que se requería actuar con rapidez, y porque la frase suprimida, en cuanto exigía una apreciación subjetiva de la situación por parte de la policía, significaría que ésta debería pensarlo mucho antes de actuar, lo que no estaría en consonancia con la necesidad de presteza.


Los representantes del Ministerio de Justicia estuvieron de acuerdo con dicha proposición, toda vez que ella se refería a situaciones de flagrancia, las que habilitan legalmente para detener en cualquier lugar. Además, la proposición no implicaba una ampliación de facultades policiales, sino la reafirmación de ese principio.


El número 28, que pasó a ser 27, modifica el artículo 257, norma referida a la reapertura de la investigación. Con el objeto de impedir cualquier dificultad, especialmente en relación con el fiscal, se propuso que dentro de los diez días siguientes al cierre de la investigación, los intervinientes podrán reiterar las diligencias precisas de investigación que oportunamente hubieren formulado durante la investigación y que el Ministerio Público hubiere rechazado o respecto de las cuales no se hubiere pronunciado.


Otra enmienda relevante se refiere al artículo 277, referido al auto de apertura del juicio oral.


La Comisión, teniendo presente que su proposición original buscaba evitar la situación forzada en que se encontraba la fiscalía de tener que acusar aun cuando no contara con la suficiente probanza, concluyó que dicha proposición no guardaba la debida coherencia con la situación que se quería regular, toda vez que, de acuerdo con la actual normativa del Código de Procedimiento Penal, tal situación tendría normalmente como resultado una sentencia absolutoria para el imputado en el juicio oral, razón por la cual no parecía lógico que este último debiera quedar sujeto sólo a una decisión de no perseverar en el procedimiento, habida cuenta del carácter persecutor del Ministerio Público y de la adversalidad del nuevo sistema procesal penal. En consecuencia, se acordó entregar a la fiscalía la facultad de no perseverar en el procedimiento.


Asimismo, se modifica el inciso segundo del artículo 390, con el objeto de darle una redacción más precisa, de manera que no hubiese ninguna dificultad en cuanto a que corresponde aplicar el procedimiento simplificado en razón de la penalidad requerida por el fiscal.


También se modifica el artículo 395, referido a la posibilidad de resolución inmediata dentro del procedimiento simplificado, situación que se produce cuando el imputado reconoce en la audiencia su responsabilidad en los hechos.


Se señaló que el problema no consistía, para el juez, en acreditar atenuantes o agravantes, sino en que había otras circunstancias que debía considerar, como la magnitud del mal provocado, que establece el Código Penal. En consecuencia, considerando que se trataba de la determinación de la pena, se propuso suprimir la consideración de atenuantes y agravantes, estableciendo para el juez una regla de determinación de la pena.


También se modifica el artículo 395 bis, referido a la preparación del juicio simplificado. Se señaló, con razón, que la modificación que se había hecho anteriormente respecto de los peritos, para cuando se tratare de casos simples, es decir, de peritajes estandarizados, no era necesario establecer una regla específica, sino simplemente utilizar las supletorias referidas al procedimiento ordinario. En tal virtud, se suprimió la referencia a los peritos.


Se modifica el artículo 269 bis del Código Penal, disposición que configura una de las formas del delito de obstrucción a la justicia. Por no estar así tipificado se acordó sustituir el epígrafe del párrafo 2º bis por el de “obstrucción a la investigación”, ya que de eso se trata.


Al respecto, se modificaron los incisos primero y segundo, en lo relativo a las atenuantes, con el objeto que evitar cierta desproporcionalidad en la penalidad. Así se establece para el inciso primero, que trata de un caso simple de obstrucción, la atenuante simple, y para el segundo, con el objeto de impulsar la retractación por parte del imputado que habría falseado u obstruido la justicia, la atenuante calificada.


Asimismo, se estableció la inclusión del tercero civilmente responsable. Para tal efecto, la Comisión acordó, en los números 3, 12, 19, 26, 30, 31 y 32, nuevos, incorporados al artículo 1º del proyecto, la referencia al tercero civilmente responsable. Ello se origina en una indicación del diputado Burgos y de quien habla, que se fundamenta en la necesidad de dar mayor protección a la víctima, la que, en caso contrario, se encontraría en una situación muy débil dentro del proceso penal, especialmente en razón de que, conforme al Código Civil, hay responsabilidad solidaria. Por lo tanto, la forma en que se estableció en el Código Procesal Penal significaba romper la solidaridad de carácter civil.


Quedó claro que esto no produce perjuicio ni dilación en el proceso penal oral, dado que, en relación con el imputado, se hacía la prueba del daño respecto de los efectos sobre la víctima. En consecuencia, el problema probatorio quedaba completamente superado por las normas existentes en el Código Procesal Penal.


Por eso, se estableció que era muy diferente la situación del actor civil, de ahí que fuera perjudicial introducirlo, porque provocaría dilación, nuevos problemas de carácter probatorio y demoras en el sistema procesal penal establecido.


Por otra parte, se modificó el artículo 388 del Código Procesal Penal, que señala el ámbito de aplicación del procedimiento simplificado, al conocimiento y falla de los simples delitos y de las faltas. De esta manera quedó claro en dicho artículo que se impide a la fiscalía llevar estas materias al juicio oral.


Por último, otra modificación sustituye el inciso segundo del artículo 485 del Código Procesal Penal, sobre extradiciones pasivas. 


Su inciso primero establece que el Código señalado se aplicará a partir de su entrada en vigencia en la Región Metropolitana de Santiago a todos los hechos que acaecieren en el extranjero y fueren de competencia de los tribunales nacionales.


La modificación sólo tiene por objeto precisar el sentido del inciso segundo, para que no haya ambigüedad sobre su contenido, en relación con las extradiciones pasivas.


En definitiva, la Comisión aprobó las modificaciones prácticamente por unanimidad, por lo que solicita que la Sala haga lo mismo.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Pía 
Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- 
Señor Presidente, éste es un proyecto difícil de entender y de seguir, más aún cuando ya realizamos la discusión general y se modificaron algunos artículos, algunos de los cuales volvemos a revisar hoy.


No obstante, para tranquilizar a la Sala, debo señalar que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia trabajó en conjunto no sólo con abogados y expertos académicos que se ocupan hoy de la reforma procesal penal, sino que también con quienes la estudiaron desde sus inicios, es decir, que le dieron cuerpo al Código Procesal Penal. Por lo tanto, tuvimos el cuidado de plantear reformas que no afectaran la naturaleza del sistema acusatorio, pero que sí lo agilizaran y dieran respuesta a una serie de problemas observados durante su aplicación en regiones.


Quiero destacar algunas de ellas.


En primer lugar, la modificación al 
artículo 129, que se refiere a la detención en caso de flagrancia, da mayores atribuciones a la policía, no sólo en el cumplimiento de órdenes de detención pendientes, sino también en caso de violación flagrante de las medidas cautelares personales, es decir, cuando no se cumpliere un arresto domiciliario o la prohibición de no ingresar a un determinado radio para proteger a la víctima, etcétera.


Agrega que en caso de crímenes y simples delitos “la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble,...”. Hubo discusión en la Comisión, porque no estaba claro cómo la policía podía ingresar a un lugar mueble; pero observamos que los automóviles, los barcos, las naves son bienes muebles y, por lo tanto, se llegó a la conclusión de que sí la policía puede ingresar a ellos en persecución de alguien para detenerlo, pero sólo con ese objeto.


Los diputados señores Monckeberg y Uriarte formularon una indicación para suprimir la frase final que decía: “y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”, ya que al policía que va en actual persecución de una persona para detenerla le es difícil calificar si existe riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.


Se aprobó una modificación importante al artículo 257, para dar mayor apoyo a la defensa. Se acordó que pudiera reabrirse la investigación a petición de los intervinientes, y no sólo del fiscal, cuando ciertas diligencias hubieren sido rechazadas. En esta segunda revisión se acordó un texto mucho más preciso, que señala que dentro de los diez días siguientes al cierre de la investigación, los intervinientes podrán reiterar la solicitud de diligencias que el Ministerio Público hubiese rechazado o respecto de las cuales no se hubiere pronunciado. Es un elemento muy importante para la defensa del imputado.


También son importantes las modificaciones que introducen normas para agilizar los procesos, que implican soluciones alternativas, específicamente la suspensión condicional del procedimiento.


La modificación al artículo 390 tiende a cambiar la posibilidad de un procedimiento que se inicia como ordinario, pero que cuando el fiscal hace la investigación, descubre que la pena llega a los 540 días. En este caso se permite, cosa que antes no era posible, continuar como un procedimiento simplificado. Es así como el fiscal podrá acusar y requerir una pena que no exceda de presidio o reclusión menor en su grado mínimo, es decir, de 61 días a 540 días.


Una segunda forma de agilización en el procedimiento simplificado es la que permite al tribunal dictar sentencia inmediatamente cuando el imputado reconoce su responsabilidad en los hechos, con la limitación de que no puede imponer una pena superior a la que el propio fiscal le solicita.


Una tercera norma de agilización en el juicio simplificado tiene que ver con el artículo 315, que ya fue modificado. Ahora se le agrega un inciso final por el cual se autoriza al juez agregar las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, exámenes de ADN y de drogas que las partes soliciten en base al informe respectivo. Se entienden que son pericias automatizadas, que tienen un formulario y un protocolo determinado y, por lo tanto, pueden incorporarse en forma escrita al proceso. Si las partes estiman que no basta con los informes y piden que el perito concurra para interrogarlo o contrainterrogarlo, ello deberá ser decretado por el juez.


También es importante señalar la modificación al artículo 407, que permite la tramitación de ciertas causas con las reglas del procedimiento abreviado, en cualquier etapa, hasta la audiencia de preparación del juicio oral. El proyecto extiende el plazo dentro del cual se podrá solicitar la tramitación de la causa conforme a este procedimiento. Antes era sólo hasta la formalización de la causa. Ahora la acusación se puede formular verbalmente en dicha audiencia y se pedirá la intervención de las otras personas, defensa, etcétera.


Estas cuatro modificaciones del proyecto tienden a la agilización de los procedimientos simplificado y abreviado, es decir, son salidas alternativas al juicio oral, las que hoy están siendo utilizadoss en forma muy importante.


Asimismo, se ha determinado un nuevo tipo penal, que es la obstrucción a la investigación. Tiene que ver con la obstaculización al esclarecimiento de los hechos punibles, mediante la aportación de antecedentes falsos que lleven al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación. La sanción será la pena de presidio menor en su grado mínimo, la que aumenta a tres años, si sobre la base de esos antecedentes falsos, el Ministerio Público solicitare medidas cautelares o dedujere una acusación infundada. En todo caso, permitirá la retractación, que se considerará como una medida atenuante. 


Esto es muy importante, porque constituye una medida de política criminal, a fin de que no se vulneren los derechos de las personas en forma mentirosa, falsa, fraudulenta, con el objeto de obtener medidas cautelares o acusaciones con el aporte de pruebas falsas. 


Por último, una breve acotación respecto del artículo 6º del proyecto, que introduce un párrafo segundo en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1997, del Ministerio del Interior. La modificación tiene por objeto facultar al ministro y al subsecretario del Interior, a los intendentes y a los gobernadores a que, sin perjuicio de lo contenido en el artículo 111 del Código Procesal Penal, puedan deducir querella en casos de alteración del orden público y de violencia en los estadios, entre otros.


Sé que esa disposición no ha sido objeto de indicación y, por lo tanto, se entiende aprobada. Pero quiero expresar, para la historia fidedigna de la ley, que ésta es una norma que está contemplada en términos mucho más amplios en el inciso final del referido artículo 111, cuando señala que se podrá deducir querella por cualquiera persona capaz de comparecer en el juicio y que esté domiciliada en la región, respecto de delitos cometidos en la misma y que afectaren intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto. A mi juicio, este artículo 6º no tiene razón de estar en la reforma procesal penal.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Laura Soto.


La señora SOTO (doña Laura).- 
Señor Presidente, ha sido muy bueno el informe del diputado Bustos y la intervención de la diputada Pía Guzmán.


La gente critica el nuevo sistema procesal penal diciendo que la víctima es dejada de lado y que sólo existe una garantía expresa para los delincuentes; sienten que las fiscalías y los jueces de garantía están distantes de las personas. La policía también se ha quejado de que para ella es difícil actuar, que ya no existe la detención por sospecha y que la ley la constriñe demasiado.


El proyecto, que hemos denominado la contrarreforma, flexibiliza y da mayor garantía a la víctima. También se agiliza la persecución criminal, entre otros avances, que valoramos positivamente, ya que la opinión pública sentirá que tendrá una respuesta frente a la comisión de delitos.


La iniciativa también busca subsanar muchas situaciones que dan lugar a la impunidad. Muchas veces, la gente nos dice que, por ejemplo, el delincuente ingresa en una casa, se oculta en ella, e incluso en una nave o en un automóvil, pero la policía no puede entrar en ese lugar. Por eso, en el proyecto se establece que “la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble,...”. Al principio, nos pareció extraña la distinción entre lugar mueble o inmueble, pero al final comprendimos el sentido de ello.


Creemos que la iniciativa constituye un gran avance, ya que en casos urgentes -cuestión que era prioritaria- en que se necesite autorización u orden judicial para el éxito de la diligencia, ésta podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo. Es decir, se procederá con todos los medios que franquea la tecnología, lo cual garantizará a la ciudadanía que no quedarán zonas oscuras y que, por lo tanto, en caso de que para un funcionario sea muy urgente detener, contará con toda esa gama de posibilidades.


Muchas veces nos han hecho presente que el sistema se encarece mucho, porque, por ejemplo, se detiene a un delincuente en Punta Arenas y debe ser trasladado a Santiago, por cuanto la orden respectiva emanó desde esta ciudad. Para ello, incorporamos un inciso tercero, nuevo, en el artículo 70 del Código Procesal Penal, a fin de que “... si la detención se practicare en un lugar que se encontrare fuera del territorio jurisdiccional del juez que hubiere emitido la orden, será competente para conocer de la primera audiencia judicial del detenido el juez de garantía del lugar donde se hubiere practicado la detención cuando la orden respectiva hubiere emanado de un juez con competencia en un asiento de Corte de Apelaciones diverso”. Por supuesto, por razones obvias, lo previsto precedentemente “no tendrá aplicación cuando la orden de detención emanare de un juez de garantía de la Región Metropolitana de Santiago y ésta se practicare dentro de su territorio”. 


Creo que eso ayudará mucho a que no se dilapiden bienes del Estado, como sería tener que trasladar al detenido a la jurisdicción del tribunal respectivo, lo que en algunos casos significaría, a lo mejor, atravesar todo Chile.


Creo que esos son aspectos muy relevantes que considera la iniciativa.


Otra cuestión que nos parece muy importante y que fue bastante debatida es la contenida en el numeral 23), en el sentido de que: “El fiscal podrá, por una sola vez, complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario. Si el defensor planteare -aquí la norma es garantista- la necesidad de la práctica de diligencias precisas y determinadas, como consecuencia de la complementación de la formalización, ...”. Reitero: el fiscal podrá complementar, materia en la cual hicimos mucho hincapié, porque significa que no se hará un juicio nuevo, sino que se actuará sobre la base de lo que se tiene. En este caso, el juez de garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, pero acotado a lo que hay.


Entonces, como muy bien dijo la diputada señora Guzmán, la reforma se ha mantenido incólume, pero se la ha adecuado a las necesidades, se la ha hecho mucho más ágil y también se le ha dado más importancia a las víctimas, que actualmente se sienten desprotegidas.


También fue objeto de bastante debate el hecho de mentir ante el fiscal. Nos pareció que la tipificación del perjurio podía terminar totalmente con el procedimiento y frustrar una situación que en otras condiciones podría tener resultados.


Se constituyó el inciso primero del artículo 269 para especificar muy clara y adecuadamente para que: “El que, a sabiendas, -o sea, con dolo específico- obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que condujeren al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.”. Es decir, el punto está muy acotado y da real garantía de que el proceso en curso no se alterará. Este asunto nos causaba bastante escozor, porque, si no se redactaba en la forma adecuada, podía destruir lo que ya se había avanzado.


Asimismo, se tocó la situación de quien se retracta, y se especificó lo siguiente: “La retractación oportuna de quien hubiere incurrido en las conductas de que trata el presente artículo constituirá circunstancia atenuante. Tratándose de las conductas a que se refiere el inciso segundo, la atenuante se considerará como muy calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.”. 


A continuación, se define la retractación oportuna: “Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver alguna medida solicitada en virtud de los antecedentes falsos aportados o, en su caso, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.


Estas enmiendas -no me refiero a todas, sino sólo a las especificadas, porque se realizan otras modificaciones menores- son muy importantes y contribuirán, por un lado, a agilizar el proceso y, por otro, entregarán a la víctima una garantía, sin descuidar aquella que se le otorga a la persona que infringe la ley.


Es una reforma muy buena que, tal como se ha afirmado en la Sala, ha sido seguida por los profesores que participaron en su estudio en un comienzo.


Anuncio que aprobaremos íntegramente la presente reforma.


He dicho. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el ministro de Justicia, señor Luis Bates.


El señor BATES (ministro de Justicia).- Señor Presidente, como es sabido, el nuevo sistema de enjuiciamiento criminal -es decir, la nueva forma de hacer justicia penal en el país-, después de que su diseño legal fuese aprobado por el Congreso Nacional, se viene cumpliendo gradualmente en sus distintos componentes.


Componente de dotaciones de nuevo personal, designaciones, capacitación y preparación de los recursos humanos requerido por la nueva institucionalidad de la reforma: Ministerio Público, Defensoría Penal Pública, jueces y órganos auxiliares.


También comprende la coordinación y capacitación institucional, el fortalecimiento de los órganos auxiliares de la administración de justicia -Servicio Médico Legal, policía y otros-, la difusión de la reforma procesal penal, el gran tema de la infraestructura que se ha venido construyendo a través de todo Chile y los denominados ajustes legales.


Todo esto exige una permanente evaluación o monitoreo que detecte y resuelva las deficiencias, insuficiencias o dificultades que conlleva, naturalmente, un proceso de transición de esta envergadura, es decir, del sistema penal antiguo a uno nuevo.


El proyecto se inscribe en el último de los componentes que he mencionado, el cual tiene que ver con los ajustes legales. En ese sentido, la iniciativa ha sido objeto de un riguroso trabajo legislativo. Por lo mismo, considero justo reconocer y agradecer lo realizado tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados y, como se dijo, con la participación de numerosos actores del nuevo proceso penal en sedes prelegislativas y legislativas. 


Es un proyecto realizado con cabal conciencia de lo sensible que resulta introducir modificaciones o ajustes al Código Procesal Penal, pues, al igual que las piezas de un reloj, los cambios no pueden alterar su funcionamiento, que en nuestro caso es el diseño o el marco jurídico básico aprobado por el Congreso Nacional. De ahí que los ajustes que contempla la iniciativa se refieren a materias estrictamente indispensables para una mejor comprensión y eficacia del nuevo sistema.


Los objetivos fundamentales son: agilizar la persecución penal, evitar zonas de impunidad en la persecución criminal, corregir errores normativos que han quedado en evidencia con la gradual entrada en vigencia de esta reforma. 


En la agilización de la persecución penal -lo dijimos en el Senado-, todas las evaluaciones de la reforma procesal penal muestran que la instalación de la misma no ha estado exenta de dificultades -repito- propias de una transición de esta envergadura, pese a lo cual puede considerarse, en general, como satisfactoria. Así se reconoce en importantes trabajos del mundo académico y profesional.


Eso significa que hay que encarar algunos problemas de su funcionamiento que se han detectado en esas evaluaciones. Por una parte, se sabe que la respuesta estatal al delito es más oportuna y ágil, lo cual , como dicen los abogados, es un hecho de la causa, fundamentalmente tratándose de delitos de complejidad.


Por otra parte, se aprecia que hay múltiples interpretaciones con relación a las facultades policiales en determinados aspectos, lo que era indispensable clarificar, con la finalidad de evitar que ello se transforme en un obstáculo al buen funcionamiento de la reforma. Por ejemplo, se ha debatido -tenemos jurisprudencia muy variada- respecto de las atribuciones policiales para los efectos de detener en virtud de una orden judicial emitida verbalmente o en hipótesis de flagrancia, así como para operar con rapidez en la persecución de un imputado que huye de las fuerzas policiales y, en general, con relación a las atribuciones de los organismos policiales para aumentar la eficacia de la persecución penal.


Como Gobierno, tenemos plena conciencia de que el ejercicio de las potestades policiales, así como en general el funcionamiento del sistema penal en un estado democrático de derecho, requiere del equilibrio entre garantías y eficacia, que es la verdadera piedra angular de todo proceso penal contemporáneo. Por ello, nos ha parecido que el camino como colegisladores es más bien el de impulsar y respaldar las iniciativas legislativas que efectúen ajustes precisos y determinados a algunas instituciones procesales, que fruto de las evaluaciones ya realizadas, aparecen con dificultades conocidas en su aplicación práctica.


Sin embargo, hay materias que deberán esperar el proceso de maduración del nuevo sistema para cambios legislativos más profundos. Hemos considerado indispensable introducir en estas materias sólo las siguientes modificaciones:

1)
Extensión de hipótesis de flagrancia a situaciones en que un individuo es señalado por la víctima o un testigo como el ejecutor de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.

2)
Autorización normativa a las policías para que en situaciones de excepción, en que encontrándose en persecución de un imputado que debiere ser detenido, de no mediar su intervención inmediata, se frustraría la diligencia, permitiéndole en esos casos entrar en un lugar cerrado sin necesidad de autorización judicial para el efecto de practicar la detención del perseguido.

3)
Consagración normativa expresa de las órdenes verbales de detención.

4)
Facultad para que el control de la detención sea efectuado por el juez de garantía del lugar en que la detención se practica, aun cuando la orden emane de un juez distinto.

5)
Explicitación de las atribuciones para que el Ministerio Público imparta instrucciones generales a las policías para la realización de diligencias inmediatas de investigación en delitos de común ocurrencia.


Estamos completamente convencidos de que todas estas materias requieren de leves ajustes, que sin alterar el delicado juego de garantías y eficacia, contribuyan al fin buscado de agilizar la persecución penal.


El segundo objetivo, como aquí se ha dicho, es evitar en la persecución penal algunas situaciones queden impunes. Si bien es cierto, para ello se requiere de medidas administrativas que tiendan a mejorar la coordinación de todos los organismos que intervienen desde distintas perspectivas en la persecución criminal, así como del mejoramiento de los procedimientos administrativos, de la capacitación de las policías y del fortalecimiento de los órganos auxiliares de administración de justicia, no es menos cierto que se requiere efectuar algunos ajustes normativos en materias sensibles a esta percepción de impunidad de la ciudadanía. Para cumplir con esa finalidad, en el proyecto se plantean las siguientes reformas legales:

1)
Perfeccionamiento de la regulación de la prisión preventiva, distinguiendo de mejor manera las causales que la hacen improcedente.

2)
Otorgamiento de facultades a la policía para detener a quienes se encuentren con órdenes de detención pendientes o que sean sorprendidos en violación flagrante de las medidas cautelares personales que le hubieren sido impuestas o al que violare la condición impuesta para protección de otras personas, en el contexto de la suspensión condicional del procedimiento.


Se introducen modificaciones al procedimiento simplificado, al procedimiento abreviado y, como lo ha recordado la honorable diputada señora Laura Soto, al Código Penal, con la finalidad de incorporar una nueva figura de tipo penal, de obstrucción a la justicia, teniendo presente el cambio de los organismos que se hacen cargo de la investigación criminal. En esta materia hemos modificado sustancialmente el criterio original que contenía el mensaje, aprobado por el Senado, en atención al intenso debate político y académico surgido en torno al delito de falso testimonio frente al fiscal y que queda finalmente como delito de obstrucción a la justicia.


Por último, se efectúan algunas correcciones de errores normativos del Código Procesal Penal, cuyo desarrollo omitiré en razón del tiempo disponible.


Sin embargo, me parece importante destacar que se incorporó una modificación al artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales, para crear las llamadas comisiones regionales de coordinación de la reforma procesal penal, lo cual era una necesidad evidente, pues en algunas regiones esa labor se efectuaba de hecho, aunque, en mi opinión, de manera no muy adecuada.


Agradezco a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados por su dedicación, de la que fuimos testigos y partícipes, y sus valiosos aportes al proyecto, y a esta Sala por su buena disposición y compromiso para con la construcción -valga la palabra- del nuevo sistema de justicia penal que regirá al país en los próximos cincuenta o cien años.


Muchas gracias.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Víctor Pérez.


El señor PÉREZ (don Víctor).- 
Señor Presidente, es bueno enmarcar la discusión del proyecto en el acuerdo político a que se llegó, a raíz de la petición del Gobierno de retrasar la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana.


Se ha hecho un esfuerzo importante -lo reconozco- tanto por la comisión de expertos, nombrada por el Ministerio de Justicia, como por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados.


También creo que, en términos teóricos, el proyecto avanza en la línea correcta. Digo “en términos teóricos”, porque el error que hemos cometido -todos somos responsables de ello- ha sido analizar la aplicación de la reforma procesal penal en aspectos teóricos, jurídicos y normativos, dejando de lado la discusión sobre su aplicación en temas prácticos que afectan cotidianamente a la ciudadanía en las regiones en que se está aplicando la reforma procesal penal. Lo digo con conocimiento de las situaciones que viven los habitantes de la región del Biobío, a la cual pertenece el distrito que represento. Espero que las disposiciones que estamos analizando vayan en el camino de resolver esos problemas.


Me parecen adecuadas las modificaciones que establecen la persecución policial por delito flagrante. Constituyen un avance importante, al igual que las normas referidas a la orden de detención, a la tipificación del delito de obstrucción a la investigación, y a los derechos de defensa. No estoy muy de acuerdo con que se establezcan facultades al Ministerio del Interior para deducir querellas.


Espero que el proyecto mejore en forma sustancial la aplicación de la reforma procesal penal, pues la visión de la ciudadanía es que se ha avanzado adecuadamente en la administración de justicia respecto de aquellos delitos que podríamos calificar de graves, pero existe una gran frustración por la forma en que opera respecto de los que afectan a los ciudadanos en su vida diaria, como, por ejemplo, cuando a una persona la asaltan en la calle y le roban la cartera, el joven al que le roban la bicicleta, o cuando a un estudiante al que le roban el teléfono celular, o cuando un delincuente roba un televisor en una casa particular, en fin. En casos como los señalados las víctimas se dirigen a Carabineros, quienes les informan que deben concurrir al Ministerio Público, donde reciben la información y le preguntan si tienen algún sospechoso. Si la respuesta es negativa, hasta ahí llega la investigación. Esa realidad la debemos abordar con mayor rigurosidad, mayor estudio y mayor énfasis.


Las modificaciones son coherentes con el criterio general que informa esta gran reforma procesal penal, que está en aplicación en todo el país, salvo en la Región Metropolitana. Pero, me atrevería a anticipar que no más allá de 2006 esta Cámara de Diputados tendrá que estudiar nuevas modificaciones, producto de la experiencia que habrá en la Región Metropolitana, pues lo que hoy sufren las personas en las distintas provincias del país, como Ñuble y Osorno, lo comenzarán a sufrir en la Región Metropolitana, lo cual tendrá un impacto político sustancialmente distinto. A lo mejor, para el Gobierno va a ser inaceptable aparecer permanentemente en los medios de comunicación, debido a que las personas dirán que no se están investigando los delitos, porque no tienen un sospechoso. Por consiguiente, nuevamente estaremos discutiendo otra reforma procesal penal, porque no hemos sido capaces de analizar sus efectos o sus modificaciones desde la perspectiva cotidiana y práctica, teniendo como base la experiencia vivida en las regiones donde se aplicó primeramente.


Estoy seguro de que si esa experiencia se repite en la Región Metropolitana, tendrá un efecto político distinto y un análisis mucho más acotado y detallado de las falencias de la reforma procesal penal en la persecución del delincuente cuando ha cometido delitos menores -quizás no es correcto el término, pero es una forma de identificarlos-, como el robo de la bicicleta, del celular, del televisor, de la cartera, el abigeato, etcétera, delitos de los cuales la gente es víctima en forma cotidiana.


Como diputados de regiones, no hemos logrado transmitir la sensación de indefensión que tiene la gente ante esa situación. La gente de regiones dice que hemos legislado para proteger mucho más adecuadamente los derechos del delincuente que los de la víctima. A lo mejor, la realidad es más fuerte y tendremos que esperar a que la reforma se aplique en la Región Metropolitana, en Santiago, en la capital, para avanzar en modificaciones que den respuesta a la ciudadanía, pues lo que está sucediendo en regiones no tiene el impacto político que quisiéramos. Nosotros recibimos a diario la incomprensión de la ciudadanía por lo que está ocurriendo. Incluso, las policías están preocupadas por ello. Cuando uno habla con los comisarios o con los policías que están en la calle percibe una suerte de impotencia, porque la ciudadanía tiene la sensación de que la aplicación de la normativa no está sancionando los delitos de que es víctima en su vida cotidiana. Esa es una realidad.


Aunque también hay que reconocer los méritos de la reforma procesal penal en los delitos medianamente graves y graves, por cuanto ha sido una herramienta clave para que la justicia opere de manera más transparente, rápida y eficaz que el antiguo sistema. Pero la gente también es víctima de asaltos y robos de carteras, teléfonos celulares, radios, billeteras y bicicletas. A esos hechos la reforma no ha dado una respuesta concreta.


Por lo tanto, votaremos favorablemente el proyecto, con excepción del artículo 6º.


En todo caso, queremos dejar constancia de que en 2006 la Cámara de Diputados estará discutiendo nuevamente modificaciones a la reforma procesal penal, porque su aplicación en Santiago producirá un impacto político tan fuerte, que requerirá y exigirá cambios mayores.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, en el primer informe la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, mejoró la redacción de varios artículos y, en el segundo, quiso aprovechar la oportunidad para tratar algunas cuestiones de fondo. Más que una instancia de alegación política sobre la reforma, ésta es una instancia de discusión de un proyecto muy concreto.


A mi juicio, la reforma procesal penal es la más importante en los últimos cien años en materia de derecho en este país. No se trata de una reforma cualquiera. Al respecto, hubo una decisión de una magnitud estructural mayor, encabezada por académicos y políticos que fueron capaces de dar un salto muy importante. Podrán criticarse algunos aspectos -y me parece legítimo- del actual sistema procesal penal, pero nadie puede decir que el sistema remplazado en Chile era una cuestión que nos diera algún grado de orgullo; todo lo contrario, era decadente y contrario a los más elementales derechos.


Quiero recordar que las personas que critican fuertemente el actual sistema son las mismas que alegan por la lentitud en los procesos. Tienen toda la razón quienes señalan que hay una verdadera negación de justicia cuando a una persona se la mantiene durante diez o doce años como imputada o procesada y no hay sentencia, porque uno de los elementos centrales de un proceso penal es que también haya celeridad. No es lícito mantener a un ciudadano en condición de presumible autor, cómplice o encubridor durante, a veces, veinte años. Un ejemplo. Hace poco tiempo murió el empresario chileno Javier Vial, quien vivió como procesado durante sus últimos veinte años. O sea, no hay ninguna lógica que pueda decir que el sistema anterior tenía algún viso de derecho.


Entonces, quienes encabezaron estas reformas -las cabezas visibles desde el punto de vista político, el ex presidente Frei y la ex ministra de Justicia, señora Soledad Alvear- asumieron una cuestión postergada durante muchas décadas. El hecho de que ahora nos juntemos para determinar algunas necesidades procesales, me parece absolutamente lógico. Incluso, si más adelante debemos introducir alguna modificación como consecuencia de la aplicación de la reforma procesal penal en Santiago, tampoco debemos escandalizarnos por ello.


El tema central es que seamos capaces de recoger, por ejemplo, de los diputados de regiones, algunos inconvenientes que no impliquen un cambio estructural, como señala el informe del Senado, porque de todas maneras aquí se formará una comisión mixta. El informe, que seguramente vamos a aprobar, plantea cambios sustanciales respecto del intento del Senado, en algunos aspectos, de volver al viejo sistema -para decir las cosas por su nombre-, por ejemplo, al pretender incorporar normas de escrituración.


En la propuesta de la Cámara de Diputados, que fue hecha transversalmente con mucho rigor, se contó con la colaboración de los mejores académicos y del Ministerio de Justicia. Clarifica cuestiones relacionadas con la detención -esto es concreto y no requiere una discusión política en la materia-; recoge bien situaciones que la práctica indicaba complejas respecto de la flagrancia; plantea una solución correcta para el caso en que un juez de garantía, con competencia natural, no tiene en su presencia a la persona imputada. Se buscó la fórmula para evitar que quede suspendida la posibilidad de decretar medidas cautelares por el juez de garantía del lugar donde se hubiere practicado la detención. 


Asimismo, la iniciativa resuelve bien el intento de tipificar el delito de falsedad ante el Ministerio Público, que nos parecía un exceso. El Senado planteó una figura penal propia para quien es juez, respecto de quien no lo es, como es el caso del Ministerio Público. Por eso, me parece un buen camino ampliar el tipo penal con algunas hipótesis distintas en materia de obstrucción a la investigación y no a la justicia.


En resumen, estamos en presencia de un buen proyecto, mejor que el enviado por el Senado. Podemos esperar la aplicación de la reforma procesal penal en Santiago con nuevos elementos, que recogen situaciones prácticas y que no importan modificar su idea matriz. Ello es básico para el desarrollo del país.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.


El señor CERONI.- Señor Presidente, este proyecto mejora el Código Procesal Penal y, en consecuencia, la reforma procesal penal instaurada en nuestro país.


Con el tiempo encontraremos muchos otros temas que pueden ser perfeccionados. Por lo tanto, no veo ningún problema para que el próximo año hagamos nuevos ajustes. Eso es señal de una mente abierta, atenta al mejoramiento de los cuerpos legales.


Las críticas al nuevo sistema tienen que ver con una de sus virtudes, la publicidad, con la que no contaba el sistema antiguo. Antes existía un absoluto oscurantismo, nadie sabía por qué se detenía a una persona o por qué muchos procesos no llegaban a ningún puerto.


Es natural que una investigación no vaya más allá si no hay prueba. Nadie puede pretender que una investigación condene a alguien sin ella. Eso es elemental. Hay que hacer conciencia en la ciudadanía de que eso es y debe ser así.


Hemos logrado pasos importantes y significativos para agilizar el sistema y hacerlo más eficiente para detener a los inculpados. Ahora, vamos a permitir que la policía actúe, por ejemplo, con órdenes del juez a través del teléfono, del fax o de otro medio electrónico. Eso va a lograr que el sistema funcione mejor. Igualmente son mayores las facultades que se le otorgan a la policía para detener, que en la actualidad encuentran muchas dificultades. Se le permitirá ingresar a bienes inmuebles, e incluso muebles, como barcos y automóviles, en los que se puedan esconder los delincuentes.


En definitiva, creo que se trata de una modificación que apunta en el sentido correcto.


Como ya se ha dicho todo lo importante y no me quiero extender, simplemente llamo a tomar conciencia de que lo aprobado por la Comisión es positivo para el país. Por algo contó con el apoyo de todos los sectores políticos.


Confío en que el sistema se vaya asentando con el paso del tiempo y en que la gente comprenda cada vez más lo beneficioso que es para el país.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, me alegra enormemente que se introduzcan estas modificaciones a la reforma procesal penal, respecto de la cual al ministro de Justicia, señor Luis Bates, le hemos hecho notar lo que está pasando en las regiones Novena y Cuarta, que son las regiones pilotos en cuanto a su implementación.


Uno de los problemas que estamos viviendo consiste en que los fiscales que preparamos, quienes adquirieron experiencia en la aplicación de la reforma procesal penal en nuestra región, hoy, legítimamente, están optando por trasladarse a la Región Metropolitana, por lo cual nos estamos quedando sin fiscales, por lo que habrá que preparar a otra gente para que el sistema siga funcionando en una de las regiones donde vio la luz.


A propósito del funcionamiento de la reforma procesal penal, al señor ministro de Justicia le hemos hecho algunos planteamientos que nos parecen fundamentales. Uno de ellos es que si bien tienen razón quienes como el diputado Burgos señalan que el antiguo sistema era muy lento y que hubo procesos que duraron hasta veinte años, hoy ocurre exactamente lo contrario, ya que se favorece al delincuente en desmedro de la gente de bien. Ése es el principal problema que estamos viendo.


De ninguna manera es una crítica a la reforma, pero queremos que se le introduzcan modificaciones para que dé garantías a todos.


Personal de Carabineros y de la Policía de Investigaciones nos ha señalado -cuando se reclama en privado- que saben quiénes son los delincuentes y lo que hacen, pero que no los detienen porque como los tribunales los sueltan inmediatamente, se burlan de la policía. Además, nos contaron que los delincuentes recurren a diversas artimañas, como dejarse crecer las uñas para, en el caso de ser detenidos, cortarse el cuerpo con ellas y culpar a los carabineros de haberlos agredido, por lo cual los funcionarios son sumariados y los dan de baja. En la Novena Región se han dado varios de estos casos.


Hay un caso tremendo en Lautaro -lo pueden corroborar otros señores diputados, como Jaime Quintana y José Antonio Galilea-, donde un gendarme ha sido procesado por maltrato a un preso. La pregunta que habría que hacerse es por qué se produjo el maltrato. ¿Acaso el preso es una blanca paloma? ¿Está detenido por ser una buena persona? Y resulta que todo el mundo está en contra del pobre gendarme, sin saber el resultado de la investigación ni los derechos que le asisten a cada uno.


En consecuencia, queremos que con estas modificaciones a la reforma procesal penal haya más justicia. Para mí, justicia es que ambas partes obtenga lo que es justo, no como ocurre hoy, que la gente ve cómo el juez de garantía defiende al delincuente; le asignan abogado y le dan de todo, mientras que la gente de bien debe pagar su propio abogado para defenderse.


No es que estemos criticando fuertemente la reforma procesal penal -nos parece bien que se agilicen los procesos-, pero no me cabe duda que cuando en Santiago se presenten los problemas que enfrentamos en las regiones deberemos darle otra vuelta a la reforma, para adecuarla a los tiempos.


Porque entusiastamente deseamos el mejoramiento de la reforma procesal penal es que queremos que se aclare a la brevedad posible. 


Aun cuando no es materia de este proyecto, sería bueno que el problema suscitado con la fiscal de la Novena Región llegue a buen término, para lo cual debe dejar su cargo y que el funcionario que asuma le dé transparencia a la reforma procesal penal.


La aplicación de la reforma procesal penal en regiones ha dejado en evidencia un problema: los fiscales son mayoritariamente personas demasiado jóvenes que por primera vez están ejerciendo un poder desmedido, sin ningún contrapeso. Hacen lo que les da la gana y nadie les puede decir nada; son inacusables y no pueden renunciar a su cargo. 


Por eso, sería bueno que los fiscales tuvieran algún contrapeso, porque en este momento se nota la falta de experiencia. Lo peor es que se creen intocables, lo que ha repercutido negativamente en la reforma procesal penal. 


Ojalá que estos problemas se solucionen; que Carabineros e Investigaciones tengan mayores facultades; que la gente de bien se sienta protegida por la reforma procesal penal y no manipulada por ella. 


Creo que los pasos que se están dando son importantes, pero insuficientes. Coincido absolutamente con mi colega Víctor Pérez cuando señaló que el próximo año quedarán al descubierto las falencias de esta reforma, cuando empiece a operar en la Región Metropolitana, que sí tiene un peso político tremendamente grande. Espero estar en esta Cámara cuando se discuta nuevamente el tema en esta Sala. 


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, todos concordamos en que ésta es una gran reforma, que ha hecho noticia en toda Latinoamérica. El obsoleto sistema anterior no daba garantías.


Concuerdo con los diputados señores René Manuel García, Víctor Pérez y Guillermo Ceroni en el sentido de que en un tiempo prudente se le introducirán nuevas modificaciones, sobre todo porque se aplicará en la Región Metropolitana.


Hace unas semanas, la mayoría de los parlamentarios asistimos a la cuenta pública de Carabineros, en un acto que reúne a personeros de las distintas instituciones y entidades del país. En esa ocasión, se nos preguntó en forma reiterada cómo estábamos abordando el tema de la seguridad ciudadana.


Creo que esta iniciativa es una respuesta a esa inquietud.


Me preocuparé de enviar a los miembros del Poder Judicial y de Carabineros las modificaciones que espero se aprueben hoy, porque considero que es necesario informarles directamente de lo que tanto nosotros, como legisladores, como el Ejecutivo estamos haciendo en contra del delito. 


Entrando en el análisis del proyecto, la Comisión ha admitido algunas modificaciones a la ley vigente. Por ejemplo, el cambio de procedimiento ordinario a abreviado, las facultades del fiscal para pedir sobreseimiento, etcétera, cuestiones que a mi juicio han sido resueltas con mediana claridad o equidad, tratando de evitar una descompensación extrema entre los derechos de los imputados y los derechos del fiscal. 


Sin embargo, en la nueva redacción que nos recomienda la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia hay una figura que desearía que se me explicara. Me refiero al nuevo delito de obstrucción a la investigación del fiscal, uno más a los cientos de nuestra legislación penal.


Este nuevo delito, a mi juicio, requiere de un análisis mayor, pues pone en tela de juicio un concepto central de la reforma procesal penal, como es que la prueba que se rinde y se evalúa en el juicio oral y público no se preconstituye en la fase de la investigación. 


Al respecto me gustaría que los diputados abogados me lo pudieran explicar para tener una visión un poco más clara. Por ejemplo, se hace penalmente responsable al abogado en caso de que su defendido entregue antecedentes falsos ante el fiscal, lo cual me produce confusión. Ello va a llevar al abogado a sacar conclusiones erradas y a ordenar diligencias en la investigación que no van a conducir a la verdad de los hechos.


Esto me parece extremo, pues lesiona la veracidad y prestigio de los abogados al defender a los imputados en un juicio. También deja un amplio margen de discrecionalidad y evaluación a los fiscales respecto de la conducta de los abogados defensores.


Para mí ésta es una interrogante y me gustaría que los colegas abogados me aclaren este punto. Con esto, los abogados se van a sentir permanentemente amedrentados ante la amenaza de incluirlos formalmente en este delito.


Aun cuando tengo esta pequeña observación, anuncio mi voto afirmativo, con la excepción del artículo 2º, que modifica el artículo 269 bis del Código Penal.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Walker.


El señor WALKER.- Señor Presidente, todos valoramos el hecho de que la reforma ha permitido procesos transparentes, rápidos y oportunos. Antes los juicios se demoraban cinco años y ahora, en promedio, entre cinco a ocho meses.


La gente de Coquimbo -distrito que represento- muchas veces me ha dicho que la reforma protege más a los delincuentes que a las víctimas de los delitos. En ese sentido estas modificaciones apuntan en la línea correcta.


Es positivo que se amplíe la flagrancia y se les dé mayores facultades y atribuciones a las policías para proceder a la detención. Antes la gente decía: “Me robaron, o vi que robaron y no detuvieron al asaltante”. Eso cambiará porque, de aprobarse las modificaciones que se proponen, cuando la víctima del delito o el testigo presencial informen que han sido asaltados, las policías podrían detener al o los delincuentes. Antes había mucha burocracia y lentitud en la emisión de las órdenes de detención; ahora bastará con una orden verbal en casos urgentes e incluso se podrá autorizar telefónicamente. Antes nos encontrábamos con el problema del control de detención; ahora lo va a poder practicar el juez del lugar donde se llevó a cabo la detención y no necesariamente el magistrado de donde emana la orden.


También es muy importante destacar la facultad que se otorga a las policías para ingresar a lugares cerrados, sean muebles o inmuebles. Recuerdo el caso de la señora Nelly Fuentes, quien me contó que denunció ante la policía que fue víctima de un robo, pero que ésta no pudo ingresar a la casa donde se encontraban las especies robadas, porque no había orden de allanamiento. Ahora, en casos calificados se va a poder ingresar al lugar cerrado donde se encuentre el delincuente para determinar su responsabilidad y proceder a su detención.


También quiero destacar el tema de la prisión preventiva. Muchas veces la gente nos dice que la han visto que la policía detiene al delincuente para ponerlo a disposición del fiscal, pero al día siguiente lo ven en libertad.


Si bien la libertad provisional es la regla general, en casos calificados, cuando se trata de delitos importantes no se está decretando la prisión preventiva, lo que permite, muchas veces, al delincuente amenazar, amedrentar o vengarse de la víctima del delito.


Por ello, considero importante que se haya establecido que la prisión preventiva va a ser improcedente cuando aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del delito o con la circunstancia de su comisión y la sanción probable. En consecuencia, no va a proceder cuando haya delitos de acción privada o cuando el delito imputado estuviera sancionado sólo con penas pecuniarias. Y el juez deberá privilegiar las medidas cautelares distintas de la prisión pre-



ventiva, a menos que estimare que en el caso concreto éste resulte indispensable para satisfacer la necesidad de cautelar.


En ese sentido, éste es un avance y espero que el día de mañana ayude a que la gente diga que esta reforma no beneficia tan sólo a los delincuentes, sino fundamentalmente a las víctimas de los delitos. 


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Sergio Correa.


El señor CORREA.- Señor Presidente, quiero señalar las aprensiones que nos asisten respecto de la reforma procesal penal. Es efectivo que votamos favorablemente la postergación de su inicio en la Región Metropolitana, a fin de que se hicieran las correcciones y estudios necesarios para mejorarla. Creemos que a través de este proyecto se logra ese objetivo.


No obstante, me preocupa lo que señaló el diputado señor Víctor Pérez en cuanto a la sensación que existe respecto de las denuncias. Un informe de Carabineros y de la Policía de Investigaciones expresa que en el último trimestre bajó la cantidad de denuncias respecto de las que habían antes, lo que significa, a juicio de ellos, que han bajado los delitos. A mi juicio, ésa no es una conclusión lógica, ya que la gente realiza menos denuncias porque no quiere verse envuelta en un trámite engorroso cuando se trata de delitos menores. No es efectivo que los delitos hayan disminuido, lo que ocurre es que la gente no hace la denuncia correspondiente, porque no desea ser citada a tribunales. Por último, porque estima que no saca nada con denunciar porque los delitos menores no se investigan.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Cerrado el debate.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar el proyecto que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal.


Hago presente a la Sala que este proyecto contiene disposiciones de ley orgánica constitucional y de quórum calificado.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 94 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, Espinoza, Forni, García (don René Manuel), García-Huidobro, 
Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longueira, Luksic, Martínez, 
Masferrer, Melero, Meza, Molina, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), 
Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, 
Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María 
Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, 
Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Ulloa, Urrutia, 
Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.

El señor ASCENCIO (Presidente).- Despachado el proyecto.


El ministro de Justicia, don Luis Bates, me encarga transmitir sus agradecimientos a las señoras y señores diputados por la aprobación del proyecto.

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

RIGUROSIDAD Y DILIGENCIA EN INVESTIGACIÓN DE DELITOS POR HOMOFOBIA Y PATROCINIO DE QUERELLAS. (Votación).


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 549, relacionado con los delitos por homofobia.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 41 votos; por la negativa, 7 votos. No hubo abstenciones.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Becker, Bertolino, Bustos, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Delmastro, Díaz, Encina, Escalona, Espinoza, 
Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña 
Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Muñoz (don Pedro), Ortiz, Palma, Pérez (don Aníbal), Robles, Saa (doña María Antonieta), 
Sánchez, Soto (doña Laura), Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Vargas y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Forni, Kast, Longueira, Masferrer, 
Norambuena, Recondo y Salaberry.

PENSIÓN DE VEJEZ PARA IMPONENTES DEL ANTIGUO SISTEMA PREVISIONAL.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 552, de los señores José Pérez, Ortiz, Navarro, Felipe Letelier, Jarpa, Venegas, Armando Jaramillo y 
Sánchez, y de las señoras Eliana Caraball y Laura Soto.


“Considerando:


Que una importante cantidad de trabajadores del antiguo régimen previsional llega a la edad de jubilar sin contar con las imposiciones suficientes para acceder al beneficio de una pensión mínima.


Que, cuando las personas alcanzan la edad de jubilar, se constatan ‘lagunas’ previsionales -ya sea en el sistema antiguo, ya sea en el de las AFPs-, debido al no pago de sus cotizaciones, lo que se traduce en que no reúnen los requisitos necesarios para pensionarse, pues poseen sólo el 50 por ciento al 90 por ciento del capital, lo que redunda en la pérdida de estos ahorros.


Que, en muchos de estos casos, la razón fundamental de las ‘lagunas’ previsionales está configurada por el incumplimiento de los empleadores de enterar en el organismo respectivo los descuentos que retuvieron a sus trabajadores.


Que, por no cumplir con el mínimo de las imposiciones requeridas, es imposible que estos trabajadores se beneficien con los fondos que lograron completar y quedan en la más absoluta indefensión social. Esto significa que, mayoritariamente, son excluidos del beneficio de la pensión de gracia, así como también de las pensiones asistenciales que administran las respectivas intendencias.


Que un gran porcentaje de la población adulta mayor del país percibe la pensión asistencial. 


Que las interminables listas de espera para acceder a una pensión asistencial se verían sustancialmente disminuidas si se permitiera que este sector de ex trabajadores pudiera jubilar con más del 50 por ciento de su capital acumulado, suficiente para acceder a una pensión superior a la mínima. Todo esto posibilitaría focalizar los recursos destinados a las pensiones asistenciales en aquellas personas que realmente conforman el núcleo duro de la pobreza.


Que si el Estado autorizare esta liquidación, el pensionado recibiría sus ahorros, los que, en algunas situaciones, serían mayores que la pensión que perciben actualmente.


Que, según parecer nacional, el hecho de que trabajadores que, habiendo cotizado durante diez, doce, quince o dieciocho años, no puedan acceder a la pensión mínima por no haber completado el período legal, constituye una situación francamente inaceptable, injusta y carente de toda lógica. Por ello, se propone una solución, con ‘cero’ costo para el Fisco y con una utilidad invalorable para esos trabajadores, que consiste en establecer un sistema de jubilación proporcional a la de la pensión mínima correspondiente a sus años de imposiciones. De este modo, no se causa ningún gravamen al Fisco y, lo que es más importante, el cotizante recuperará el esfuerzo de su trabajo.


Que la situación descrita es especialmente relevante en el caso del ex Servicio de Seguro Social, ya que en él se requerían veinte años de imposiciones para acceder a la pensión mínima. Hoy en día, en el Servicio de Seguro Social hay alrededor de seis mil cotizantes, de los cuales los hombres deberían alcanzar el requisito mínimo de mil cuarenta semanas de imposiciones, y las mujeres, quinientas veinte semanas. Hay que tener presente que esta caja de previsión es la que exige más requisitos en materia de semanas o de años de imposiciones para obtener una jubilación, en comparación con otras cajas que requieren un menor tiempo de cotizaciones.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República que, en uso de sus facultades constitucionales, tenga a bien remitir al Congreso Nacional, con la mayor brevedad posible, un proyecto de ley en virtud del cual los imponentes del antiguo sistema previsional que no han alcanzado las semanas de imposiciones que les exige el ex Servicio de Seguro Social que tengan más de sesenta y cinco años de edad, en el caso de los hombres, y de sesenta años de edad, en el caso de las mujeres, y que posean más del 50 por ciento del capital de ahorro previsional correspondiente al tiempo de las cotizaciones pagadas por el empleador, puedan obtener una pensión de vejez proporcional al tiempo cotizado y a la estimación de los recursos reunidos en ese período. Esta valoración podrá elaborarse mediante una tabla de cálculo que considere en forma proporcional la edad del beneficiado, su expectativa de vida y los recursos aportados al sistema durante su vida laboral.”


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor José Pérez.


El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, quienes patrocinamos este proyecto de acuerdo lo consideramos muy importante, porque una gran cantidad de trabajadores del antiguo régimen previsional llega a la edad de jubilar sin las cotizaciones necesarias para acceder al beneficio de la pensión mínima. Esta situación se presenta con mucha frecuencia y en algunos casos se debe a lagunas previsionales que no son de responsabilidad del trabajador.


Actualmente, para tener acceso a la pensión mínima, el INP exige a los hombres tener 65 años de edad y l.043 semanas de imposiciones y, a las mujeres, 60 años de edad y 500 semanas de cotizaciones. 


Pensamos que estos recursos, que son de propiedad de los trabajadores, les podrían ser entregados por la vía de una pensión, de manera que aquellos que posean más de un 50, 60, 70, 80 ó 90 por ciento del capital de ahorro previsional y las edades exigidas en cada caso puedan acceder a este beneficio.


Algunos de los diputados patrocinadores del proyecto de acuerdo conversamos con el ministro de la cartera sobre esta solución, pues nos parece de justicia que las personas de avanzada edad, que tengan más del 50 por ciento de imposiciones puedan acogerse, en ese mismo porcentaje, al beneficio mencionado.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, llevó once años en la Cámara de Diputados y sé que uno de los proyectos más anhelados es aquel que establezca una solución para quienes no alcanzaron a enterar el mínimo de imposiciones requerido para obtener una pensión. El Estado debería compensarlos con el otorgamiento, si no de una pensión, por lo menos de una compensación. Es algo que la sociedad les debe.


Como los parlamentarios no estamos facultados para presentar una moción de esta naturaleza, puesto que es facultad privativa del Presidente de la República, mediante este proyecto de acuerdo -que es uno de los más sensibles que la Cámara podría aprobar- le solicitamos el envío de una iniciativa legal que establezca que los pensionados que no reúnen los requisitos mínimos para obtener una pensión reciban un beneficio proporcional a los años en que efectuaron cotizaciones.


En consecuencia, invito a los colegas a aprobar este proyecto de acuerdo por unanimidad, porque es muy importante y necesario para estos trabajadores que no han obtenido una pensión.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 47 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Álvarez, Araya, Barros, Burgos, Cornejo, Dittborn, Egaña, Encina, Forni, García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Ibáñez (don 
Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leay, Letelier (don Juan Pablo), 
Letelier (don Felipe), Longueira, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Muñoz (don Pedro), Ojeda, Ortiz, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Salaberry, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.

RATIFICACIÓN DE TRATADOS INTERNACIONALES QUE PREVIENEN Y SANCIONAN EL TRÁFICO DE BIENES CULTURALES.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 553, de los diputados señores Navarro, Muñoz, Leal, Jaramillo, Montes, Valenzuela y Aguiló y de las diputadas señoras Isabel Allende, Ximena Vidal y Adriana Muñoz.


“Considerando:


Que el diario “El Mercurio”, de Santiago, de 2 de mayo de 2004, destacó las debilidades de la legislación chilena que protege el patrimonio cultural material de los pueblos indígenas, particularmente contra los ‘huaqueros’. En ese artículo, se narra la situación de Jaime Quinteros Chiang, el primer sancionado por saquear tumbas precolombinas, quien ha dedicado treinta y cinco de sus cincuenta y dos años al saqueo de sitios precolombinos, ejerciendo este mal denominado ‘oficio’, que nació en Perú con La Conquista y que tomó el nombre de huaqueo de la palabra quechua huaca o waca, que significa ‘lugar sagrado’. Cuando fue detenido, Quinteros Chiang, a quien sus vecinos apodaban ‘el huaquero’, aseguró a la policía que ‘sólo fue hallada la grasa; lo mejor, el filete, fue vendido’.


Que, cuatro años después de su detención, cuando fue sorprendido con mil seiscientas sesenta y una obras precolombinas en su poder, declaró que se dedicaba al saqueo de sitios arqueológicos de Arica desde 1965. Este ariqueño, que aprendió a huaquear como profesional después de haber trabajado con destacados arqueólogos de la zona, ha sido condenado a setecientos treinta días de reclusión nocturna. Los intermediarios y los compradores salvaron ilesos debido a que Chile no ha ratificado la ‘Convención de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco), de 1970’, que castiga el tráfico ilegal de patrimonio.


Que estos hechos son conocidos por el Consejo de Monumentos Nacionales, el cual, según la ley Nº 17.288, es el organismo estatal competente para la protección y el resguardo del patrimonio nacional, incluido el patrimonio indígena. Según don Mario Vásquez, arqueólogo del Consejo de Monumentos Nacionales, cada vez son más frecuentes los saqueos de piezas mapuches en la Novena Región, de la Araucanía. El huaqueo se sigue concentrando en las tres regiones del norte y alcanza dimensiones industriales en Perú.


Que, en este reportaje sobre el saqueo de tumbas o huaqueo, el abogado de la Unidad de Medio Ambiente del Consejo de Defensa del Estado y experto en patrimonio cultural, don Rodrigo Ropert, señaló que ‘la determinación de la pena es un tema complejo, que depende de los delitos que se imputan y de la existencia de agravantes o atenuantes. En la situación de los huaqueros -las personas que realizan excavaciones arqueológicas ilegales para comercializarlas-, procede el delito de destrucción de monumentos nacionales contemplado en el artículo 38 de la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales. Para este caso, se aplican las penas de los delitos de daños contemplados en el Código Penal, que se determinan en base al valor de lo dañado, con un rango de presidio menor en sus grados mínimo a máximo (de quinientos cuarenta y un días a cinco años) y multas de cinco a quince unidades tributarias mensuales.


Que, no obstante, las penas aplicadas no han sido suficientes para disuadir a la verdadera red de tráfico que está detrás del huaqueo. El huaquero generalmente es pobre. El intermediario y el comprador son generalmente extranjeros y muy ricos.


Que prueba de este tráfico es la página web www.precolumbianart4sale.com, en la que se exhiben, como piezas arqueológicas más atractivas para la venta, las fotografías de espectaculares cerámicas, tejidos y trabajos en piedra de grandes culturas precolombinas peruanas y bolivianas. Entre ellas, se encuentran también varias piezas arqueológicas y etnográficas de Chile, que nuestra legislación supone patrimonio cultural de la nación. Un cesto cilíndrico tejido, adornado con figuras de caimanes, que corresponde a la fase Gentilar (1000 al 1470 d.C.), de la costa norte de Chile, es ofrecido en mil quinientos dólares en una ‘galería de arte virtual’, construida en el ciberespacio por el norteamericano David Bernstein. Este personaje fue sindicado por el huaquero (saqueador) ariqueño Jaime Quinteros Chiang como uno de sus compradores. Una zampoña de doce cañas, de mil años, perteneciente a la cultura Arica, se ofrece en quinientos dólares, mientras que un rehue mapuche del siglo XIX se vende en dieciocho mil dólares. Bernstein explica, en su página en inglés, que adquirió esta ‘profesión’ en 1968, mientras servía en el Cuerpo de Paz en Perú. Entre sus clientes, se encuentran coleccionistas privados y corporativos, así como museos de todo el mundo, a los que les ofrece ventas o los asesora en el mercado de objetos de arte andinos.


Que, durante 2004, se presentaron, para su ratificación, la Convención de San Salvador de la Organización de Estados Americanos (OEA) sobre Defensa del Patrimonio Arqueológico, Histórico y Artístico de las Naciones Americanas, y, también, con los mismos objetivos, un Acuerdo Bilateral entre Chile y Perú. Sin embargo, estos tratados son de eficacia relativa, ya que uno es bilateral y el otro es multilateral entre los países americanos, existiendo otros tratados de alcance global o mundial, como son los de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco).


Que, como se ha señalado, uno de los vacíos normativos que dificultan la tarea del Consejo de Monumentos Nacionales para que el resto de los actores sea penalmente perseguido es el hecho de que está pendiente ratificar la ‘Convención sobre medidas que deben adoptarse para prevenir e impedir la importación, exportación y transferencia de propiedades ilícitas de bienes culturales de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco), de 1970’. Según el diario ‘El Mercurio’, de Santiago, el secretario ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, don Ángel Cabeza, señala que ‘Chile pasa vergüenza en los foros internacionales, pues es el único país de Latinoamérica que no la ha ratificado’.


Que, entre otros tratados acerca del tráfico de bienes culturales, se encuentra la ‘Convención sobre la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, de La Haya, de 1954’; la ‘Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prevenir la exportación, importación y transferencia de propiedad de bienes culturales, de París, de 1970’; el ‘Convenio de Unidroit sobre los bienes robados o exportados ilícitamente, de 1995’, y la ’Convención sobre la protección del patrimonio subacuático, de la Unesco, de 2001’.


Que S.E. el Presidente de la República ha reiterado el compromiso de su Gobierno en pro del respeto de los derechos de los pueblos indígenas.


Que el resguardo del patrimonio indígena debería contar con estos valiosos instrumentos internacionales, que darían pie a la protección internacional de las piezas arqueológicas robadas por huaqueros extranjeros y haría aun más patente la necesidad de reformar la legislación interna.


Que, al hacer una somera revisión de estos tratados, no aparece en ninguna parte alguna disposición que sea contraria a la legislación interna o que sea incompatible con alguna garantía establecida en el artículo 19 de la Constitución Política de la República.


Que, finalmente, la no ratificación de estos tratados implicaría una rotunda renuncia a nuestra soberanía cultural, un espolonazo insoportable contra nuestra historia y nuestro pasado y una verdadera afrenta a los descendientes de los pueblos que originalmente poblaron el territorio nacional.


Que, teniendo en cuenta los hechos protagonizados por dos jóvenes chilenos en Cusco, Perú, quienes están detenidos por el delito de alteración de bienes culturales precolombinos -delito que en ese país se sanciona con seis años de cárcel-, y los problemas diplomáticos que ello ha traído consigo, es necesario tomar todas las medidas preventivas conducentes a que la nación chilena tenga un cambio cultural favorable a la protección del patrimonio, tanto propio como ajeno.


La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Solicitar a S.E. el Presidente de la República la urgente ratificación y publicación, como leyes de la República, de los siguientes tratados internacionales que previenen y sancionan el tráfico de bienes culturales:

a)
‘Convención sobre medidas que deben adoptarse para prevenir e impedir la importación, exportación y transferencia de propiedades ilícitas de bienes culturales, de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco), de 1970’.

b)
‘Convención sobre la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, de La Haya, de 1954’. 

c)
‘Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prevenir la exportación, importación y transferencia de propiedad de bienes culturales, de París, de 1970’.

d)
‘Convenio de Unidroit sobre los bienes robados o exportados ilícitamente, de 1995’. 

e)
‘Convención sobre la protección del patrimonio subacuático, de la Unesco, de 2001’.

2.
Que, una vez ratificados los tratados, se localice el patrimonio arqueológico robado e ilícitamente puesto a la venta, para obtener su retorno a Chile, promoviendo, a través de las instancias correspondientes, la más alta sanción contra los saqueadores, destructores, vendedores, reducidores y compradores del patrimonio arqueológico indígena nacional, y se incoen las acciones judiciales, cuando procedieren, particularmente en lo que concierne al ciudadano estadounidense David Bernstein.

3.
Que el Gobierno estudie las vías diplomáticas, de negociación y mediación que establece la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) para el retorno a Chile del patrimonio arqueológico que se encuentre en museos extranjeros.”


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Esteban Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, inicio mi intervención con un anécdota: cuando fui a Londres, visité el British Museum, y vi que allí se encuentra uno de los moais más valiosos de Isla de Pascua.


A comienzos del siglo XX, nuestro patrimonio cultural no gozaba de protección alguna. Hoy día, por razones que no nos explicamos -quizás por dejación o simple omisión-, Chile no ha ratificado las convenciones que prohíben extraer o comprar bienes patrimoniales, arqueológicos o culturales de las distintas etnias.


En un reciente reportaje de “El Mercurio” se denunció el comercio de objetos y piezas de arte provenientes de Isla de Pascua y de la cultura atacameña.


Por eso, mediante este proyecto de acuerdo le solicitamos al Gobierno la ratificación de los tratados internacionales que prohíben el tráfico de bienes culturales. De esa manera se evitará que nuestros bienes culturales sean vendidos a museos extranjeros.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal, porque no hay diputados de otro comité parlamentario que la hayan solicitado.


La señora VIDAL (doña Ximena).- 
Señor Presidente, sólo para reiterar lo importante que es avanzar en la ratificación de los convenios internacionales relacionados con la prevención del tráfico de bienes culturales.


En la Comisión de Asuntos Educacionales y Culturales del Parlatino se discutió la importancia de proteger el patrimonio cultural no sólo indígena, sino que de todos nuestros países.


Por lo tanto, invito a los señores diputados y señoras diputadas a votar favorablemente este proyecto de acuerdo que apunta a evitar el tráfico de nuestro patrimonio cultural.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 20 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- No hay quórum. Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 20 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Nuevamente no hay quórum.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo Nº 553.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 13 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- No hay quórum. El proyecto de acuerdo se votará nuevamente en la próxima sesión ordinaria.


VIII. INCIDENTES

HOMENAJE A LA CIUDAD DE SANTA CRUZ CON MOTIVO DE SU 104 ANIVERSARIO. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En Incidentes, el primer turno corresponde a la Unión Demócrata Independiente.


Tiene la palabra el diputado señor 
Ramón Barros.


El señor BARROS.- Señor Presidente, la ciudad de Santa Cruz, a la cual me honro en representar, hoy está de aniversario. Cumple 104 años.


Santa Cruz se encuentra ubicada a 42 kilómetros al suroeste de San Fernando y está en el corazón de la provincia de Colchagua, emplazada en la ribera sur del río Tinguiririca, en un área mixta, que combina las características de la Cordillera de la Costa con la cuenca de la depresión intermedia del valle de Colchagua.


La comuna se formó de una aldea conocida por el nombre de Santa Cruz de Unco, emplazada sobre el sitio del hogar indígena de Unco, que en el siglo XVII era lugar de permanencia y residencia del corregidor de Colchagua.


Según las tradiciones de la zona, en la esquina de las calles Rafael Casanova y Ramón Sanfurgo se construyó una cruz, que la gente que viajaba desde lugares apartados utilizaba para rezar y descansar; de ahí su nombre de ciudad de la Santa Cruz.


La construcción, en 1847, de la carretera entre San Fernando y el viejo puerto de Llico, que pasaba por Santa Cruz, y la construcción de la vía férrea entre San Fernando y Santa Cruz, en ese mismo año, pusieron a la comuna en la ruta del progreso. 


En la actualidad, Santa Cruz se ha vuelto un centro de atención para los habitantes de Colchagua y de los pueblos de su periferia y costa cercana. Su industria mayor es el comercio, servicios básicos, educación, salud, finanzas y suministros agrícolas.


En su hermosa Plaza de Armas se puede ver un carillón austero que señala el paso del tiempo cada 15 minutos y un monumento al destacado médico, escritor y soldado eminente durante la guerra del Pacífico, don Nicolás Palacios. Su estatua se sitúa frente al lugar donde nació y que hoy es el edificio que alberga a la Ilustre Municipalidad de Santa Cruz.


Su principal atracción la constituye su cercanía a las mejores viñas. Es un centro vitivinícola y punto neurálgico de la ruta del vino.


Cuenta, además, con el museo de Colchagua, privado, el más grande y de mayor jerarquía del país, ubicado en la Avenida Errázuriz. Es el único que exhibe tan grande valor histórico.


En esta fecha, quiero enviar un saludo afectuoso y emocionado, desde esta Corporación, a quienes siguen este pequeño homenaje a través de radios Colchagua y Éxodo, en directo, en la persona de la alcaldesa de la comuna, señora Lidia Pizarro Gamboa, y de sus concejales señoras Anita Cardoch, Carla Morales, Verónica Araos, Natalia Pérez y señores Manuel Álvarez y René Muñoz.


Sin duda alguna que Colchagua y Santa Cruz son el corazón de Chile, desde donde su gente con tradición huasa mira hacia el futuro promisorio.


Vaya mi sentido homenaje a todos los ciudadanos que represento luego que han depositado en mi su confianza. 


Solicito que este homenaje sea enviado a la señora alcaldesa y a todos los concejales de Santa Cruz.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Rosa González y de los diputados señores Enrique Jaramillo, Leopoldo Sánchez, 
Francisco Bayo, Aníbal Pérez, Gonzalo 
Ibáñez, Carlos Vilches, Alejandro García-Huidobro, Andrés Egaña y Felipe Salaberry.

EVALUACIÓN DE PROBLEMAS SANITARIOS DE ARICA. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Rosa González.


La señora GONZÁLEZ.- Señor Presidente, el distrito que tengo el honor de representar es pionero en muchas cosas. Por ejemplo, en catástrofes naturales. Hoy, Viña del Mar está solicitando lo mismo que nosotros solicitamos hace tres años.


Algunas cosas alteran la calidad de vida de los ariqueños. Por eso, en una reunión con el ministro del Interior, señor José Miguel Insulza -recién electo secretario de la OEA, a quien aprovecho de felicitar muy sinceramente-, se comprometió a analizar si se declaraba a Arica una ciudad en estado de emergencia sanitaria.


A través de los medios de comunicación se debe haber visto el mosquerío que invade a la ciudad. Además, tenemos el problema del boro, del plomo, etcétera.


Solicito que se oficie al ministro de Salud, señor Pedro García, con el fin de que forme una comisión especial que visite y se instale en Arica el tiempo necesario para que determine sus problemas, como asimismo con el objeto de que el Gobierno disponga los recursos necesarios para solucionarlos y ayudar a la gente afectada.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados Andrés Egaña, Ramón Barros, Leopoldo Sánchez, Enrique Jaramillo y Gonzalo Ibáñez.

INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS DE LA ARMADA NACIONAL EN RELACIÓN CON LA SEGURIDAD EN LAS PLAYAS. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Gonzalo Ibáñez.


El señor IBÁÑEZ (don Gonzalo).- 
Señor Presidente, uno de los activos más importante de las comunas que me honro en representar, Viña del Mar y Concón, lo constituyen sus playas, famosas y muy concurridas en la temporada de verano. Durante todo el año llega gente, pero me preocupa especialmente su seguridad en la noche. 


Por disposición legal, la administración de las playas corresponde a la Armada Nacional. De hecho, las concesiones del borde costero, en general, las otorga la subsecretaría de Marina. Ello hace que en Viña del Mar y Concón se produzca una situación anómala, por cuanto cualquiera estrategia de dichas comunas requiere que se incluyan las playas. Sin embargo, no pueden incluirlas porque son administradas por otro ente: la Armada Nacional. En este sentido, hay un punto importante en relación con la normativa básica que rige dichos lugares. 


Pero quiero concentrarme en los problemas que se refieren a la seguridad en las playas, especialmente durante la noche. A veces quedan sin protección, porque el hecho de que la Armada Nacional sea administradora y garante de la seguridad en las playas inhibe a las fuerzas policiales -Carabineros y Policía de Investigaciones- a preocuparse de ella. Es cierto que parece que hay un convenio entre la Armada y Carabineros por el cual se autoriza a estos últimos a hacerlo, pero ello no significa que la Armada pueda retirarse y entregar la seguridad a Carabineros.


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Defensa, a fin de que especialmente la subsecretaría de Marina informe a la Cámara cuáles son las medidas de seguridad que la Armada Nacional toma o debe tomar para los efectos de garantizar la seguridad en las playas, especialmente de Viña del Mar y Concón.


Asimismo, al comandante en jefe de la Armada en los mismos términos, para que informe cuáles son las medidas concretas que ella toma para dichos efectos.


Para finalizar, debo recordar que durante el mes de febrero hubo un crimen en la playa de Reñaca, principal balneario de Viña del Mar, por conflicto entre bandas de jóvenes rivales. Ello no puede volver a suceder. Las playas de Viña del Mar y Concón deben constituirse en los lugares más seguros, tanto para quienes habitan en su cercanía como para quienes las visitan, especialmente en el verano.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Alejandro García-Huidobro y Andrés Egaña.
ESTABLECIMIENTO DE POLÍTICAS DESCENTRALIZADORAS Y REGIONALISTAS EN LA OCTAVA REGIÓN. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Andrés Egaña.


El señor EGAÑA.- Señor Presidente, en días pasados, fuimos testigos de la transmisión de un seudoprograma televisivo entre las dos precandidatas de la Concertación. No me referiré a los diferentes chascarros o al contenido del programa, que de debate y aporte de ideas no tuvo nada, y, como todo el mundo ha reconocido, fue bastante pobre. (Hoy, el comentario es el “torpedo” que se utilizó en el debate).


En esta oportunidad, quiero hacer presente la molestia de varios sectores de la Octava Región, en especial de mi distrito, por el hecho de que un programa televisivo se pretenda plantear como un aporte descentralizador y regionalista. La Concertación ha pretendido sacar del baúl de los recuerdos las banderas de la descentralización y del regionalismo.


¡Qué interesante es leer algunos párrafos del discurso que pronunció el Presidente Lagos en Concepción, recién asumido su mandato! En uno de ellos dijo: “El Gobierno que hoy inauguramos trabajará en y con las regiones. Ése es mi compromiso.”.


En otro, el Primer Mandatario señaló: “Está vigente la indignación y el repudio a los actos de injusticia. Siempre la pobreza y la miseria serán males que es preciso erradicar. Siempre buscaremos reivindicar y elevar la dignidad humana.”


No obstante que mi región tiene el triste récord de contar con cinco comunas con el más alto índice de cesantía, en el debate, de más de ochenta minutos -a que me referí inicialmente-, no se pronunció, siquiera una vez, la palabra “desempleo”.


Pero es interesante seguir la lectura del discurso que efectuó el Presidente Lagos, horas después de asumir la Presidencia de la República: “Queremos que las comunidades regionales y comunales puedan decidir sus propios programas de desarrollo, que existan reales mecanismos de colaboración entre el gobierno nacional, los municipios y los gobiernos regionales, para dar vida no sólo a la visión de la región, sino también a un proyecto integrado de país.”.


Quiero recordar en esta honorable Sala que el proyecto de reforma constitucional sobre gobierno y administración regional, prometido por el Gobierno, estuvo años estancado, y recién, esta semana, lo vamos a discutir aquí. Creo que apunta más bien a un efecto propagandístico que en beneficio de regiones.


Lo más sorprendente, señor Presidente -y, con su venia, pido a mis colegas que hagan un poco de memoria-, es que entre sus promesas, para tener presencia regional, el Presidente Lagos expresó: “Por eso, nominé un equipo de intendentes y gobernadores con los mejores hombres y mujeres del país, que son hijos de sus propias regiones, y he decidido que habrá una vez al mes un gabinete de mis intendentes, paralelo al gabinete de ministros.”. Qué interesante sería consultar en cada una de nuestras regiones qué de eso se ha cumplido.


Por último, en ese ánimo descentralizador y regionalista, ¿qué nos prometió el gobierno de la Concertación?: “Hay tanto que hacer, tanto que cambiar. En mi gobierno se abrirán oportunidades para los jóvenes de Chile.”. Le digo al señor Presidente de la República que lea en la prensa local acerca de las manifestaciones estudiantiles que ha habido a lo largo y ancho del país.


Es importante también consignar la opinión que emitió don Claudio Lapostol, quien tiene la mayor autoridad moral respecto de la descentralización. Fue el fundador de la Corporación para la Regionalización del Biobío y es un gran descentralizador. Sería largo dar lectura a una entrevista que concedió cuya versión tengo en mi poder.


Pido que se envíe copia de mi intervención al presidente de la Corporación para la Regionalización del Biobío, señor Claudio Lapostol.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Señor diputado, se enviará una copia de su intervención.

ESTABLECIMIENTO DE NUEVO SISTEMA DE PAGO POR REVISIÓN TÉCNICA DE VEHÍCULOS EN COMUNA DE RANCAGUA. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Alejandro García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, con gran sorpresa, los automovilistas de la Sexta Región, concretamente de la comuna de Rancagua, que represento, se han encontrado con que, a partir de los próximos días, para obtener el certificado de revisión técnica, deberán pagar más de una vez. En efecto, hasta ahora se paga la revisión técnica del vehículo y, si se le encuentra algún desperfecto, se soluciona éste y el vehículo se presenta nuevamente a revisión. Si, finalmente, pasa ese segundo control, se otorga el certificado correspondiente.


Pero hoy nos encontramos con que el sistema cambiará.


¿Cuál va a ser el nuevo sistema del cual nos hemos enterado recientemente? En el caso de Rancagua, por la primera revisión técnica se cobrará 7.900 pesos. Si el vehículo fuera rechazado, por el segundo control se cobrará 5.900 pesos más, y si nuevamente es rechazado, por la tercera revisión se cobrará 7.900 pesos. Es decir, el dueño de un vehículo podría llegar a cancelar hasta 21.700 pesos por concepto de revisión técnica.


Consulté al respecto con el subsecretario de Transportes, quien me explicó que ése no era el único problema, porque, además, podría realizarse un prechequeo. Le pregunté también cuánto podrían cobrar las plantas por ese prechequeo y me respondió que no tenía más información. 


No quiero que este sistema moderno se transforme en un incentivo perverso para que se rechacen vehículos en las plantas.


Justamente, el objetivo de tener plantas automatizadas no fue para que los planteros tuvieran un mayor negocio, sino para que existiera transparencia y más seguridad, tanto en favor de los automovilistas como de los peatones.


Hoy los choferes de taxis colectivos de mi región, quienes, a mi juicio, tienen toda la razón, se encuentran movilizados, ya que esperan que el sistema sea transparente, no que se haga uso malintencionado u oscuro de éste.


Cuando se le consultó al anterior Seremi del ramo de nuestra región respecto de las bases de esta licitación, señaló que el sistema iba a operar igual que antes, que sólo se cobraría una sola vez y se darían quince días de plazo para solucionar el problema o reparar el vehículo y llevarlo de nuevo a la planta. Pero resulta que, ahora, con plantas automatizadas, nos encontramos con esta sorpresa. Y no se trata de vehículos de gente rica, sino de personas modestas, de pequeños transportistas, a quienes les ha costado mucho adquirirlos. Muchos de ellos terminarán pagando más por la revisión técnica que por la patente del vehículo.


Pido oficiar al subsecretario de Transportes para que nos explique por qué esta situación no se transparentó y se informó a la opinión pública, en su momento no y para que aclare si corresponde a las bases de la licitación en Rancagua o es de carácter nacional.


Finalmente, pido que las personas afectadas -en este caso, los automovilistas particulares y los dueños de taxis colectivos y básicos- sean informadas debidamente por la autoridad sobre este cambio que, sin duda, constituye una sorpresa bastante desagradable y debe rechazarse.


He dicho. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado señor 
Leopoldo Sánchez.

ELECCIÓN DE DON JOSÉ MIGUEL INSULZA COMO SECRETARIO GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Rodolfo Seguel.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, quiero manifestar mi agrado por la elección de ayer, con una gran votación, de don José Miguel Insulza como secretario general de la OEA. Es un triunfo de Chile, del Gobierno chileno, de la Cancillería y de todos los chilenos.


Quiero expresar mi reconocimiento, mi gratitud, mi felicidad y mi orgullo de ser chileno, por haber compartido una alianza política con don José Miguel Insulza y por haber trabajado con él durante años en este Congreso, donde, permanentemente, fue un personero importante para la solución de problemas políticos y sociales.


Lo recuerdo en la oportunidad en que los trabajadores y dirigentes sindicales marítimos, portuarios, estaban en conflicto en la Quinta Región. Bastó que él llegara desde Santiago y se reuniera y conversara largamente con ellos aquí, en Valparaíso, para solucionar un problema que se veía bastante grave.


Gestos como ése y muchos otros son los que han llevado a este hombre a ocupar ese cargo tan importante a nivel internacional.


Espero sinceramente que el trabajo que realice don José Miguel Insulza sirva para aunar a los pueblos de América y en el cual el consenso y la paz sean su característica que levante la imagen de la OEA.


Quiero hacerle llegar -reitero- mis saludos y felicitaciones, como asimismo al Presidente de la República, al canciller y a toda la Cancillería por el trabajo realizado.


He dicho.


-Aplausos.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Señor diputado, desde luego, la mesa se adhiere al homenaje que ha rendido a don José Miguel Insulza, recientemente electo secretario general de la Organización de Estados Americanos, (OEA). Sin duda alguna el señor Insulza representa a todos los chilenos y nos llena de orgullo el hecho de que sea el nuevo secretario general de la OEA.


Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Eliana Caraball y de los diputados señores José Miguel Ortiz, Leopoldo Sánchez, 
Patricio Hales, Aníbal Pérez, Zarko Luksic y Boris Tapia.

INFORMACIÓN SOBRE PAGOS A CARABINEROS EN RELACIÓN AL TRÁNSITO POR PUENTE LONCOMILLA PARA CAMIONES CON SOBREPESO. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.


El señor LORENZINI.- Señor Presidente, ¿se acuerda del puente Loncomilla? Pues le voy a contar cómo siguen apareciendo historias acerca de él. 


Resulta que la empresa Alchi S.A. le entregó a Carabineros, en comodato, un par de vehículos con baliza, los cuales fueron utilizados para escoltar a los camiones de dicha empresa, que cruzaron el puente de Loncomilla, cargados con vigas de cien o ciento veinte toneladas, tonelaje tres veces mayor que la capacidad del puente, según Vialidad. Se estima que, aproximadamente, pasaron por dicho puente más de seiscientos camiones. 


Como todos sabemos el puente se desplomó y la Cámara de Diputados está investigando el accidente.


Pero, esa empresa, según denunció el mayor de carabineros, Víctor Vega Soto, quien estaba a cargo de la comisaría en ese momento y después le pidieron que abandonara la institución, por distintas razones -uno se imagina cuáles son-, firmó un contrato por 28 millones de pesos con Carabineros, cuyo detalle de entregas, mes a mes, tengo en mi poder. Pero resulta que al parecer ese dinero nunca llegó a Carabineros. El director general de Carabineros, hace un par de días, cuando le pedimos una aclaración al respecto, dijo -textualmente- que no fueron 28 millones de pesos que recibieron, durante dos años, sino que 58 millones de pesos y que a cada carabinero se le pagó con cheques.


Pido que se oficie al ministro de Defensa para que me diga quién recibió esos 58 millones de pesos, durante dos años en la comisaría de San Javier que sólo tiene seis o siete carabineros. Además, nombres y número del cheque y cuándo fueron entregados y depositados, porque este oficial, a quien dejaron fuera, dice cada mes, en distintos oficios dirigidos a los generales y a los jefes, que sus carabineros no estaban recibiendo el viático. Esto, independientemente de si Carabineros puede recibir viáticos de empresas, porque si en Santiago, en el barrio Suecia, se juntan los dueños de los establecimientos y piden a unos 15 carabineros para que controlen durante la noche, y a cambio de ello les dan comida, acceso a los locales, en fin... ¡No, los carabineros no están para eso! 


Por lo tanto, también quiero que se me aclare sobre cuál es la política que tiene Carabineros para recibir dineros de privados por el cumplimiento de funciones que les atañen a estos últimos. En este caso, para que pasaran las vigas, los privados pagaban, entregaban viáticos y también vehículos. No sé si esa era función de Carabineros.


En consecuencia, pido que en el oficio se me aclare lo dicho por el general director de Carabineros, señor Cienfuegos, sobre los 58 millones 350 mil pesos en ese convenio que terminó en 2002. Son, más o menos, unos dos millones y medio de pesos mensuales; en cuatro semanas, unos 20 días, equivalen a unos cien mil pesos diarios. ¡Buenos viáticos! Ahora, si son dos o tres carabineros, serían unos 35 mil pesos diarios para cada uno. Entonces, ¿dónde está la plata? ¿Quién la recibió? Esta es una arista más del puente Loncomilla. Otras ya vendrán.


Por más que destruyeron el puente y que el Ejército se haya retirado del lugar... Hay puentes cercanos. El diputado señor Tapia conoció el de La Huerta, que se cayó hace unos 35 años y todavía están ahí las bases. En cambio, aquí, en dos meses, trajeron máquinas importadas y derribaron las bases, porque nadie quiere que se investigue la construcción. Esta Cámara está investigando la construcción del puente Loncomilla; su reparación es otro cuento. La construcción es lo que importa, porque su estructura fue afectada por la acción de la empresa Alchi S.A. -que quebró o se fusionó, cosa extraña-, que pagó mucho dinero a Carabineros para que éstos escoltaron sus camiones.


Por lo tanto, mis oficios van dirigidos al ministro de Defensa, señor Jaime Ravinet, y al Subsecretario de Carabineros, señor Felipe Harboe, a fin de que nos informen sobre quién recibió las platas, la identificación de los cheques de cada carabinero, las firma de ellos, los montos y las fechas.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Eliana Caraball y de los diputados señores Eduardo Díaz, Boris Tapia, Zarco Luksic, Leopoldo Sánchez, Patricio Hales y Aníbal Pérez.

EVALUACIÓN DE LEYES SOBRE CONTROL DE IDENTIDAD Y TENENCIA Y PORTE DE ARMA BLANCA. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Zarco Luksic.


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, hace varios años, a propósito de las distintas políticas públicas para combatir la delincuencia, junto con el diputado señor Jorge Burgos, ambos en calidad de integrantes de la Comisión de Seguridad Ciudadana, estuvimos trabajando en dos importantes proyectos de ley destinadas a combatir la delincuencia en una fase preventiva. Me refiero a lo de control de identidad y al que regula la tenencia y porte de arma blanca, dos iniciativas que se convirtieron en cuerpos legales fundamentales para prevenir la comisión de delitos.


La ley sobre control de identidad tiene historia. Se inicia con la eliminación de la figura detención por sospecha. Posteriormente, nos dimos cuenta de que era un instrumento importante, pero siempre y cuando se utilizara bien. Por lo tanto, repusimos en la ley no la detención por sospecha, pero sí el control de identidad, especialmente en lugares donde se cometen delitos y en horas propicias para este tipo de hechos. 


Así las cosas, pido que se oficie al ministro del Interior para que nos informe sobre qué instrucciones y medidas han dictado, mandado y distribuido Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones para la aplicación de dichas leyes y nos remitan las cifras desagregadas de los controles de identidad y de porte de arma blanca realizados por ambas policías en el país, principalmente en las regiones Metropolitana y Duodécima.


Sin perjuicio de lo anterior, pido que Carabineros y la Policía de Investigaciones nos informen acerca de las instrucciones y medidas que han dictado -queremos que nos envíen copias de dichos instructivos- para la ejecución de esas importantes leyes.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Eliana Caraball y de los diputados señores Eduardo Díaz, Boris Tapia, Pablo Lorenzini, Leopoldo Sánchez y Patricio Hales.

CONSTRUCCIÓN DE NUEVO AEROPUERTO EN NOVENA REGIÓN. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo que resta al comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Eduardo Díaz.


El señor DÍAZ.- Señor Presidente, la Dirección de Aeropuertos del Ministerio de Obras Públicas informó que el nuevo aeropuerto de la Novena Región se encuentra en la fase “desarrollo de anteproyecto referencial”, cuyas obras debieran concluir en marzo de 2006. La misma unidad ha acompañado un croquis indicando que el lugar de instalación de este nuevo aeropuerto se ubica a unos cientos de metros de la Ruta 5 Sur, aproximadamente a la altura del kilómetro 693, cerca del peaje Quepe, y no en el sitio que se habría estudiado originalmente, ubicado a unos 10 kilómetros de distancia en línea recta, en el kilómetro 9 del camino Quepe-Boroa, en la comuna de Freire.


A las comunidades y agricultores de los sectores cercanos les asaltan una serie de dudas, algunas de las cuales daré a conocer para que sean puestas en conocimiento del subsecretario de Obras Públicas y del director nacional de Aeropuertos, a fin de que las aclaren.


En primer lugar, desean saber si es efectivo que durante más de un año, en la escuela próxima al fundo Santa Elisa, aproximadamente en el kilómetro 9 del camino Quepe-Boroa, comuna de Freire, Novena Región, funcionó una estación meteorológica. De ser efectivo, pido que las autoridades citadas informen acerca de los resultados del trabajo de la estación meteorológica señalada y si de éstos se concluye que el lugar es apto para la instalación del nuevo aeropuerto, especialmente en materia de prevalencia de nieblas. Asimismo, que den cuenta de si en el lugar ubicado en las cercanías del peaje Quepe operó durante un lapso similar una estación igual y a qué conclusiones meteorológicas y sobre presencia de nieblas se arribó en este segundo caso.


El director de Aeronáutica para la Octava y Novena regiones, don Guillermo Besse, dijo al diario “La Tercera”, del sábado 7 de junio de 2003, que: “Los terrenos en la ruta Quepe-Boroa son de características geográficas planas y no presentan restricciones para aproximaciones instrumentales, hay suficiente terreno disponible para las etapas de saturación, entre otras cualidades aptas para el emplazamiento del nuevo aeropuerto de Temuco.”.


En segundo lugar, pido que las autoridades indicadas informen en detalle acerca del lugar recomendado por los estudios hasta ahora realizados y acerca de las razones en que se fundan las recomendaciones; en especial, que me informen sobre los fundamentos tenidos a la vista para la elección del actual sitio de emplazamiento y una comparación de bondades entre el punto actualmente escogido y el ubicado en el kilómetro 9 de la ruta Quepe-Boroa.


En tercer lugar, requiero de las mismas autoridades que informen acerca de si del lugar ubicado aproximadamente a la altura del kilómetro 693 de la ruta 5 Sur se han hecho estudios concluyentes respecto de los siguientes parámetros: solidez del terreno, puesto que antiguos residentes del sector señalan que basta cavar un metro para encontrar agua; desplazamiento de los aviones sobre los centros urbanos de Quepe y Freire; efectos de la instalación del aeropuerto sobre el sector lechero de un amplio entorno, que ha invertido en la más moderna tecnología y al cual podría denominarse “el corazón lechero de la Novena Región”; presencia de cableado eléctrico de alta tensión; vecindad de comunidades indígenas; número de propietarios con los cuales habrá de procederse a expropiación; atraviesos a construir en el empalme con la Ruta 5 Sur, actualmente concesionada a la empresa Ruta de La Araucanía; presencia de aves silvestres. Sobre este punto, cabe aportar como nuevo antecedente, que se habría producido recientemente una migración y aparente instalación de cisnes de cuello negro en el área elegida, según ha dado cuenta la prensa nacional en los últimos días.


Estas y otras dudas requieren ser aclaradas a la brevedad y con el máximo detalle, pues sería complicado para la comuna de Freire y para la Novena Región encontrarse con que el lugar en el cual se levante una infraestructura tan importante y de tan alto costo no fuera el que recomienda la totalidad de los estudios comparativos realizados.


Por lo tanto, reitero mi petición de oficiar al subsecretario de Obras públicas y al director nacional de Aeropuertos, a fin de que se me aclaren las dudas hechas presente.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión del diputado señor Pablo Lorenzini.

REAPERTURA DE PLANTA DE REVISIÓN TÉCNICA EN SANTA CRUZ. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, hoy está de aniversario mi ciudad natal, Santa Cruz. Sin embargo, en este día importante se le ha dado un golpe bajo y artero, pues la autoridad del transporte de la región y la subsecretaría correspondiente han procedido a cerrar, sin causa justificada, la única planta de revisión técnica de todo el valle de Colchagua. Es decir, no sólo han afectado a la comuna de Santa Cruz, que es su principal centro económico, comercial, financiero, cultural y social.


Digo que fue un golpe artero y una medida torpe, porque dejó a una inmensa comunidad sin un servicio elemental. La gente de Santa Cruz, de Peralillo, de Nancagua o de Paredones, tendrá que trasladarse a San Fernando para sacar su revisión técnica, lo que significa recorrer, entre ida y vuelta, aproximadamente 120 kilómetros.


En Santa Cruz se ha instalado una planta nueva automatizada, que aún no entra en operación, pero igual se ha cerrado la que estaba funcionando en la localidad. Si la nueva planta hubiese estado operando, entiendo que se cierre la antigua, pero mientras la nueva no funcione, ¿cuál es el fundamento o el criterio utilizado para dejar a una comunidad sin su planta de revisión técnica? Esta situación es absurda, torpe y descriteriada. Me llama la atención que esta medida la hayan tomado funcionarios del Gobierno del Presidente Lagos, porque se falta el respeto a esta comunidad al dejarla sin su planta de revisión técnica.


Por lo tanto, pido que se oficie, en forma urgente, al ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, señor Jaime Estévez, para que reconsidere, a la brevedad, esta mala medida tomada por el subsecretario, la rectifique y decrete la reapertura de la planta de revisión técnica de Santa Cruz.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado señor Leopoldo Sánchez.

MITIGACIÓN DE IMPACTOS ORIGINADOS A RAÍZ DE CONSTRUCCIÓN DE VÍA AMÉRICO VESPUCIO NORTE EN SECTOR DE CONCHALÍ. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Patricio Hales.


El señor HALES.- Señor Presidente, por petición escrita de los vecinos de la población Héroes de la Concepción, situada en Américo Vespucio, entre Recoleta y El Salto, firmada por una enorme cantidad de ellos y expresada en una reunión que tuvimos una de estas noches en la misma población, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas y, en particular, al director de Concesiones, que son los únicos que pueden ser depositarios de mi petición, puesto que no estoy facultado para fiscalizar los actos municipales ni los de la empresa privada, en este caso, Américo Vespucio Express, encargada de las obras que motivaron la carta de los vecinos, quienes, probablemente, podrán gozar de los beneficios del progreso cuando las grandes autopistas permitan el aumento del comercio y, en general, de nuevas oportunidades laborales.


Sin embargo, hasta ahora sólo han sufrido perjuicios. No es justo que no se beneficien de ese progreso en la forma de inversiones al interior de esas poblaciones; que el progreso no sólo pase por el borde de las poblaciones, sino que ingrese a ellas.


Conseguí la instalación de un colector de aguas lluvias de 1,45 metros, para poner término a años de inundaciones; pero éstas no han terminado, porque aún hay colectores pequeños que no han resuelto todos los problemas. No obstante, se está construyendo esta gigantesca autopista.


Con todo, hay otras dificultades generadas por la construcción de la obra, que contempla el ensanche de la autopista. Por ejemplo, los problemas de tránsito generados por los desvíos. En esto, los vecinos dicen que hay una responsabilidad municipal. No soy yo quien la pone en entredicho, sino que son los propios vecinos, quienes en su carta dicen: “Hemos recurrido a usted...”, expresándose en forma un poco dudosa de otras autoridades.


En la carta, los vecinos solicitan habilitar los colectores de aguas lluvias, porque corren el riesgo de inundaciones por la mala gestión, según ellos, de la constructora, que tapó los sumideros de aguas lluvias con escombros.


Al respecto, he visto los escombros generados por el estabilizado y por las obras de relleno, distribuidos en distintas partes de esta zona. Me refiero concretamente a lo observado con mis propios ojos alrededor de las calles Las Torres, Héroe Carrasco, Héroe Lira, Rubilar, Aranis, San José, Hinojosa, Montenegro y a lo largo de la calle María del Pilar hasta El Salto. Algunos flujos fueron trasladados a la calle Cardenales Poniente. Por lo tanto, exijo que se hagan mitigaciones y se pavimenten de nuevo todas las calles rotas. Incluso, los vecinos piden que se aproveche de pavimentar completamente los pasajes.


Pido oficiar a la Dirección de Concesiones, con el objeto de enviar copia de mi intervención, para que hagan saber a la concesionaria Américo Vespucio Express que con una pequeñísima cantidad de dinero se pueden pavimentar esos pasajes, inversión que recuperarán con creces con el cobro de peajes.


Me la voy a jugar por esta gente -ellos me lo han pedido-, así como me la jugué cuando logré no sólo el colector de aguas lluvias, sino también desviar la curva que tenía Américo Vespucio, para evitar que muchas propiedades fueran expropiadas, incluso desde el comienzo de la calle Recoleta, porque quedaban dentro del proyecto. No era mucho, porque se iba a expropiar un metro u 80 centímetros, los suficiente para destruirles las casas.


Por otra parte, solicito que se retiren los alertadores de velocidad de PVC, que ellos denominan falsos lomos de toro, porque producen ruido y vibración; que se repongan las veredas y las tazas de los árboles, que han sido destruidas por los movimientos de maquinaria pesada, y por último, una vez terminada la obra, que se instalen paneles antirruido para disminuir el ruido de los vehículos que circulan frente a la población Héroes de la Concepción, tal como los que conseguí que el MOP pusiera frente a la población Juan Antonio Ríos.


Además, pido que se realice un análisis de ruido, para saber cuál es la magnitud de los decibeles que afectan a la gente que se queja de que no puede dormir.


Por último, solicito que se adjunte copia de la carta de los vecinos al oficio dirigido al ministro de Obras Públicas.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y de la carta de los vecinos de la población Héroes de la Concepción, con la adhesión del diputado Leopoldo Sánchez.

CUMPLIMIENTO DE ACUERDOS ADOPTADOS CON PESCADORES ARTESANALES DE LA UNDÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Sánchez.


El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, algunos senadores han calificado este día como decisivo para el patrimonio marino del país, porque hoy votan el proyecto de ley larga de pesca, que pretende ordenar el sector pesquero.


La ley larga de pesca consolidará el sistema denominado “límite máximo de captura por armador”, que en el sector industrial asigna cuotas de captura a los armadores que cuenten con una mayor capacidad de bodega corregida y que tengan un mayor porcentaje de capturas históricas. Dicho sistema premia a quienes más capturan, al asegurarles cuota sin riesgo de competencia por un lapso determinado. Además no se adentra en consideraciones relativas a los métodos de pesca o a la sustentabilidad de ésta en el tiempo. 


El premio ofrecido no es menor. En la ley corta se les garantiza su cuota por diez años, plazo que en la ley larga se prorroga a quince años, además de incorporar nuevos recursos a este sistema de administración. 


Lo anterior es importante e interesante, pero sólo para el sector pesquero industrial. 


Traigo esto a colación porque en septiembre del año pasado, se realizó una importante movilización de pescadores artesanales en Puerto Aisén, con resultados graves. Luego de largos días de debate con el subsecretario de Pesca, Felipe Sandoval, diversas autoridades y algunos parlamentarios, entre los que me incluyo, firmamos un acta de acuerdo el 11 de septiembre.


Entre los puntos más importantes de dicha acta se acordó una apertura del registro pesquero de la merluza del sur, solicitada por sectores pesqueros de la región de Aisén, para lo cual se fijó un plazo de treinta días. Estamos en mayo de 2005 y no ha pasado nada. 


También se acordó gestionar la declaración de zona de catástrofe en el área de Melinka, afectada en forma endémica por marea roja, con un problema de sobreexplotación de los recursos bentónicos y con una exclusión absurda, injusta e incomprensible del acceso a pesca de la merluza austral.


Hasta la fecha, tampoco hay solución; no obstante, en los discursos se ha hablado de muchas alternativas.


Lo más grave es el punto 4 de esta acta de acuerdo, que dice: “El Subsecretario reconoce el temor planteado por los pescadores de que no se les compre toda su cuota y/o que bajen los precios respecto del año anterior. Para corregir esta posible consecuencia negativa y poder revisar la aplicación de 30 días de pesca se reducirá el porcentaje de resguardo de cuota mensual de 50 por ciento al 20 por ciento. “Este sistema se someterá a una revisión del desempeño del proceso de comercialización en consulta con las partes en diciembre de este año -se refiere a diciembre de 2004-. De ser negativa la evaluación se volverá al sistema de 15 días; sin embargo, todos aquellos que tengan acreditados mercados alternativos a Mercamadrid” -es el principal mercado de destino de exportación de la merluza del sur- “podrán solicitar 30 días de operación.”.


Cito lo anterior, porque la mayoría de la gente no va a entender el tema. 


Había un ordenamiento que establecía que quince días del mes pescaba Aisén y quince días la Décima región. Pero por presión de esta última, se cambió a treinta días. Los pescadores de la Undécima región dijeron que eso no les convenía, por lo que el subsecretario se comprometió a revisar la situación en diciembre y si los resultados eran negativos se volvería al régimen de los quince días. 


Hoy los pescadores artesanales de Aisén están realizando una violenta movilización, que puede tener consecuencias graves, incluso con resultado de muerte.


Por lo expuesto, solicito enviar copia de mi intervención al Presidente de la República, para que, de no solucionarse la situación en el transcurso de esta semana, disponga una revisión de la labor de los funcionarios del sector pesquero, porque la situación descrita refleja falta de seriedad, ya que no se ha honrado la palabra de una autoridad de Gobierno, pues desde hace meses se espera el cumplimiento de los acuerdos adoptados en el acta antes mencionada.


Esta situación no puede continuar; no podemos lamentar muertes de pescadores, de gente modesta, por este incumplimiento y por estar protegiendo a sectores que no necesariamente representan a las principales necesidades del país ni a la famosa pero manoseada sustentabilidad ambiental de los recursos.


Por lo tanto, solicito oficiar al Presidente de la República y al ministro del Interior, para hacerles llegar sendas copias del texto de mi intervención, con copia al subsecretario de Pesca, señor Felipe Sandoval, a fin de que se tomen medidas drásticas para ese sector.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención, con la adhesión del diputado señor Alberto Robles.

INVESTIGACIÓN EN RELACIÓN A AGUAS CHAÑAR, CONCESIONARIA DE LOS SERVICIOS SANITARIOS DE ATACAMA. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, hace algún tiempo se entregó en concesión la Empresa de Servicios Sanitarios de Atacama, de la región que represento en esta Cámara.


Durante todo el trámite de la concesión, planteé mis interrogantes e, incluso, mi oposición a que dicha empresa fuera traspasada a la empresa privada. Sin embargo, la concesión de su administración se entregó a Aguas Chañar.


Quiero informar sobre algunos hechos extraños ocurridos en mi región.


Hace algún tiempo, el Servicio de Impuestos Internos inicia una investigación por facturas de Hidrosán a Thames Water por un monto aproximado de 4 mil millones de pesos, lo que, aparentemente, configuraría un delito tributario al inflarse los costos de Hidrosán.


La Superintendencia de Valores y Seguros multa al señor Juan Dieguez en 10 mil UF, por no informar al directorio acerca de sus intereses en Hidrosán cuando era gerente general de Essbío en forma concomitante.


Posteriormente, el señor Juan Dieguez asigna contratos a Hidrosán sin llamar a licitación, lo que podría abultar los costos y, por ende, las tarifas. Por este motivo, la Superintendencia de Servicios Sanitarios inicia una investigación.


La Corfo, accionista minoritaria de Essbío, se hace parte en la investigación y solicita la salida de los directores funcionarios de Thames Water, poniendo en duda su probidad.


Hidrosán, Vecta e Icafal son dueñas de Aguas Chañar, y los señores Juan Dieguez y Raúl Ruiz, directores de Aguas Chañar, de la región de Atacama.


Hace pocos días, el directorio de Aguas Chañar pide la salida de los señores Juan Dieguez y Raúl Ruiz.


La abogada de Aguas Chañar informa a la Superintendencia de Seguridad Social que ha adjudicado a Hidrosán, en la cual el señor Juan Dieguez tiene intereses, contratos por 200 millones de pesos, al ser el único participante en las licitaciones.


Icafal, una de las empresas dueñas de Aguas Chañar, se adjudica en diciembre último un contrato de mantención de emergencias para todas las localidades de la región de Atacama.


Antes del contrato con Icafal, es decir, durante el período en que el Estado era responsable de la mantención de la empresa sanitaria en cuestión, había aproximadamente 450 emergencias en promedio. Sin embargo, desde que llegó Icafal, ellas han aumentado a 950 en promedio. Eso habla de que la mantención que debiera hacer Icafal no se está realizando adecuadamente en la región de Atacama, por lo que su infraestructura sanitaria está decayendo.


Diecisiete de los profesionales con responsabilidades de supervisión y gestión en Emssat fueron sustituidos por otros provenientes de Essbío, los cuales tienen menor experiencia respecto de los primeros.


En mi región hay cortes de agua potable sin causa específica y éstos han aumentado considerablemente en el último tiempo. Sin embargo, y por una causa que no entiendo, las denuncias y los reclamos aparentemente no han aumentado, a pesar de que la gente se queja en forma permanente de que le cortan el suministro de agua potable sin razón. ¿No se estarán consignando adecuadamente los reclamos o se están alterando los registros?


Entre las tareas de la Superintendencia de Servicios Sanitarios está controlar la cantidad de reclamos que tiene una empresa.


Por otra parte, he recibido denuncias de que la empresa Aguas Chañar está vertiendo aguas servidas al cauce del río Huasco, lo que provoca su acidificación.


Asimismo, he recibido denuncias de que el plan de desarrollo que la empresa habría comprometido en la región no se está efectuando.


Se trata de hechos graves, porque el servicio que dicha empresa presta a la Tercera Región es bastante más deficiente que el que cumplía la empresa estatal. Lo hemos dicho en muchas oportunidades. La empresa Aguas Chañar cerró sus oficinas en distintas localidades de la región y hoy no responde con la mantención de la infraestructura del alcantarillado y de las redes de agua, ni tampoco está respondiendo con la entrega de un servicio de calidad, como la gente de la región se lo merece.


La empresa Aguas Chañar ha buscado la forma de ganar dinero utilizando subterfugios, por ejemplo, contratando empresas relacionadas con sus dueños para poder desarrollar acciones de mantención, etcétera. 



Así, los recursos quedan en poder de los mismos dueños, incluso, inflando los contratos.


Este hecho me parece muy grave, pues demuestra la vulnerabilidad del sistema de concesiones de las empresas sanitarias y que teníamos razón quienes estábamos en contra de las concesiones y de las privatizaciones de los servicios sanitarios.


Por eso, pido que se oficie al superintendente de Servicios Sanitarios para que inicie un sumario en contra de la empresa Aguas Chañar, a fin de que revise los reclamos de la población acerca de esa empresa y verifique si se están adulterando los registros de estos reclamos.


Asimismo, solicito que el superintendente de Servicios Sanitarios nos envíe antecedentes acerca de si la empresa Aguas Chañar ha cumplido con el plan de desarrollo que se comprometió en la región y que verifique si se están cumpliendo las normas en relación al tratamiento de aguas servidas que esa empresa está obligada a desarrollar.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención, y con la adhesión del diputado señor Leopoldo Sánchez.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-La sesión se levantó a las 14.49 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley autoriza la modificacion de los estatutos de la Universidad de Chile. (boletín Nº 3850-04)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades constitucionales, vengo en someter a vuestra consideración un proyecto de ley que autoriza la modificación de los estatutos de la Universidad de Chile.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


En los últimos veinte años el sistema educacional de nuestro país ha sufrido importantes modificaciones, que han afectado al conjunto de las instituciones de educación superior y particularmente a aquellas de carácter estatal.


La reforma realizada en los años 1981 y 1982 significó aumentar el número de universidades estatales, de dos a dieciséis que existen en la actualidad. Dicha reforma permitió, además de la creación de nuevas universidades públicas, el desarrollo del sector privado en el ámbito de la educación superior. El nuevo marco de política pública con un fuerte fomento a la competencia, por una parte, pero con un marco jurídico excesivamente rígido para las universidades estatales, evidencia importantes desventajas para estas últimas, respecto de las instituciones privadas.


En los últimos años se han emprendido una serie de cambios al sistema de educación superior, que en su conjunto implicarán la mayor reforma a la educación superior de nuestro país, realizada desde los años 80. Esta reforma tiene como objetivos centrales el mejoramiento de la calidad del sistema; avanzar en mayores niveles de equidad con nuevos y mejores instrumentos de ayudas estudiantiles; la modernización de la gestión del sistema en su conjunto y en particular de las instituciones estatales; así como la reforma de los currículos académicos, actualizándolos a las necesidades actuales de la sociedad. En definitiva, se trata de generar las condiciones que permitan que la educación superior de nuestro país esté a la altura de los requerimientos de la sociedad del conocimiento.


En este contexto, un aspecto que aún no ha sido abordado por las universidades del Estado dice relación con la reforma de sus estatutos orgánicos. En efecto, hoy en día, catorce de las dieciséis universidades estatales cuentan con estatutos orgánicos dictados durante los años 80, en una situación nacional y universitaria muy diferente a la actual. La participación de las universidades en los procesos de elaboración de sus estatutos es imprescindible, toda vez que la normativa vigente aplicable al sistema universitario del país consagra, tanto en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1 de 1980 de Educación, como en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza Nº 18.962, la autonomía de las instituciones de educación superior.


En este sentido, el Gobierno acoge positivamente la voluntad de la Universidad de Chile de proponer la modificación de sus estatutos orgánicos, para modernizar su estructura, favorecer una mayor participación de la comunidad universitaria, flexibilizar y actualizar la administración, así como promover la planificación racional de su desarrollo y un mayor ordenamiento interno.


En esta perspectiva, consideramos que la elaboración de nuevos estatutos o la modificación de los estatutos vigentes de la Universidad de Chile, permitirá avanzar en el proceso de reforma del sistema de educación superior ya iniciado, en los aspectos relativos a su organización institucional, dentro del marco de la autonomía universitaria.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto de ley faculta al Presidente de la República para dictar un DFL que establezca los nuevos estatutos de la Universidad de Chile .Para ello, se tendrá en consideración la propuesta de estatuto que ha sido elaborada con la participación de los distintos sectores que conforman la comunidad universitaria, siguiendo al efecto los procedimientos establecidos por la institución y que ha contado con la aprobación de los organismos correspondientes.


La propuesta de nuevo estatuto que ha elaborado la Universidad de Chile, y que deberá ser sometida a la consideración del Presidente de la República, ha sido el producto de un largo proceso de reflexión que se inicia en el año 1997 con la creación de una Comisión de Proyecto Institucional, la que preparó las preguntas que fueron llevadas a referéndum o consulta a toda la comunidad universitaria, que se pronunció sobre los lineamientos generales y materias fundamentales que habrían de estar contempladas en la futura propuesta de estatuto. Durante los años 1999 a 2001, la Comisión Normativa Transitoria, integrada por 37 miembros, representantes del estamento académico, estudiantil y funcionario de la Institución, preparó una primera propuesta, que fue sometida a la consideración del Consejo Universitario, órgano que bajo la actual normativa posee la facultad de proponer al Supremo Gobierno modificaciones estatutarias. Manteniendo el espíritu de consenso y participación, el Consejo Universitario solicitó a algunos de sus miembros formar una Comisión Mixta de trabajo con integrantes de la Comisión Normativa Transitoria, para efectos de revisar y dar una redacción definitiva a la propuesta de nuevo estatuto que habría de presentarse al Gobierno, lo que en definitiva ocurrió en julio de 2002, fecha en la cual el proyecto de estatuto fue enviado formalmente al Ejecutivo.


La Universidad, en el convencimiento de que la propuesta de nuevo estatuto efectivamente refleja el sentir de la comunidad universitaria, en los inicios del año 2003 y por acuerdo del Consejo Universitario, creó la Comisión Especial-Senado Universitario. Este nuevo organismo colegiado tiene la misma conformación que la anterior Comisión Normativa Transitoria y que el Senado Universitario contemplado en la propuesta de nuevo estatuto. Su objetivo es avanzar en materias de revisión normativa y de planteamiento de un proyecto institucional, a la vez que encaminar paulatinamente a la Universidad de Chile al que habrá de ser su nuevo ordenamiento institucional.


Con posterioridad a la entrega formal de la propuesta de nuevo estatuto, ha habido un sucesivo intercambio de observaciones y comentarios entre el Ejecutivo y la Universidad de Chile, que han sido tratados por la mencionada Comisión Especial-Senado Universitario y por el Consejo Universitario, en conjunto con el Ministerio de Educación, lo que ha permitido arribar a un proyecto que, recogiendo un alto consenso de la Comunidad Universitaria, cuenta con el respaldo del Gobierno por cuanto se estima que permitirá adecuar la realidad universitaria a las transformaciones sociales y culturales que ha experimentado nuestro país en las últimas dos décadas, dotando a la institución de una dinámica participativa, estableciendo canales regulados y racionales de discusión y participación.


Como se ha señalado, el presente Proyecto de Ley establece una delegación de facultades en el Presidente de la República, autorizándolo para dictar, a través de un Decreto con Fuerza de Ley, los nuevos estatutos, teniendo como base la propuesta presentada por la Universidad de Chile. Esta nueva norma legal reemplazaría al Decreto con Fuerza de Ley N° 153, de 1981, de Educación, que es el Estatuto actualmente vigente.


El nuevo Decreto con Fuerza de Ley contendría, en primer lugar, las normas fundamentales de la Universidad de Chile, definiendo su carácter nacional y público, su autonomía académica, financiera y administrativa, su relación con el Estado, su misión institucional y sus principios orientadores, a la vez que estableciendo normas básicas referidas a la comunidad universitaria. Luego, se establecería la modalidad organizacional de la institución, que consiste esencialmente en distinguir dos funciones fundamentales: primero, una función ejecutiva, a cargo de la gestión y dirección, que queda en manos del Rector y del Consejo Universitario, órgano este último integrado por el Rector, las autoridades de las unidades académicas y por representantes del Presidente de la República; segundo, una función normativa, consistente en la planificación a largo plazo de la institución, y el establecimiento de las normas básicas y generales que dan el marco para el logro de tales objetivos, y que queda a cargo del Senado Universitario, órgano colegiado integrado por académicos, estudiantes y funcionarios, elegidos por sus respectivos estamentos, y presidido por el Rector.


Por otra parte, el proyecto de nuevo estatuto establecería la estructura académica fundamental de la Universidad, constituida por Facultades, Departamentos, Escuelas, Institutos y Centros, así como la generación de sus autoridades y la existencia de órganos colegiados que colaboren en el desarrollo de la unidad académica. Asimismo, se pretende establecer un título general sobre la organización de los estudios.


Un aspecto novedoso en la propuesta de la Universidad de Chile es el énfasis en los procesos de evaluación, calificación y acreditación a nivel institucional e individual. Para ello, se plantea la creación de un Consejo de Evaluación, que cumplirá la función de examinar, ponderar e informar sobre la calidad y cumplimiento de las tareas universitarias, coordinando que ello se efectúe a todo nivel.


La propuesta de nuevo estatuto, además, contempla normas sobre la fiscalización y control de sus actos administrativos mediante una Contraloría Interna y por parte de la Contraloría General de la República, de acuerdo con la legislación vigente.


Finalmente, la propuesta de nuevo estatuto, al igual que lo hace el actual, habrá de contemplar materias referidas al domicilio de la institución, a su patrimonio, a la prevalencia de sus normas estatutarias, al carácter público de sus funcionarios –teniendo presente las especiales características de la labor universitaria-, y su situación en cuanto al sistema tributario.


El Supremo Gobierno considera que el nuevo ordenamiento institucional propuesto por la Universidad de Chile, en primer lugar, representa fielmente el sentir mayoritario de su comunidad académica, por cuanto es el fruto de un largo proceso de elaboración, altamente participativo y caracterizado por una discusión y reflexión serena y consensuada. De esta misma manera, plantea una estructura de funcionamiento que distingue, por un lado, lo que es el gobierno o administración de la entidad, a cargo de autoridades responsables encargadas de su conducción y logro de objetivos y, por otro, la planificación a largo plazo y la determinación de lineamientos estratégicos generales, acordados por un órgano altamente representativo y participativo, lo que conduce, por un cauce regulado y preestablecido, el tratamiento de materias fundamentales que, actualmente, en forma recurrente son factor de lamentables conflictos.


Finalmente, resulta forzoso destacar la inspiración democrática y la perspectiva de país que a través de su propuesta nos presenta la Universidad de Chile. En su definición misional y en sus principios orientadores, se reafirma el mutuo compromiso entre la nación chilena y su ilustre Casa de Estudios, para la atención de sus principales necesidades en los más diversos ámbitos, que la Universidad acometerá a través de la labor académica y con una amplia diversidad disciplinaria, teniendo como norte permanente el desarrollo integral de nuestro país.


Cabe considerar, por último, que la totalidad de los estatutos orgánicos de las universidades estatales están contenidos en decretos con fuerza de ley, incluida la Universidad de Chile.


En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses a contar de la fecha de publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley , del Ministerio de Educación, dicte las nuevas normas estatutarias que regularán la organización, atribuciones y funcionamiento de la Universidad de Chile.


Para este efecto, dentro de los primeros tres meses del plazo señalado, la Universidad deberá presentar ante el Ministerio de Educación un proyecto de nuevo estatuto orgánico, o de modificación del estatuto vigente.


En todo caso, el estatuto de la Universidad, que deberá fijarse por decreto con fuerza de ley, contendrá, a lo menos, las disposiciones relativas a:


El gobierno de la entidad, los procedimientos para la designación y remoción de las autoridades de gobierno y administración, y la forma de integración de los organismos colegiados, así como las atribuciones que correspondan a unos y otros.


El Rector deberá nombrarse por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, en conformidad con las disposiciones estatutarias.


Las reglas fundamentales que rijan los procesos de selección, promoción y remoción del personal académico.


La carrera académica estará basada en criterios objetivos de mérito.


La organización académica y administrativa de la Universidad, así como la forma de establecer los grados académicos y los títulos profesionales y técnicos que otorgará la Institución.

d)
Los mecanismos de elaboración de sus presupuestos y los órganos encargados de su aprobación y gestión.


La proposición de reforma de sus estatutos.


Artículo 2º.- Una copia de los reglamentos de aplicación general relativos al personal, a los estudiantes y a la estructura académica de la universidad, serán depositados en el Ministerio de Educación, que mantendrá un archivo actualizado y público de los mismos.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; SERGIO BITAR CHACRA, Ministro de Educación”.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige al sector eléctrico. (boletín Nº 3806-08).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal. (boletín Nº 3465-07).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal y el Código de Justicia Militar en materia de desacato. (boletín Nº 3048-07).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 5515, de fecha 20 de abril de 2005, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que crea juzgados laborales y juzgados de cobranza. (boletín Nº 3368-13).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 5516, de fecha 20 de abril de 2005, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.322, el Código del Trabajo y el D.L. Nº 3.500, de 1980. (boletín Nº 3369-13).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
7.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 20 de abril de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que modifica el Código Penal y el Código de Justicia Militar en materia de desacato, correspondiente al Boletín Nº 3.048-07, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

-o-


Ha insertado el siguiente número 1), nuevo: 


“1) Sustitúyese el epígrafe del Párrafo 1, del Título VI, del Libro II del Código Penal, “Atentados y desacatos contra la autoridad”, por el siguiente: “Atentados contra la autoridad”. 

-o-

Número 1)


Ha pasado a ser número 2), sin enmiendas.

Número 2)


Ha pasado a ser número 3), sustituido por el siguiente:


“3) Reemplázase el artículo 264, por el siguiente:


“Art. 264. El que amenace durante las sesiones de los cuerpos colegisladores o en las audiencias de los tribunales de justicia a algún diputado o senador o a un miembro de dichos tribunales, o a un senador o diputado por las opiniones manifestadas en el Congreso, o a un miembro de un tribunal de justicia por los fallos que hubiere pronunciado o a los ministros de Estado u otra autoridad en el ejercicio de sus cargos, será castigado con reclusión menor en cualquiera de sus grados.


El que perturbe gravemente el orden de las sesiones de los cuerpos colegisladores o de las audiencias de los tribunales de justicia, u ocasionare tumulto o exaltare al desorden en el despacho de una autoridad o corporación pública hasta el punto de impedir o interrumpir sus actos, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, o sólo esta última.”.”. 

Número 3)


Ha pasado a ser número 4), reemplazado por el siguiente:


“4) Elimínase el artículo 265.”.

Número 4)


Lo ha suprimido. 

-o-


Ha intercalado los siguientes números 5) y 6), nuevos:


“5) Suprímense, en el artículo 266, las palabras “o desacato” las dos veces que aparecen.


6) Suprímese el artículo 268.”. 

-o-

Artículo 2º


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:


Reemplázase el artículo 276 por el siguiente: 


“Artículo 276.- El que, fuera del caso contemplado en el artículo anterior, induzca o incite por cualquier medio al personal militar al desorden, indisciplina o al incumplimiento de deberes militares, será castigado con la pena de reclusión militar mayor en su grado mínimo si es Oficial, con la de reclusión militar menor en su grado máximo si suboficial, y con la de reclusión militar menor en cualquiera de sus grados si cabo, soldado o individuo no militar.”.

2)
Sustitúyense, en el número 4° del artículo 416, las palabras “once a veinte sueldos vitales”, por “seis a once unidades tributarias mensuales”.”.
-o-


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4694, de 9 de diciembre de 2003.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

8.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 21 de abril de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado el proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que introduce modificaciones al marco normativo que rige al sector eléctrico, correspondiente al Boletín Nº 3.806-08, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Número 2)

Artículo 79º-2


Ha reemplazado el inciso final por el siguiente:


“El reglamento establecerá el porcentaje máximo de los requerimientos de energía para clientes regulados a contratar en cada contrato. El plazo de los contratos deberá coordinarse de manera que el vencimiento de éstos no implique que el monto de energía a contratar en un año calendario exceda del porcentaje señalado anteriormente.”.

Artículo 79º-4


Ha agregado, en el inciso tercero, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “En ningún caso el reglamento podrá establecer condiciones más gravosas que las establecidas en la presente ley.”.

Número 4)

Artículo 96º ter


Ha consultado como inciso cuarto, el inciso final del artículo 96º quater, que es del siguiente tenor:


“La reliquidación que pueda efectuarse entre concesionarios de servicio público de distribución no afectará la obligación del concesionario respectivo de pagar a su suministrador el precio íntegro de la energía y potencia recibida.”.


Ha intercalado el siguiente inciso quinto, nuevo:


“Sin perjuicio del derecho a ofertar en las licitaciones reguladas en los artículos 79º-1 y siguientes, en las condiciones que establezcan las respectivas bases, los propietarios de medios de generación a que se refiere el artículo 71º-7 tendrán derecho a suministrar a los concesionarios de distribución, al precio promedio señalado en el inciso primero de este artículo, hasta el 5% del total de demanda destinada a clientes regulados.”.


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el inciso cuarto del artículo 96º ter, ha pasado a ser inciso sexto.

-o-


Ha agregado el siguiente número 6), nuevo:


“Introdúcese en el inciso cuarto del artículo 99 bis, la siguiente oración final: “Tampoco se considerarán fuerza mayor o caso fortuito, las fallas de centrales a consecuencia de restricciones totales o parciales de gas natural provenientes de gaseoductos internacionales”.”

-o-

Números 6), 7) y 8)


Han pasado a ser números 7), 8) y 9), sin enmiendas.

Número 9


Ha pasado a ser número 10), con las siguientes modificaciones:


Ha intercalado, en el inciso primero del artículo 102 bis propuesto, a continuación de la palabra “precios”, la expresión “de nudo”.


Ha incorporado, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “inciso anterior,” lo siguiente: “el que corresponderá a la proporción del consumo regulado a precio de nudo en relación al consumo total,”.

Número 10)


Ha pasado a ser número 11), sin enmiendas.

Artículo 3º


Lo ha suprimido. 

-o-


Hago presente a vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado en general con el voto conforme de 30 señores senadores, de un total de 45 en ejercicio.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 5489, de 12 de abril de 2005.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

9.
Oficio del Senado.


“Valparaíso, 20 de abril de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley sobre creación de sociedades anónimas deportivas profesionales, correspondiente al Boletín Nº 3.019-03.


Hago presente a vuestra Excelencia que la referida proposición fue aprobada con el voto conforme de 30 señores Senadores de un total de 45 en ejercicio, dándose cumplimiento de este modo a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 5498, de 13 de abril de 2005.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO Presidente del Senado, CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

10. Oficio del Senado.

“Valparaíso, 20 de abril de 2005.


Con motivo del Mensaje, informe y antecedentes que tengo a honra pasar a manos de Vuestra Excelencia, el Senado ha dado su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre Reconocimiento Recíproco y Canje de los Permisos de Conducir Nacionales y su anexo, adoptado en Madrid por Intercambio de Notas de fechas 24 de mayo y 14 de octubre de 2004 y corregido por Notas fechadas en Madrid el 31 de enero y 7 de febrero de 2005.”.

-o-


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

11. Segundo Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal. (boletín Nº 3465-07-1) (S) 

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en segundo trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S. E. el Presidente de la República.


De conformidad a lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la Cámara en su sesión 64ª. ordinaria, de 12 de abril de 2005, con todas las indicaciones presentadas en la Sala y admitidas a tramitación, las que constan en la hoja de tramitación preparada por la Secretaría de la Corporación, más las formuladas en el seno de la Comisión.


En conformidad a lo establecido en el artículo 290 del Reglamento, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:

1.
De las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones durante la elaboración del segundo en la Comisión.


En esta situación se encuentran los números 1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 13, 15, 18, 20, 22, 23, 24, 25, 27, 33, 35, 36, 37, 38, 39, 41, 42, 43, 46, 47, 48, 50, 51, 54, 56, 59, 60, 61, 62 y 63 del artículo 1º; el número 2 de la letra b) y la letra c) del artículo 2º y los artículos 3º, 4º, 5º, 6º y 7º.


Todas estas disposiciones, con la salvedad de los artículos 4º y 5º, los que tienen el primero rango de norma que debe aprobarse con quórum calificado y el segundo de ley orgánica constitucional y deben votarse separadamente de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 30 de la ley Nº 18.918, deben entenderse reglamentariamente aprobadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 131 del Reglamento de la Corporación.

2.
Artículos calificados como normas de rango orgánico constitucional o que deben aprobarse con quórum calificado.


En esta situación se encuentran los artículos 4º y 5º.


El artículo 4º por modificar la ley Nº 18.314, que establece conductas terroristas y fija su penalidad y tener, en consecuencia, calidad de norma que debe aprobarse con quórum calificado de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 9º de la Constitución Política.


El artículo 5º por modificar la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público y compartir, por tanto, dicho rango de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 80 B de la Carta Fundamental.

3.
Artículos que el Senado calificó como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado y aquéllos que la Comisión otorgó igual carácter.


Tanto el Senado como la Comisión coincidieron en la clasificación de los artículos 4º y 5º.


Cabe hacer presente, en razón de que se omitió hacerlo en el primer informe, que el Senado calificó, además, como norma de rango orgánico constitucional el Nº 11 del artículo 1º del texto original, disposición que modifica el artículo 132 del Código Procesal Penal, fundándose en que dicha modificación incidía en la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público al permitir concurrir a la primera audiencia judicial del detenido, no sólo al fiscal sino que, opcionalmente, al abogado asistente del fiscal.


Tal modificación fue rechazada por la Comisión y, en consecuencia, suprimió, en el primer trámite reglamentario, el citado Nº 11, por estimar que el ejercicio de la acción penal pública y la dirección de la investigación criminal sólo correspondía a los fiscales del Ministerio Público, no contemplando la ley orgánica constitucional respectiva, ni tampoco la Constitución Política, la participación de asistentes del fiscal.

4.
Disposiciones suprimidas.


La Comisión suprimió en relación al texto propuesto en su primer informe, solamente los números 15, 26 y 27 del artículo 1º, los que modifican los artículos 139, 248 y 249, respectivamente, del Código Procesal Penal.

5.
Indicaciones rechazadas.


No hubo indicaciones rechazadas.

6.
Disposiciones modificadas.


La Comisión modificó las siguientes disposiciones propuestas en su primer informe:


En el artículo 1º los números 9 (pasó a ser 10), 12 (pasó a ser 14), 28 (pasó a ser 29), 30 (pasó a ser 34), 48 (pasó a ser 53) , 52 (pasó a ser 57), 53 (pasó a ser 58), los que se refieren a los artículos 70, 129, 257, 277, 390, 395 y 395 bis, respectivamente, del Código Procesal Penal.


En el artículo 2º, el Nº 1 de la letra a) (pasó a ser b), el que modifica el artículo 269 bis del Código Penal.


A continuación se efectúa una reseña del debate que dio origen a tales modificaciones:

ARTÍCULO 1º

Número 9.- (pasó a ser 10).


Modifica el artículo 70, norma que se refiere al juez de garantía competente.


La Comisión aprobó el siguiente texto para el nuevo inciso tercero que se propone agregar a este artículo:


“En los casos a que se refiere el inciso anterior, la primera audiencia judicial del detenido también podrá efectuarse, a petición del Ministerio Público, ante el juez de garantía del lugar en que se efectuaron las actuaciones, sin perjuicio de la posterior remisión de lo obrado al juez del procedimiento.”.


Posteriormente, en conjunto con el Ministerio de Justicia y el profesor señor Boffil, se efectuó una revisión del texto aprobado concordándose en la necesidad de precisar la redacción en el sentido de dar expresamente competencia al juez de garantía del lugar en que se encuentre el detenido, para realizar ante él la primera audiencia judicial y para resolver, en su caso, la situación que se produce si dicho juez dispone la prisión preventiva del detenido, sin perjuicio, además, de atender, tratándose de situaciones similares, la condición especial que presenta la Región Metropolitana respecto del resto del país.






El texto de este número, aprobado por unanimidad, quedó como sigue:


“Asimismo, si la detención se practicare en un lugar que se encontrare fuera del territorio jurisdiccional del juez que hubiere emitido la orden, será competente para conocer de la primera audiencia judicial del detenido el juez de garantía del lugar donde se hubiere practicado la detención cuando la orden respectiva hubiere emanado de un juez con competencia en un asiento de Corte de Apelaciones diverso. Cuando en la primera audiencia judicial se decretare la prisión preventiva del imputado, el juez deberá ordenar su traslado inmediato al establecimiento penitenciario del territorio jurisdiccional del juez del procedimiento. Lo previsto en este inciso no tendrá aplicación cuando la orden de detención emanare de un juez de garantía de la Región Metropolitana de Santiago y ésta se practicare dentro de su territorio, caso en el cual la primera audiencia judicial siempre deberá realizarse ante el juzgado naturalmente competente.”.

Número 12 (pasó a ser 14).


Modifica el artículo 129, el que se refiere a la detención en caso de flagrancia.


La Comisión aprobó substituir el inciso final de este artículo por los dos siguientes:


“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que hubiere quebrantado su condena, al que se fugare estando detenido, al que tuviere orden de detención pendiente, a quien fuere sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hubieren aplicado y al que violare la condición del artículo 238, letra b), que le hubiere sido impuesta para protección de las personas.







Asimismo, tratándose de crímenes y simples delitos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.


Los Diputados señores Monckeberg y Uriarte presentaron una indicación para suprimir la frase final del último inciso, la que señala “ y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.


El Diputado señor Monckeberg justificó la proposición, señalando que la norma se refería a situaciones que requerían actuar con rapidez, por lo que la frase que se proponía suprimir, en cuanto exigía una apreciación subjetiva de la situación por parte de la policía, significaría que ésta debería pensarlo mucho antes de actuar, lo que no estaría en consonancia con la necesidad de presteza.


Los representantes del Ministerio de Justicia estuvieron de acuerdo con esta proposición, toda vez que ella se refería a situaciones de flagrancia, las que habilitan legalmente para detener en cualquier lugar. En consecuencia, la proposición no significaba una ampliación de facultades policiales sino solamente la reafirmación de ese principio.


Cerrado el debate, se aprobó la indicación por unanimidad.

Número 28 ( pasó a ser 29)


Modifica el artículo 257.


Esta norma, que se refiere a la reapertura de la investigación a petición de los intervinientes, respecto de diligencias precisas de investigación solicitadas oportunamente y que el fiscal hubiere rechazado, fue objeto de dos modificaciones a su inciso primero por parte de la Comisión:


Por la primera, se acordó substituir la mención de la audiencia de que trata el artículo 249, por otra al artículo 248 como consecuencia de haberse acordado suprimir el primero.


Por la segunda, se acordó agregar al final del inciso las expresiones “o no se hubiere pronunciado sobre ellas”, es decir, permitir solicitar la reapertura para la realización de diligencias no sólo rechazadas por el fiscal sino también sobre las que no emitió pronunciamiento.


Sobre estas modificaciones, la Comisión, en virtud de la revisión efectuada al articulado con la participación del Ministerio de Justicia y la del profesor señor Boffil, acordó rever su decisión sustentada en el primer informe y rechazar las modificaciones a los artículos 248 y 249, a la vez que proponer para el inciso primero del artículo 257, una nueva redacción que permitiera alcanzar, en forma más simplificada, el mismo fin perseguido de permitir a la defensa solicitar la reapertura de la investigación, sin necesidad de alterar mayormente las disposiciones del Código.


Al efecto, propuso y acordó, por unanimidad, la siguiente redacción para el inciso primero de este artículo 257:


“Dentro de los diez días siguientes al cierre de la investigación, los intervinientes podrán reiterar la solicitud de diligencias precisas de investigación que oportunamente hubieren formulado durante la investigación y que el ministerio público hubiere rechazado o respecto de las cuales no se hubiere pronunciado.”.

Número 30.- (pasó a ser 34).


Modifica el artículo 277, norma que se refiere al auto de apertura del juicio oral.


La Comisión aprobó agregar un inciso final a este artículo del siguiente tenor:


“En el evento de rechazarse por resolución ejecutoriada pruebas de cargo que el Ministerio Público considere fundamentales, el fiscal podrá adoptar la decisión de no perseverar en el procedimiento, por no contar con antecedentes suficientes para fundar su acusación en el juicio oral, decisión que deberá comunicar lo antes posible y, en todo caso, antes de la realización de dicho juicio, en audiencia convocada en los términos del artículo 248.”.


La Comisión, luego de la revisión efectuada a la que ya se ha hecho referencia, y teniendo presente que su proposición original buscaba evitar la situación forzada en que se encontraba la fiscalía de tener que acusar aun cuando no contara con la suficiente probanza, concluyó que dicha proposición no guardaba la debida coherencia con la situación que se quería regular, toda vez que de acuerdo a la actual normativa del Código, tal situación tendría normalmente como resultado una sentencia absolutoria para el imputado en el juicio oral, razón por la que no parecía lógico que este último debiera quedar sujeto sólo a una decisión de no perseverar en el procedimiento.


De acuerdo a lo anterior, propuso substituir este inciso por el siguiente:


“Si se excluyeran, por resolución firme, pruebas de cargo que el ministerio público considerare esenciales para sustentar su acusación en el juicio oral respectivo, el fiscal podrá solicitar el sobreseimiento definitivo de la causa ante el juez competente, el que la decretará en audiencia convocada al efecto.”.


A este respecto, los representantes del Ministerio Público consideraron que la solución propuesta no constituía una buena señal para la sociedad, toda vez que el fiscal, al momento de acusar, no sabe aún si se le excluirán algunas de las pruebas que presenta y, más aún, si tiene alguna duda de que tal cosa podría suceder, puede confiar en que ello podrá discutirse. De ahí, entonces, que estimaran más apropiada la posibilidad prevista en la primera proposición, o, en todo caso, la procedencia de un sobreseimiento temporal que permitiera a la fiscalía recopilar nuevas probanzas que hicieran factible perseverar en el ejercicio de la acción. Hicieron presente, ante una objeción, que el carácter facultativo de la nueva proposición, en cuanto señala que el fiscal podrá pedir el sobreseimiento definitivo, no obstaba a sus argumentaciones, toda vez que a la fiscalía no quedaba otro camino más que perseverar en la acción, ir al juicio oral y perderlo, o, pedir el sobreseimiento definitivo.


Los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente que una de las finalidades del Código era lograr que las causas, en lo posible, llegaran a un término definitivo, básicamente por razones de certeza jurídica. En consecuencia, la posibilidad que se acordó en un principio a la fiscalía de no perseverar en el procedimiento, prolongaría para el imputado la situación de incertidumbre por cuanto permitiría la reapertura de la investigación por medio de una nueva formalización. Añadieron que, incluso, tal proposición podría incentivar a la fiscalía llegar al juicio oral con pruebas obtenidas con inobservancia de garantías constitucionales, contando con la posibilidad de que no se las rechazaran en la audiencia de preparación. Incluso, en este último caso, si hubiera un nuevo rechazo, como tendría la facultad de no perseverar, podría intentar nuevamente el ejercicio de la acción por mientras no se cumpla el término de la prescripción.


Agregaron, por último, que previo a la acusación, corresponde a la fiscalía sopesar la probanza con que cuenta por cuanto el riesgo del rechazo de pruebas afecta a quien las presenta. No se trataría, entonces, de que al Ministerio Público no le quedara alternativa por el hecho de habérsele excluido pruebas, sino porque las pruebas que presentó no cumplieron con los requisitos de legitimidad procesal. No sería lógico que tal falencia, sobre la base de la facultad de no perseverar, se tradujera en la posibilidad de reiterar en forma indefinida una nueva investigación.


Cerrado, finalmente, el debate, la Comisión aprobó por unanimidad la nueva proposición.

Número 48.- (pasó a ser 53).


Modifica el artículo 390, norma que se refiere al requerimiento en el procedimiento simplificado.


La Comisión propuso en la letra b) de este número 48, substituir el inciso segundo de este artículo por el siguiente:


“Asimismo, si el fiscal formulare acusación y la pena requerida no excediere de presidio o reclusión menores en su grado mínimo y no es posible llevar el caso al procedimiento abreviado, la acusación se tendrá como requerimiento y la audiencia de preparación del juicio oral se conformará a lo previsto en este Título, citándose al término de la misma al juicio simplificado correspondiente.”.


La disposición, referida a la posibilidad de cambiar un procedimiento iniciado como ordinario por el simplificado, en razón de que la penalidad requerida se ajusta a este último procedimiento, fue objeto de revisión por parte de la Comisión de acuerdo a lo ya señalado, optándose por dar a este inciso una redacción más precisa, más acorde con el procedimiento que corresponde aplicar.


Conforme a lo anterior, procedió a aprobar, sin mayor debate y por unanimidad, la siguiente redacción para este inciso


“Asimismo, si el fiscal formulare acusación y la pena requerida no excediere de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, la acusación se tendrá como requerimiento, debiendo el juez disponer la continuación del procedimiento de conformidad a las normas de este Título.”.

Número 52.- (pasó a ser 57).


Modifica el artículo 395, que se refiere a la posibilidad de resolución inmediata dentro del procedimiento simplificado, situación que se produce cuando el imputado reconoce en la audiencia su responsabilidad en los hechos.


La Comisión acordó substituir el inciso segundo de este artículo por el siguiente:


“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan al efecto de acreditar circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, para la determinación de la pena a aplicar.”.


De conformidad a la revisión efectuada, se acordó redactar este nuevo inciso en los términos siguientes:


“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el juez dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan para la determinación de la pena.”.


Los representantes del Ejecutivo justificaron esta modificación señalando que, en este caso, al igual que como se había propuesto originalmente, se establecía un tope para la pena que podría imponer el juez, sobre la base de la solicitada por el Ministerio Público, permitiéndose allegar nuevos antecedentes para la fijación de la pena que se impondría definitivamente. No obstante, el texto originalmente aprobado por la Comisión, se había concentrado exclusivamente en la posibilidad de acreditar circunstancias atenuantes y agravantes para este último objetivo, siendo que también existen otros antecedentes que pueden afectar la determinación de la pena, como sucede en el caso del artículo 69 del Código Penal, que se refiere a la extensión del mal causado por el delito.


La Comisión concordó con los argumentos expuestos y procedió a aprobar el nuevo texto por unanimidad.

Número 53 (pasó a ser 58).


Modifica el artículo 395 bis, el que se refiere a la preparación del juicio simplificado, actuación que se realiza en la misma audiencia, para el caso de que el imputado no admitiere su responsabilidad en los hechos.


Su inciso segundo, en términos similares a como lo establece el artículo 315 en el juicio ordinario, permite que el juez autorice dentro de esta preparación, que se agreguen informes periciales sobre alcoholemia, ADN y sobre substancias estupefacientes y psicotrópicas en base al informe respectivo, a menos que alguna de las partes solicite, fundadamente, la comparecencia del perito.


La Comisión, en base a la revisión efectuada, concordó, por unanimidad, en eliminar este inciso, toda vez que de acuerdo al artículo 389, las normas del juicio ordinario contenidas en el Libro Segundo del Código, se aplican supletoriamente a este procedimiento.

ARTÍCULO 2º.-


Modifica el artículo 269 bis del Código Penal, disposición que configura una de las formas del delito de obstrucción a la justicia.


La Comisión propuso en el número 1 de la letra a) (pasó a ser b) de este artículo, substituir el inciso primero del artículo 269 bis por los cinco siguientes:


“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que condujeren al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados, condujeren al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.


El abogado que incurriere en las conductas descritas en los incisos anteriores, será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


La retractación oportuna de quien hubiere incurrido en las conductas de que trata el presente artículo, constituirá circunstancia atenuante muy calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.


Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver y, en especial, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.


Durante la revisión a que fue sometido todo el proyecto, se acordó substituir el epígrafe del párrafo 2 bis, por el de “Obstrucción a la investigación”, toda vez que las normas incluidas en dicho párrafo no se refieren, en sentido estricto, a la afectación de la administración de justicia.


Esta primera modificación se aprobó sin debate, por unanimidad, quedando como letra a) del artículo.


Respecto del texto mismo, aparte de un par de modificaciones de forma, la revisión arrojó como resultado una primera redacción para substituir los dos incisos finales por el siguiente:


“La retractación oportuna de quien hubiere incurrido en las conductas de que trata el inciso segundo constituirá circunstancia atenuante muy calificada en los términos que previene el artículo 68 bis. Se entiende por retractación oportuna aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.


Sobre esta nueva redacción, el Diputado señor Bustos estimó que no se contemplaba la posibilidad de la retractación para las situaciones de engaño u ocultamiento previstos en el inciso primero. Si bien externamente aparecían como delitos de resultado, en que la retractación no podría tener efectos, en el fondo se trataba de delitos de emprendimiento. Señaló creer que establecer una atenuante muy calificada para el caso previsto en el inciso segundo y ninguna para la figura del inciso primero, daría lugar a una desproporción en la penalidad.


Los representantes del Ministerio de Justicia sostuvieron que el único motivo que justificaba, una vez producido el daño, la atenuación de responsabilidad lo constituía una razón de política criminal, la que enfrentada a una situación de vulneración de derechos, procuraba, por medio de incentivos, que dicha situación cesara y terminara. Por ello se establecía una atenuante calificada a fin de que constituyera un incentivo real, prefiriendo rebajar la pena a quien hubiere proporcionado antecedentes falsos, antes de prolongar los efectos de la prisión preventiva o arriesgar la dictación de una sentencia condenatoria.


Los representantes del Ministerio Público y de la Defensoría hicieron notar que la redacción propuesta incentivaba la retractación respecto de la figura más grave, es decir, la del inciso segundo, dejando a la conducta del inciso primero, que merece un menor reproche, sin incentivo alguno, lo que no les parecía lógico, especialmente, por la desproporción que podría resultar de la penalidad a aplicar.


Finalmente, se acordó nuevamente dar a la materia una redacción en dos incisos, manteniendo la atenuante muy calificada para la figura más grave y agregando una simple para la más leve.


El texto de estos dos nuevos incisos, aprobados por unanimidad, quedó como sigue:


“La retractación oportuna de quien hubiere incurrido en las conductas de que trata el presente artículo constituirá circunstancia atenuante. Tratándose de las conductas a que se refiere el inciso segundo la atenuante se considerará como muy calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.


Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver alguna medida solicitada en virtud de los antecedentes falsos aportados o, en su caso, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.

7.
Disposiciones nuevas introducidas.


La Comisión acordó introducir los siguientes números nuevos al artículo 1º:


3, 12, 19, 26, 30, 31, 32, 52 y 64 los que modifican los artículos 12, 109, 157, 241, 262, 273, 275, 388 y 485 del Código Procesal Penal, respectivamente.


Efectuando una breve reseña del debate que dio origen a estas nuevas disposiciones, cabe señalar lo siguiente:

Números 3, 12, 19, 26, 30, 31 y 32.-


Estos nuevos números, todos relacionados con la idea de incorporar a las disposiciones del Código al tercero civilmente responsable, se originaron en una indicación de los Diputados señores Burgos y Bustos, fundamentándola el último en la necesidad de dar una mayor protección a la víctima, la que en caso contrario se encontraría en una situación muy débil dentro del proceso penal.


La Diputada señora Guzmán recordó que cuando se trató sobre la posibilidad de incorporar al tercero civilmente responsable, se suscitó un largo debate acerca de si correspondía ello o no, especialmente porque significaba incorporar un procedimiento accesorio relacionado con materias civiles, más que penales. Señaló que de acuerdo a un análisis efectuado por el profesor señor Boffil, la introducción de este nuevo interviniente en el artículo 59, según se aprobó en el prime informe de la Comisión, se traduciría en la necesidad de efectuar ajustes en distintos artículos del Código, tales como el 12, 157, 262, 273, 275, 277, 325, 326, 328 y 338, además de contemplar disposiciones relativas a su facultad de contestar la demanda y rendir prueba, todo lo cual implicaba la necesidad de modificar muchas otras áreas relacionadas con la persecución penal, lo que daría lugar a serios problemas, circunstancia que la llevaba a reflexionar acerca de si parecía conveniente esta incorporación.


Los representantes del Ministerio de Justicia reiteraron su parecer contrario a la introducción de modificaciones sistemáticas en el Código, sin efectuar previamente un análisis que permitiera detectar todas las adecuaciones normativas que la incorporación del tercero civilmente responsable haría necesarias.


El Diputado señor Bustos, junto con reiterar su opinión manifestada acerca de este mismo tema en el primer informe, señaló que con las normas que se proponía modificar, quedaba suficientemente establecida la institución del tercero civilmente responsable, añadiendo que no debía confundirse a éste con el actor civil, cuya incorporación si que resultaría problemática para el nuevo sistema procesal penal. Por último, agregó que el tema indemnizatorio ya estaba contemplado desde el momento que se incluía la acción civil en contra del imputado, por lo que lo más importante con esta incorporación resultaba ser la prueba del daño producido, recordando al efecto que el Código Civil establecía la responsabilidad solidaria, materia, por tanto, sobre la que no cabía discusión.


Cerrado el debate, se acogió la indicación por mayoría de votos ( 5 votos a favor y 1 abstención).


Los textos de estos nuevos números quedaron como sigue:


“3) Modifícase el artículo 12 en los siguientes términos:

a)
substitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “víctima” por una coma (,), y

b)
intercálase entre la palabra “querellante” y la coma (,) que la sigue, la frase “ y al tercero civilmente responsable”.

12) Intercálase en la letra c) del artículo 109, entre las palabras “imputado” y “acciones” los términos “ o el tercero civilmente responsable”.

19) Intercálase en el inciso primero del artículo 157, entre la palabra “imputado” y la coma que la sigue (,), los términos “o del tercero civilmente responsable”.

26) Intercálase en el inciso primero del artículo 241 entre la palabra “imputado” y la conjunción “y” que la sigue, los términos “ o el tercero civilmente responsable”.

30) Intercálase en el artículo 262, entre la palabra “acusado” y la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “o al tercero civilmente responsable, en su caso”.

31)Modifícase el inciso primero del artículo 273 en los siguientes términos:

a)
substitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “querellante” por una coma (,), y

b)
intercálase entre la palabra “imputado” y la preposición “a” la frase: “ y al tercero civilmente responsable, en su caso,”.

32) Modifícase el inciso primero del artículo 275 en los siguientes términos:

a)
suprímese la conjunción “y” que antecede a los términos “ el imputado”, y 

b)
intercálase entre las palabras “imputado” y “podrán” lo siguiente: “ y el tercero civilmente responsable”.

Número 52.


Este nuevo número modifica el artículo 388, disposición que señala el ámbito de aplicación del procedimiento simplificado, indicando que se aplicará al conocimiento y fallo de las faltas.


En su inciso segundo agrega que “ El procedimiento se aplicará, además, respecto de los hechos constitutivos de simple delito, para los cuales el Ministerio Público requiriere una pena que no excediere de presidio o reclusión menores en su grado mínimo,” (vale decir, 61 a 540 días)” salvo que su conocimiento y fallo se sometiere a las normas del procedimiento abreviado que se regula en el Título III, cumpliéndose los demás presupuestos allí establecidos.”.


Al tratarse la modificación al nuevo inciso segundo que se propone para el artículo 390 y que se tradujo en suprimir la oración “ y no es posible llevar el caso al procedimiento abreviado”, como una forma de precisar el sentido de la disposición, toda vez que dicha norma se refiere al procedimiento simplificado, el que, como se ha dicho, solamente se aplica a las falta y a los simples delitos respecto de los cuales el fiscal pide una pena no superior al presidio o reclusión menores en su grado mínimo, junto con acordarse la supresión señalada, la Comisión, a sugerencia de los representantes de la Defensoría, acordó, por unanimidad, suprimir también las oraciones finales del citado inciso segundo del artículo 388, a partir de la palabra “salvo”, como una forma de terminar con la práctica de la fiscalía de llevar estas materias a juicio oral cuando, en aplicación de esta norma, el imputado no ha aceptado la proposición de someterse al procedimiento abreviado.


De conformidad a lo anterior, este número quedó como sigue:

52) Suprímense en el inciso segundo del artículo 388, substituyendo la coma (,) por un punto final (.), las oraciones que siguen a la palabra “mínimo”.

Número 64.-


Los Diputados señora Soto y señores Bustos, Ceroni y Pérez Lobos presentaron una indicación para substituir el inciso segundo del artículo 485, por el siguiente:


“Asimismo, se aplicará a partir de esa fecha, a las solicitudes de extradición pasiva y detención previa a las mismas que recibiere la Corte Suprema que versen sobre hechos ocurridos en el extranjero con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago. En consecuencia, los Ministros de esa Corte a quienes, en virtud del artículo 52, Nº 3, del Código Orgánico de Tribunales correspondiere conocer las extradiciones pasivas solicitadas con anterioridad, continuarán aplicando el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Penal.”.


La disposición que se modifica establece en su inciso primero que el Código se aplicará, a partir de su entrada en vigencia en la Región Metropolitana de Santiago, a todos aquellos hechos que acaecieren en el extranjero y fueren de competencia de los tribunales nacionales.


Su inciso segundo agrega que, “Asimismo, se aplicará a partir de esa fecha, a las solicitudes de extradición pasiva y detención previa a las mismas que recibiere la Corte Suprema. En consecuencia, los Ministros de esa Corte a quienes, en virtud del artículo 52, Nº 3, del Código Orgánico de Tribunales correspondiere conocer las extradiciones pasivas solicitadas con anterioridad, continuarán aplicando el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Penal.”.


La indicación que no tiene otro objeto más que precisar el sentido del inciso segundo, en términos de dejar establecido que el nuevo Código se aplicará a las solicitudes de extradición pasiva que reciba la Corte y que versen sobre hechos ocurridos en el extranjero con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma en la Región Metropolitana, contó con el acuerdo de todos los participantes en el debate, no obstante lo cual los representantes del Ministerio Público hicieron presente que la nueva redacción dada al inciso segundo, persistía en referir la aplicación del antiguo Código a la fecha de la entrada en vigencia del nuevo en la región Metropolitana, sin relacionarla con la época de acaecimiento de los hechos que originan las solicitudes de extradición, cuestión que podría generar conflictos.


La Comisión acogió por unanimidad esta observación y por igual quórum acordó aprobar la siguiente redacción para este inciso:


“Asimismo, se aplicará a partir de esa fecha, a las solicitudes de extradición pasiva y detención previa a las mismas que recibiere la Corte Suprema que versen sobre hechos ocurridos en el extranjero con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago. En consecuencia, los Ministros de esa Corte a quienes, en virtud del artículo 52, Nº 3, del Código Orgánico de Tribunales correspondiere conocer las extradiciones pasivas que versen sobre hechos acaecidos con anterioridad a dicha entrada en vigencia, continuarán aplicando el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Penal.”.

8.
Disposiciones que deben ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


La Comisión reiteró su parecer acerca de que el proyecto no contiene disposiciones que sean de la competencia de la Comisión de Hacienda.





9.
Disposiciones que sólo fueron objeto de modificaciones de forma o de redacción.


Dada la premura con que se redactó el primer informe, una posterior revisión permitió detectar una serie de errores de forma y de redacción que afectan diferentes números del artículo 1º, todos los cuales fueron corregidos en virtud de la facultad que concede el artículo 15 del Reglamento de la Corporación y que, para los efectos de facilitar la tramitación del proyecto, se consignan a continuación:

a)
En el número 10 del Senado, que ha pasado a ser 16, la Comisión acordó en su primer informe (Nº 14) agregar tres nuevos incisos al artículo 131, que se refiere a los plazos de la detención. De estos incisos, el cuarto que señalaba que “ Si el fiscal no se pronunciare al respecto, la policía deberá poner al detenido a disposición del juez dentro del mismo plazo de veinticuatro horas que señala el inciso segundo.”, fue suprimido por cuanto dicha idea se encontraba contenida, en términos muy similares, al final del inciso segundo del mismo artículo.

b)
En el Nº 14 del Senado, que ha pasado a ser 17, la Comisión acordó en su primer informe (Nº 16) substituir el artículo 141, que se refiere a la improcedencia de la prisión preventiva, señalando en su inciso cuarto que podría esta medida, en todo caso, decretarse en los eventos previstos en el inciso segundo, referencia equivocada puesto que debió hacerse al inciso tercero, que fue lo que, en definitiva, se acordó.

c)
En el Nº 18 del Senado, que ha pasado a ser 21, la Comisión en su primer informe 
(Nº 19),acordó modificar el artículo 182, que se refiere al secreto de las actuaciones de la investigación, substituyendo el inciso segundo para establecer que el imputado y los demás intervinientes en el procedimiento, podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y policial que no revistieren el carácter de secretos. 


Al respecto, la Comisión acordó suprimir la frase final “que no revistieren el carácter de secretos” porque el citado inciso segundo se refiere a la regla general en materia de publicidad de las actuaciones de los intervinientes, quedando el carácter secreto de dichas actuaciones regulado en el inciso siguiente del mismo artículo, circunstancia que quita todo sentido a la frase que se suprimió.

d)
En el Nº 25 del primer informe de la Comisión, que pasó a ser 28, se acordó substituir el inciso final del artículo 247, que trata del plazo para declarar el cierre de la investigación, para agregar una nueva causal de suspensión de dicho plazo, incorporando una letra c) que señala que tal suspensión se produciría desde que se alcanzara un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta que hubiere debidamente garantizado su cumplimiento a satisfacción de esta última.


La Comisión, por razones puramente formales, acordó invertir el orden de la frase “debidamente garantizado”, quedando en definitiva como “garantizado debidamente”.

e)
En el Nº 36 del primer informe de la Comisión, que pasó a ser 40, se acordó substituir el inciso tercero del artículo 325, que trata de la audiencia de apertura del juicio oral, agregando que, además de concederse la palabra al fiscal para que exponga la acusación y al querellante para que sostenga dicha acusación o la demanda civil si la hubiere interpuesto, deberá concedérsela también al actor civil.


Al respecto, se acordó suprimir la mención del actor civil, por cuanto éste coincide con el acusador o querellante.

f)
En el Nº 39 del Senado, que ha pasado a ser 44, la Comisión en su primer informe (Nº 40) acordó substituir el inciso primero del artículo 344, que se refiere al plazo para la redacción de la sentencia, a fin de establecer para el caso de que no se diere cumplimiento a la lectura de la sentencia dentro del plazo de cinco días desde el pronunciamiento sobre absolución o condena, lo que trae aparejadas sanciones para los jueces, un nuevo plazo para la fijación de una nueva audiencia de lectura, estableciéndolo en un máximo de siete días a contar de la fecha fijada para la primera audiencia de lectura.


La Comisión acordó fijar este último plazo en sólo dos días, por corresponder ello al plazo adicional con que cuentan los jueces actualmente y que la norma vigente señala en el inciso primero, al disponer que, en caso de incumplimiento del primer plazo, se fijará una nueva audiencia la que no podrá tener lugar más allá de siete días a contar desde la comunicación sobre absolución o condena.


Cabe precisar que lo que originó la modificación a este inciso, fue establecer una ampliación del plazo original en atención al tiempo de duración del juicio.

g)
En el Nº 41 del primer informe de la Comisión, que pasó a ser 45, se propuso substituir el artículo 345, que trata sobre determinación de la pena, a fin de establecer que en la audiencia a que se citara al efecto, las partes podrían concurrir con los antecedentes en que fundaran sus alegaciones.


La Comisión acordó reemplazar, por razones formales, la frase final, refiriéndola a los antecedentes que las partes estimen necesarios para fundar sus peticiones.

h)
En el Nº 45 del primer informe de la Comisión, que pasó a ser 49, se propuso modificar la letra a) del artículo 373, el que se refiere a las causales del recurso de nulidad, señalando dicha letra que una de estas causales es la infracción substancial de derechos garantizados por la Constitución o los tratados internacionales, infracción que puede ocurrir durante la tramitación del juicio o en el pronunciamiento de la sentencia.


La Comisión acordó substituir las expresiones “la tramitación del juicio” por “cualquier etapa del procedimiento”. Por un error formal, al efectuar la substitución, se omitió incluir el artículo “la”

i)
En el Nº 47 del Senado, que pasó a ser 55, la Comisión en su primer informe (Nº 50) acordó modificar el artículo 393, que se refiere a la preparación del juicio simplificado, conviniendo substituir la frase “citará a todos los intervinientes al juicio” por la siguiente “ citará a todos los intervinientes a la audiencia a que se refiere el artículo 395 bis”.


La Comisión acordó substituir la mención del artículo 395 bis, por otra al artículo 394, por ser esa la norma que se refiere a la audiencia a la que corresponde citar en este caso.

j)
En el Nº 49 del Senado, que pasó a ser 57, la Comisión en su primer informe (Nº 52) acordó modificar el artículo 395, que se refiere a la resolución inmediata en el juicio simplificado, es decir, cuando el imputado acepta su responsabilidad en los hechos. La modificación consistió en agregar una oración final para permitir al fiscal modificar la pena que hubiere requerido con la finalidad de que el imputado admita su responsabilidad.


La Comisión acordó substituir las expresiones “ con la finalidad” por la siguiente “ para el evento” por estimar que ello precisaba mejor el sentido de la norma que se incorpora.

10. Modificaciones introducidas al texto aprobado por el Senado.


La Comisión introdujo las siguientes enmiendas al texto aprobado por el Senado:

En el artículo 1º:

1)
En el número 1, ha intercalado entre las frases “ del tribunal que la expidió” y “ de la hora en que se emitió”, lo siguiente: “ del hecho que la fundamenta”.

2)
Ha agregado un número 2, nuevo, del siguiente tenor:


“2) Reemplázanse en el artículo 10 las expresiones “juez de garantía” y “juez” por “tribunal”.

3)
Ha agregado el siguiente número 3, nuevo:


“3) Modifícase el artículo 12 en los siguientes términos:

a)
substitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “víctima” por una coma (,), y

b)
intercálase entre la palabra “querellante” y la coma (,) que la sigue, la frase “ y al tercero civilmente responsable”.

4)
Ha substituido el Nº 2, que ha pasado a ser 4, por el siguiente:


“4) Substitúyese el inciso primero del artículo 39 por el siguiente:


“Artículo 39.- Reglas generales. De las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, el tribunal de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema se levantará un registro en la forma señalada en este párrafo.”.

5)
Ha substituido el Nº 3, que ha pasado a ser 5, por el siguiente:


“5) Derógase el artículo 40.”.

6)
Ha agregado un Nº 6, nuevo, del siguiente tenor:


“6) Substitúyese el artículo 41 por el siguiente:


“Artículo 41.- Registro de actuaciones ante los tribunales con competencia en materia penal. Las audiencias ante los jueces con competencia en materia penal se registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su fidelidad, tal como audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”.

7)
El Nº 4 ha pasado a ser 7, sin modificaciones.

8)
Ha agregado un Nº 8, nuevo, del siguiente tenor:


“8) Modifícase el artículo 59 en los siguientes términos:

a)
Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “imputado” y la coma (,) que la sigue, la frase: “y del tercero civilmente responsable”.

b)
Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “imputado” y la coma (,) que la sigue, la frase “ o del tercero civilmente responsable”.

9)
Ha agregado el siguiente Nº 9, nuevo, del siguiente tenor: 


“9) Substitúyese en el inciso primero del artículo 62, la palabra “imputado” por la siguiente: “demandado”.

10) Ha substituido en el Nº 5, que ha pasado a ser 10, la letra b) por la siguiente:


“b) Asimismo, si la detención se practicare en un lugar que se encontrare fuera del territorio jurisdiccional del juez que hubiere emitido la orden, será competente para conocer de la primera audiencia judicial del detenido el juez de garantía del lugar donde se hubiere practicado la detención cuando la orden respectiva hubiere emanado de un juez con competencia en un asiento de Corte de Apelaciones diverso. Cuando en la primera audiencia judicial se decretare la prisión preventiva del imputado, el juez deberá ordenar su traslado inmediato al establecimiento penitenciario del territorio jurisdiccional del juez del procedimiento. Lo previsto en este inciso no tendrá aplicación cuando la orden de detención emanare de un juez de garantía de la Región Metropolitana de Santiago y ésta se practicare dentro de su territorio, caso en el cual la primera audiencia judicial siempre deberá realizarse ante el juzgado naturalmente competente.”.

11) En el Nº 6, que ha pasado a ser 11, ha intercalado en la oración final que se agrega, entre las palabras “ investigación de” y “ delitos”, la expresión “determinados”.

12) Ha agregado un Nº 12, nuevo, del siguiente tenor: 


“12) Intercálase en la letra c) del artículo 109, entre las palabras “imputado” y “acciones” los términos “ o el tercero civilmente responsable”.

13) Ha substituido el Nº 7, que ha pasado a ser 13, por el siguiente:


“13) Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 111:


“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”.

14) Ha substituido el Nº 8, que ha pasado a ser 14, por el siguiente:


“14) Substitúyese el inciso final del artículo 129 por los dos siguientes:


“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que hubiere quebrantado su condena, al que se fugare estando detenido, al que tuviere orden de detención pendiente, a quien fuere sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hubieren aplicado y al que violare la condición del artículo 238, letra b), que le hubiere sido impuesta para protección de otras personas.”.


“Asimismo, tratándose de crímenes y simples delitos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención.”.

15)
Ha substituido el Nº 9, que ha pasado a ser 15, por el siguiente:


15) Reemplázase la letra e) del artículo 130 por la siguiente:


“e) El que las víctimas de un delito que reclamaren auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.

16) En el Nº 10, que ha pasado a ser 16, ha substituido el nuevo inciso tercero por el siguiente:


“Cuando el fiscal ordenare poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación

a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública.”.

17) Ha suprimido el Nº 11.

18) Ha suprimido el Nº 12.

19) Ha suprimido el Nº 13.

20) Ha substituido el Nº 14, que ha pasado a ser 17, por el siguiente:


“17) Substitúyese el artículo 141 por el siguiente:


“Artículo 141.- Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.


En consecuencia, no procederá la prisión preventiva:

a)
Cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos.

b)
Cuando se tratare de delitos de acción privada.


Si el delito imputado estuviere sancionado con una pena privativa o restrictiva de libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, o bien, cuando el imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley y existiere una necesidad cautelar especialmente relevante, el tribunal impondrá preferentemente, alguna de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos que estimare que, en el caso concreto, la prisión preventiva resulta indispensable para satisfacer la necesidad cautelar.


Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso tercero cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6º de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado pudiere incumplir su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.


La prisión preventiva no procederá respecto del imputado que se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar su cumplimiento efectivo y el fiscal o el querellante estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo siguiente, podrán recabarla anticipadamente de conformidad a las disposiciones de este párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.

21)
Ha suprimido el Nº 15.

22) El Nº 16 ha pasado a ser 18, sin modificaciones.

23) Ha agregado un Nº 19, nuevo, del siguiente tenor:


“19) Intercálase en el inciso primero del artículo 157, entre la palabra “imputado” y la coma que la sigue (,), los términos “o del tercero civilmente responsable”.

24) El Nº 17 ha pasado a ser 20, sin modificaciones.

25) Ha substituido el Nº 18, que ha pasado a ser 21, por el siguiente:


“21) Substitúyese el inciso segundo del artículo 182 por el siguiente:


“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y policial.”.

26) Ha suprimido el Nº 19.

27) Ha suprimido el Nº 20.

28) Ha suprimido el Nº 21.

29) Ha substituido el Nº 22 por el siguiente:


“22) Reemplázase la oración inicial del inciso quinto del artículo 222, por la siguiente:


“Las empresas telefónicas y de comunicaciones deberán dar cumplimiento a esta medida, proporcionando a los funcionarios encargados de la diligencia las facilidades necesarias para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se requiera.”.

23) Ha substituido el Nº 23 por el siguiente:


“Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 230, pasando el actual a ser inciso tercero:


“El fiscal podrá, por una sola vez, complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario. Si el defensor planteare la necesidad de la práctica de diligencias precisas y determinadas, como consecuencia de la complementación de la formalización, el juez de garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, que en ningún caso podrá exceder de seis meses.”.

24) Ha substituido el Nº 24 por el siguiente:


“24) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 237:

a)
Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estimare necesarios para resolver.”, ubicándola como nuevo inciso segundo.

b)
Substitúyese su actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, por el siguiente: 


“Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.

25) Ha substituido el Nº 25 por el siguiente:


Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 238:

a)
Substitúyese la conjunción “y” que figura al final de la letra f), por un punto y coma (;);

b)
Substitúyese el punto final (,) de la letra g), por la conjunción “y”, y

c)
Agrégase la siguiente letra h), nueva:


“h) U otra condición que resulte adecuada en consideración con las circunstancias del caso concreto de que se trate y sea propuesta, fundadamente, por el ministerio público.”.

26) Ha agregado el siguiente Nº 26, nuevo:


“26) Intercálase en el inciso primero del artículo 241 entre la palabra “imputado” y la conjunción “y” que la sigue, los términos “ o el tercero civilmente responsable”.

27) Ha substituido el Nº 26, que ha pasado a ser 27, por el siguiente:


“27) Reemplázase, en el artículo 242, la oración “Junto con aprobar el acuerdo reparatorio propuesto” por la siguiente: “ Una vez cumplidas las obligaciones contraídas por el imputado en el acuerdo reparatorio o garantizadas debidamente a satisfacción de la víctima”.

28) Ha agregado el siguiente Nº 28, nuevo:


Substitúyese el inciso final del artículo 247 por el siguiente:


“El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá en los casos siguientes:

a)
cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento;

b)
cuando se decretare sobreseimiento temporal de conformidad a lo previsto en el artículo 252, y

c)
desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta que hubiere garantizado debidamente su cumplimiento a satisfacción de esta última. “.

29) Ha suprimido el Nº 27.

30) Ha agregado el siguiente Nº 29, nuevo:


“29) Substitúyese el inciso primero del artículo 257, por el siguiente:


““Reapertura de la investigación. Dentro de los diez días siguientes al cierre de la investigación, los intervinientes podrán reiterar la solicitud de diligencias precisas de investigación que oportunamente hubieren formulado durante la investigación y que el ministerio público hubiere rechazado o respecto de las cuales no se hubiere pronunciado.”.

31) Ha agregado los siguientes números 30,31 y 32, nuevos:


“30) Intercálase en el artículo 262, entre la palabra “acusado” y la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “o al tercero civilmente responsable, en su caso”.


“31)Modifícase el inciso primero del artículo 273 en los siguientes términos:

a)
substitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “querellante” por una coma (,), y

b)
intercálase entre la palabra “imputado” y la preposición “a” la frase: “ y al tercero civilmente responsable, en su caso,”.


“32) Modifícase el inciso primero del artículo 275 en los siguientes términos:

a)
suprímese la conjunción “y” que antecede a los términos “ el imputado”, y 

b)
intercálase entre las palabras “imputado” y “podrán” lo siguiente: “ y el tercero civilmente responsable”.

32) Ha substituido el Nº 28, que ha pasado a ser 33, por el siguiente:


“28) Intercálase en el inciso tercero del artículo 276, entre las palabras “ las pruebas” y la conjunción “que”, los términos “ de cargo”.

33) Ha substituido el Nº 29, que ha pasado a ser 34, por el siguiente:


“34) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 277:


“Si se excluyeran, por resolución firme, pruebas de cargo que el ministerio público considerare esenciales para sustentar su acusación en el juicio oral respectivo, el fiscal podrá solicitar el sobreseimiento definitivo de la causa ante el juez competente, el que la decretará en audiencia convocada al efecto.”.

34) El Nº 30 ha pasado a ser 35, sin modificaciones.

35) El Nº 31 ha pasado a ser 36, sin modificaciones.

36) Ha suprimido el Nº 32.

37) Ha substituido el Nº 33, que ha pasado a ser 37, por el siguiente:


“37) Modifícase el inciso primero del artículo 314, en los siguientes términos:

a)
agrégase después de la palabra “solicitar”, la siguiente frase: “ en la audiencia de preparación del juicio oral” , y

b)
substitúyense las expresiones “ al juicio oral” por las siguientes “ a dicho juicio”.

38) Ha substituido el Nº 34, que ha pasado a ser 38, por el siguiente:


“38) Introdúcese, en el artículo 315, el siguiente inciso final:


“No obstante, de manera excepcional, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobre sustancias estupefacientes o psicotrópicas, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes lo solicitara fundadamente, la comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.” 

39) Ha substituido el Nº 35, que ha pasado a ser 39, por el siguiente:


“39) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 316, la palabra “tribunal”, todas las veces que aparece, por la siguiente: “juez de garantía”.

40) Ha suprimido el Nº 36.

41) Ha agregado los siguientes números 40 y 41, nuevos:


“40) Substitúyese el inciso tercero del artículo 325 por el siguiente:


“Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que exponga su acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda civil si la hubiere interpuesto. 


“41) Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente tenor:


“Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a través de videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto para su examen y contraexamen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición en una audiencia que será especialmente citada al efecto, debiendo comparecer los testigos o peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se encuentren.”.

42) Ha substituido el Nº 37, que ha pasado a ser 42, por el siguiente:


“42) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 331:

a)
Sustitúyese, en su encabezamiento, la palabra “Lectura” por “Reproducción”, e intercálanse los vocablos “ reproducirse o” después de la forma verbal “ Podrá “, y 

b)
Incorpórase en su letra a), a continuación del numeral “191”, el guarismo “192, precedido de una coma(,)”.

43) Ha substituido el Nº 38, que ha pasado a ser 43, por el siguiente:


“43) Reemplázanse, en los incisos primero y segundo del artículo 338, las frases “ fiscal, al acusador particular y al defensor” y “ fiscal y al defensor “, respectivamente, por la siguiente: “ fiscal, al acusador particular, al actor civil y al defensor”.


44) Ha substituido el Nº 39, que ha pasado a ser 44), por el siguiente:


“Substitúyese el inciso primero del artículo 344 por el siguiente:


“Artículo 344.- Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos sin que hubiere tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del segundo día contado desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se diere lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión hubiere sido la de absolución del acusado. Si, siendo varios los acusados, se hubiere absuelto a alguno de ellos, la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hubieren sido condenados. 

45) Ha agregado un número 45, nuevo, del siguiente tenor:


“45) Substitúyese el artículo 345 por el siguiente:


“Artículo 345.- Determinación de la pena. Pronunciada la decisión de condena, el tribunal citará a una audiencia con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, salvo que todos los intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes podrán concurrir con los antecedentes que estimen necesarios para fundar sus peticiones. En todo caso, la realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.

46) Ha substituido el Nº 40, que ha pasado a ser 46, por el siguiente:



“46) Substitúyense en el artículo 346, los términos “lectura de” por los siguientes: “ comunicación de la”.

47) El Nº 41 ha pasado a ser 47, sin modificaciones.

48) Ha substituido la letra a) del Nº 42, que ha pasado a ser 48, por la siguiente:


“a) Substitúyese, en el inciso segundo, la frase “ el tiempo de detención” por lo siguiente: “proporcionalmente el tiempo de detención, privación de libertad total o parcial,”, y

49) Ha agregado un número 49, nuevo, del siguiente tenor:


“49) Substitúyese en la letra a) del artículo 373 la frase “la tramitación del juicio”, por la siguiente: “ cualquier etapa del procedimiento”.

50) El Nº 43 ha pasado a ser 50, sin modificaciones.

51) Ha substituido el Nº 44, que ha pasado a ser 51, por el siguiente:


“51) Agrégase, en el artículo 385, el siguiente inciso segundo:


“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueran incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hubieren dado por establecidos en el fallo recurrido.”.

52) Ha agregado un número 52, nuevo, del siguiente tenor:


“52) Suprímense en el inciso segundo del artículo 388, substituyendo la coma (,) por un punto final (.), las oraciones que siguen a la palabra “mínimo”.

53) Ha substituido el Nº 45, que ha pasado a ser 53, por el siguiente:

a)
Substitúyese en el inciso primero del artículo 390, la palabra “juicio” por “audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final:


“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta la deducción de la acusación, el fiscal podrá dejar sin efecto la formalización de la investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el artículo 230, y proceder conforme a las reglas de este título.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“Asimismo, si habiendo presentado acusación, la pena requerida no excede de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, la acusación se tendrá como requerimiento, debiendo el juez disponer la continuación del procedimiento de conformidad a las normas de este Título.”.

54) El Nº 46 ha pasado a ser 54, sin modificaciones.

55) Ha substituido el Nº 47, que ha pasado a ser 55, por el siguiente:


“55) Modifícase el inciso primero del artículo 393, en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase el título “Preparación del juicio.” por “ Citación a audiencia.”,y

b)
Substitúyese la frase “citará a todos los intervinientes al juicio, el” por la siguiente: “citará a todos los intervinientes a la audiencia a que se refiere el artículo 394, la”.

56) El Nº 48 ha pasado a ser 56, sin modificaciones.

57) Ha substituido el Nº 49, que ha pasado a ser 57, por el siguiente:


“57) Modifícase el artículo 395 en los siguientes términos:

a)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:

1.
Substitúyese la expresión “del juicio” por “de la audiencia”

2.
Agrégase al final del inciso, substituyendo el punto final por un punto seguido, lo siguiente: “Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal podrá modificar la pena requerida para el evento de que el imputado admita su responsabilidad.”.

b)
Substitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan para la determinación de la pena.”.

58) Ha substituido el Nº 50, que ha pasado a ser 58, por el siguiente:


“58) Agrégase el siguiente artículo 395 bis:


“Artículo 395 bis.- Preparación del juicio simplificado. Si el imputado no admitiere responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado, el cual tendrá lugar inmediatamente, si ello fuere posible, o a más tardar dentro de quinto día.”.

59) El Nº 51 ha pasado a ser 59, sin modificaciones.

60) Ha suprimido el Nº 52.

61) Ha suprimido el Nº 53.

62) El Nº 54 ha pasado a ser 60, sin modificaciones.

63) En el Nº 55, que ha pasado a ser 61, ha colocado, en el inciso segundo, entre comas la frase “en su caso” y ha substituido en el inciso tercero las expresiones “ de colaboración substancial para el esclarecimiento de los hechos” por la siguiente: “ del artículo 11 Nº 9 del Código Penal”.

64) El Nº 56 ha pasado a ser 62, sin modificaciones.

65) Ha substituido el Nº 57, que ha pasado a ser 63, por el siguiente:


“63) Agréganse, en el artículo 470, los siguientes incisos quinto y sexto:


“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no tendrá aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al juez que autorice proceder a su destrucción.”.

66) Ha agregado el siguiente número 64, nuevo:


“64) Substitúyese el inciso segundo del artículo 485 por el siguiente:


“Asimismo, se aplicará a partir de esa fecha, a las solicitudes de extradición pasiva y detención previa a las mismas que recibiere la Corte Suprema que versen sobre hechos ocurridos en el extranjero con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago. En consecuencia, los Ministros de esa Corte a quienes, en virtud del artículo 52, Nº 3, del Código Orgánico de Tribunales correspondiere conocer las extradiciones pasivas que versen sobre hechos acaecidos con anterioridad a dicha entrada en vigencia, continuarán aplicando el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Penal.”.


En el artículo 2º:

67)
Ha substituido este artículo por el siguiente: 


“Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

a)
Substitúyese el epígrafe del párrafo 2 bis del Título VI del Libro II por el siguiente:


“De la obstrucción a la investigación.

b)
Modifícase el artículo 269 bis en el siguiente sentido:

1.
Substitúyese el inciso primero por los cinco siguientes:


“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que condujeren al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados condujeren al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.


El abogado que incurriere en las conductas descritas en los incisos anteriores será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


La retractación oportuna de quien hubiere incurrido en las conductas de que trata el presente artículo constituirá circunstancia atenuante. Tratándose de las conductas a que se refiere el inciso segundo la atenuante se considerará como muy calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.


Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver alguna medida solicitada en virtud de los antecedentes falsos aportados o, en su caso, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.

2.
En el inciso segundo, substitúyese la frase que sigue a la palabra “Código”por la siguiente: “ y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

c)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:

a).
Agrégase a continuación de la expresión “existencia” los términos “ o inexistencia”, y

b)
Agrégase a continuación de la frase “`participación punible en él”suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “ de alguna persona o su inocencia,”.

68) En el artículo 3º, substituye en el primer inciso que agrega la letra b), la frase “ en que el nuevo proceso penal se encuentre vigente” por la siguiente: “ excluida la Región Metropolitana de Santiago.”.

69) En el artículo 4º, ha intercalado en el encabezamiento que se propone para el inciso primero del artículo 14 de la ley Nº 18.314, entre las palabras “decrete” y “ por resolución fundada”la expresión “además”, entre comas.

70) En el artículo 5º, ha substituido en la letra a) la expresión “inciso” por “párrafo” y ha reemplazado la frase “ de mayor connotación social” por la siguiente: “ que generan mayor conmoción social”.

71) Ha agregado los siguientes artículos 6º y 7º, nuevos:


“Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:


Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las facultades que se le otorgan en las leyes números 12.927, sobre Seguridad del Estado, 17.798, sobre Control de Armas y 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el Ministro del Interior, el Subsecretario del Interior, los Intendentes y Gobernadores, en su caso, podrán deducir querella:

a)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hayan alterado el orden público;

b)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad pública, generando en toda o en un sector de la población, el temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos 5 y 6; los de los párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro II del Código Penal, y 

c)
cuando se trate de los delitos contemplados en las leyes números 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas.”.


“Artículo 7º..- Agrégase el siguiente artículo 76 en la ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública; 


“Artículo 76.- A la Defensoría Penal Pública no le serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46, y 64, letra f) de la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.”.

-o-


Por las razones expuestas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

1)
Substitúyese el inciso tercero del artículo 9º por el siguiente:


“Tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u orden judicial fuere indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente. No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquella, con indicación del tribunal que la expidió, del hecho que la fundamenta y de la hora en que se la emitió.

2)
Reemplázanse en el artículo 10 las expresiones “juez de garantía” y “juez” por “tribunal”.

3)
Modifícase el artículo 12 en los siguientes términos:

a)
substitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “víctima” por una coma (,), y

b)
intercálase entre la palabra “querellante” y la coma (,) que la sigue, la frase “ y al tercero civilmente responsable”.

4)
Substitúyese el inciso primero del artículo 39 por el siguiente:


“Artículo 39.- Reglas generales. De las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, el tribunal de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema se levantará un registro en la forma señalada en este párrafo.”.

5)
Derógase el artículo 40.

6)
Substitúyese el artículo 41 por el siguiente:


“Artículo 41.- Registro de actuaciones ante los tribunales con competencia en materia penal. Las audiencias ante los jueces con competencia en materia penal se registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su fidelidad, tal como audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”.
7)
Incorpórase, en el inciso primero del artículo 48, antes del punto final (.), la siguiente frase: “ o cuando el tribunal estime razonable eximirle por razones fundadas.”.

8)
Modifícase el artículo 59 en los siguientes términos:

a)
Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “imputado” y la coma (,) que la sigue, la frase: “ y del tercero civilmente responsable” 

b)
Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “imputado”y la coma (,) que la sigue, la frase “ o del tercero civilmente responsable”

9)
Substitúyese en el inciso primero del artículo 62, la palabra “imputado” por la siguiente: “demandado”.

10) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 70:

a)
Modifícase el inciso segundo en la forma que se indica:

i.
Intercálase en el primer párrafo, a continuación de la palabra “diligencias”, los vocablos “u órdenes”, e

ii.
En el segundo párrafo, intercálase, a continuación de la palabra “diligencia”, la frase “ o cumplida la orden”.

b)
Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Asimismo, si la detención se practicare en un lugar que se encontrare fuera del territorio jurisdiccional del juez que hubiere emitido la orden, será competente para conocer de la primera audiencia judicial del detenido el juez de garantía del lugar donde se hubiere practicado la detención cuando la orden respectiva hubiere emanado de un juez con competencia en un asiento de Corte de Apelaciones diverso. Cuando en la primera audiencia judicial se decretare la prisión preventiva del imputado, el juez deberá ordenar su traslado inmediato al establecimiento penitenciario del territorio jurisdiccional del juez del procedimiento. Lo previsto en este inciso no tendrá aplicación cuando la orden de detención emanare de un juez de garantía de la Región Metropolitana de Santiago y ésta se practicare dentro de su territorio, caso en el cual la primera audiencia judicial siempre deberá realizarse ante el juzgado naturalmente competente.”.

11) En el artículo 87, incorpórase, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “ Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias inmediatas para la investigación de determinados delitos.”.

12) Intercálase en la letra c) del artículo 109, entre las palabras “imputado” y “acciones” los términos “ o el tercero civilmente responsable”.

13) Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 111:


“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”.

14) Substitúyese el inciso final del artículo 129 por los dos siguientes:


“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que hubiere quebrantado su condena, al que se fugare estando detenido, al que tuviere orden de detención pendiente, a quien fuere sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hubieren aplicado y al que violare la condición del artículo 238, letra b), que le hubiere sido impuesta para protección de otras personas.”.


“Asimismo, tratándose de crímenes y simples delitos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención.”.

15) Reemplázase la letra e) del artículo 130 por la siguiente:


“e) El que las víctimas de un delito que reclamaren auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.

16) Agréganse en el artículo 131, los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Cuando el fiscal ordenare poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública.


Para los efectos de poner a disposición del juez al detenido, las policías cumplirán con su obligación legal dejándolo bajo la custodia del personal de Gendarmería del respectivo tribunal.”.

17) Substitúyese el artículo 141 por el siguiente:


“Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.


En consecuencia, no procederá la prisión preventiva:

a)
Cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos.

b)
Cuando se tratare de delitos de acción privada.


Si el delito imputado estuviere sancionado con una pena privativa o restrictiva de libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, o bien, cuando el imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley y existiere una necesidad cautelar especialmente relevante, el tribunal impondrá preferentemente, alguna de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos que estimare que, en el caso concreto, la prisión preventiva resulta indispensable para satisfacer la necesidad cautelar.


Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso tercero cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6º de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado pudiere incumplir su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.


La prisión preventiva no procederá respecto del imputado que se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar su cumplimiento efectivo y el fiscal o el querellante estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo siguiente, podrán recabarla anticipadamente de conformidad a las disposiciones de este párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.

18) En el artículo 154, incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de lo previsto en el artículo 9º para los casos urgentes.”.

19) Intercálase en el inciso primero del artículo 157, entre la palabra “imputado” y la coma que la sigue (,), los términos “o del tercero civilmente responsable”.

20) Agrégase, en el inciso tercero del artículo 180, después del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:


“Los notarios, archiveros y conservadores de bienes raíces, y demás organismos, autoridades y funcionarios públicos, deberán realizar las actuaciones y diligencias y otorgar los informes, antecedentes y copias de instrumentos que los fiscales les soliciten, en forma gratuita y exentos de toda clase de derechos e impuestos.”.

21) Substitúyese el inciso segundo del artículo 182 por el siguiente:


“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y policial.”.

22) Reemplázase la oración inicial del inciso quinto del artículo 222, por la siguiente:


“Las empresas telefónicas y de comunicaciones deberán dar cumplimiento a esta medida, proporcionando a los funcionarios encargados de la diligencia las facilidades necesarias para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se requiera.”.

23) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 230, pasando el actual a ser inciso tercero:


“El fiscal podrá, por una sola vez, complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario. Si el defensor planteare la necesidad de la práctica de diligencias precisas y determinadas, como consecuencia de la complementación de la formalización, el juez de garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, que en ningún caso podrá exceder de seis meses. “.

24) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 237:

a)
Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “ El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estimare necesarios para resolver.”ubicándola como nuevo inciso segundo.

b)
Substitúyese su actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto por el siguiente: 


“Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.

25) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 238:

a)
Substitúyese la conjunción “y” que figura al final de la letra f), por un punto y coma (;);

b)
Substitúyese el punto final (,) de la letra g), por la conjunción “y”, y

c)
Agrégase la siguiente letra h), nueva:


“h) U otra condición que resulte adecuada en consideración con las circunstancias del caso concreto de que se trate y sea propuesta, fundadamente, por el ministerio público.”.

26) Intercálase en el inciso primero del artículo 241 entre la palabra “imputado” y la conjunción “y” que la sigue, los términos “ o el tercero civilmente responsable”.

27) Reemplázase, en el artículo 242, la oración “ Junto con aprobar el acuerdo reparatorio propuesto” por la siguiente: “ Una vez cumplidas las obligaciones contraídas por el imputado en el acuerdo reparatorio o garantizadas debidamente a satisfacción de la víctima”.

28) Substitúyese el inciso final del artículo 247 por el siguiente:


“El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá en los casos siguientes:

a)
cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento;

b)
cuando se decretare sobreseimiento temporal de conformidad a lo previsto en el artículo 252, y

c)
desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta que hubiere garantizado debidamente su cumplimiento a satisfacción de esta última. 

29) Substitúyese el inciso primero del artículo 257, por el siguiente:


““Reapertura de la investigación. Dentro de los diez días siguientes al cierre de la investigación, los intervinientes podrán reiterar la solicitud de diligencias precisas de investigación que oportunamente hubieren formulado durante la investigación y que el ministerio público hubiere rechazado o respecto de las cuales no se hubiere pronunciado.”.

30) Intercálase en el artículo 262, entre la palabra “acusado” y la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “o al tercero civilmente responsable, en su caso”.

31) Modifícase el inciso primero del artículo 273 en los siguientes términos:

a)
substitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “querellante” por una coma (,), y

b)
intercálase entre la palabra “imputado” y la preposición “a” la frase: “ y al tercero civilmente responsable, en su caso,”.

32) Modifícase el inciso primero del artículo 275 en los siguientes términos:

a)
suprímese la conjunción “y” que antecede a los términos “ el imputado”, y 

b)
intercálase entre las palabras “imputado” y “podrán” lo siguiente: “ y el tercero civilmente responsable”.

33) Intercálase en el inciso tercero del artículo 276, entre las palabras “ las pruebas” y la conjunción “que” los términos “ de cargo”.

34) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 277:


“Si se excluyeran, por resolución firme, pruebas de cargo que el Ministerio Público considerare esenciales para sustentar su acusación en el juicio oral respectivo, el fiscal podrá solicitar el sobreseimiento definitivo de la causa ante el juez competente, el que la decretará en audiencia convocada al efecto.”.

35) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 280:

a)
Reemplázase, en su inciso segundo, la frase “Párrafo 3º del Título VIII del Libro Primero” por la siguiente: “Párrafo 6º del Título III del Libro Segundo” y


Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Para los efectos de lo establecido en los incisos anteriores, el juez de garantía citará a una audiencia especial para la recepción de la prueba anticipada.”.

36) En el inciso primero del artículo 281, reemplázase la frase “ a su notificación” por: “ al momento en que quede firme.”.

37) Modifícase el inciso primero del artículo 314, en los siguientes términos:

a)
agrégase después de la palabra “ solicitar”, la siguiente frase: “ en la audiencia de preparación del juicio oral,”,.y 

b)
substitúyense las expresiones “ al juicio oral” por las siguientes: “ a dicho juicio”.

38) Introdúcese, en el artículo 315, el siguiente inciso final:


“No obstante, de manera excepcional, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobre substancias estupefacientes o psicotrópicas, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes lo solicitara fundadamente, la comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.” 

39) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 316, la palabra “ tribunal”, todas las veces que aparece, por las siguientes: “juez de garantía”.

40) Substitúyese el inciso tercero del artículo 325 por el siguiente:


“Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que exponga su acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda civil si la hubiere interpuesto.”.

41) Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente tenor:


“Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar, no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a través de videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto para su examen y contraexamen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición en una audiencia que será especialmente citada al efecto, debiendo comparecer los testigos o peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se encuentren.”.

42) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 331:

a)
Substitúyese, en su encabezamiento, la palabra “Lectura” por “Reproducción”, e intercálanse los vocablos “ reproducirse o” después de la forma verbal “ Podrá “, y 

b)
Incorpórase en su letra a), a continuación del numeral “191”, el guarismo “192, precedido de una coma(,)”.

43) Reemplázanse, en los incisos primero y segundo del artículo 338, las frases “ fiscal, al acusador particular y al defensor” y “fiscal y al defensor”, respectivamente, por la siguiente: “ fiscal, al acusador particular, al actor civil y al defensor”.

44) Substitúyese el inciso primero del artículo 344 por el siguiente:


“Artículo 344.- Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos sin que hubiere tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del ssegundo día contado desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se diere lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión hubiere sido la de absolución del acusado. Si, siendo varios los acusados, se hubiere absuelto a alguno de ellos, la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hubieren sido condenados. 

45) Substitúyese el artículo 345 por el siguiente:


“Artículo 345.- Determinación de la pena. Pronunciada la decisión de condena, el tribunal citará a una audiencia con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, salvo que todos los intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes podrán concurrir con los antecedentes que estimen necesarios para fundar sus peticiones. En todo caso, la realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.

46) Substitúyese, en el artículo 346, los términos “lectura de “ por los siguientes; “comunicación de la”.

47) Reemplázance, en el artículo 347, los vocablos “Sentencia absolutoria” por “ Decisión absolutoria”.

48) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 348:

a)
Substitúyese, en el inciso segundo, la frase “el tiempo de detención” por lo siguiente: “proporcionalmente el tiempo de detención, privación de libertad total o parcial”.

b)
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Cuando se pronunciare la decisión de condena, el tribunal podrá, asimismo, disponer de oficio la revisión de las medidas cautelares personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”.

49) Substitúyese en la letra a) del artículo 373 la frase “la tramitación del juicio” por la siguiente: “ cualquier etapa del procedimiento”.

50) Agrégase, en el artículo 384, el siguiente inciso final, nuevo:


“El fallo del recurso se dará a conocer en la audiencia indicada al efecto, con la lectura de su parte resolutiva o de una breve síntesis de la misma.”.

51)Agrégase, en el artículo 385, el siguiente inciso segundo:


“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueran incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hubieren dado por establecidos en el fallo recurrido.”.

52) Suprímense en el inciso segundo del artículo 388, substituyendo la coma (,) por un punto final (.), las oraciones que siguen a la palabra “mínimo”.

53) Modifícase el artículo 390 en los siguientes términos:

a)
Substitúyese en el inciso primero la palabra “juicio” por “audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final:

“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta la deducción de la acusación, el fiscal podrá dejar sin efecto la formalización de la investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el artículo 230, y proceder conforme a las reglas de este título.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“Asimismo, si el fiscal formulare acusación y la pena requerida no excediere de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, la acusación se tendrá como requerimiento, debiendo el juez disponer la continuación del procedimiento de conformidad a las normas de este Título.”.

54) Modifícase el artículo 391 en la forma que se indica:

a)
Elimínase en la actual letra d) la conjunción “y”, substituyendo la coma (,) por un punto y coma (;) y

b)
Intercálase, a continuación del literal d), la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f):


“e) La pena solicitada por el requirente, y”.

55) Modifícase el inciso primero del artículo 393, en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase el título “Preparación del juicio” por “ Citación a audiencia”,y

b)
Substitúyese la frase “ citará a todos los intervinientes al juicio, el” por la siguiente: “ citará a todos los intervinientes a la audiencia a que se refiere el artículo 394, la”.

56) Agrégase, en el artículo 394, a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente párrafo, nuevo: 


“Asimismo, el fiscal podrá proponer la suspensión condicional del procedimiento, si se cumplieren los requisitos del artículo 237.”.

57) Modifícase el artículo 395 en los siguientes términos:

a)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:

1.
Substitúyese la expresión “del juicio” por “de la audiencia”

2.
Agrégase al final del inciso, substituyendo el punto final por un punto seguido, lo siguiente: “Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal podrá modificar la pena requerida para el evento de que el imputado admita su responsabilidad.”.

b)
Substitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan para la determinación de la pena.”.

58) Agrégase el siguiente artículo 395 bis, nuevo:


“Artículo 395 bis.- Preparación del juicio simplificado. Si el imputado no admitiere responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado, el cual tendrá lugar inmediatamente, si ello fuere posible, o a más tardar dentro de quinto día.”.

59) Substitúyese, en el artículo 396, la frase inicial del inciso primero “ Cuando el imputado solicitare la realización del juicio, éste se llevará a cabo de inmediato” por: “ El juicio simplificado comenzará”.

60) Elimínase, en el inciso primero del artículo 406, la frase “, en la audiencia de preparación del juicio oral”.

61) Substitúyese el artículo 407, por el siguiente:


“Artículo 407.- Oportunidad para solicitar el procedimiento abreviado. Una vez formalizada la investigación, la tramitación de la causa conforme a las reglas del procedimiento abreviado podrá ser acordada en cualquier etapa del procedimiento, hasta la audiencia de preparación del juicio oral.


Si no se hubiere deducido aún acusación, el fiscal y el querellante, en su caso, las formularán verbalmente en la audiencia que el tribunal convoque para resolver la solicitud de procedimiento abreviado, a la que deberá citar a todos los intervinientes. Deducidas verbalmente las acusaciones, se procederá en lo demás en conformidad a las reglas de este Título.


Si se hubiere deducido acusación, el fiscal y el acusador particular podrán modificarla según las reglas generales, así como la pena requerida, con el fin de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas de este Título. Para estos efectos, la aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del artículo 406 podrá ser considerada por el fiscal como suficiente para estimar que concurre la circunstancia atenuante del artículo 11 Nº 9 del Código Penal, sin perjuicio de las demás reglas que sean aplicables para la determinación de la pena.


Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el juez de garantía, se tendrán por no formuladas las acusaciones verbales realizadas por el fiscal y el querellante, lo mismo que las modificaciones que, en su caso, éstos hubieren realizado a sus respectivos libelos, y se continuará de acuerdo a las disposiciones del Libro Segundo de este Código.”.

62)Substitúyese el artículo 447, por el siguiente:


“Artículo 447.- De la modificación, revocación o sustitución de las medidas cautelares personales. En cualquier estado del procedimiento se podrán modificar, revocar o substituir las medidas cautelares personales que se hubieren decretado, de acuerdo a las reglas generales, pero el Ministro de la Corte Suprema tomará las medidas que estimare necesarias para evitar la fuga del imputado.”.

63) Agréganse, en el artículo 470, los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no tendrá aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al juez que autorice proceder a su destrucción.”.

64) Substitúyese el inciso segundo del artículo 485 por el siguiente:


“Asimismo, se aplicará a partir de esa fecha, a las solicitudes de extradición pasiva y detención previa a las mismas que recibiere la Corte Suprema que versen sobre hechos ocurridos en el extranjero con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago. En consecuencia, los Ministros de esa Corte a quienes, en virtud del artículo 52, Nº 3, del Código Orgánico de Tribunales correspondiere conocer las extradiciones pasivas que versen sobre hechos acaecidos con anterioridad a dicha entrada en vigencia, continuarán aplicando el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Penal.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

a)
Substitúyese el epígrafe del párrafo 2 bis del Título VI del Libro II por el siguiente:


“De la obstrucción a la investigación.

b)
Modifícase el artículo 269 bis en el siguiente sentido:

1.
Substitúyese el inciso primero por los cinco siguientes:


“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que condujeren al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados condujeren al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.


El abogado que incurriere en las conductas descritas en los incisos anteriores será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


La retractación oportuna de quien hubiere incurrido en las conductas de que trata el presente artículo constituirá circunstancia atenuante. Tratándose de las conductas a que se refiere el inciso segundo la atenuante se considerará como muy calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.


Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver alguna medida solicitada en virtud de los antecedentes falsos aportados o, en su caso, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.

2.
En el inciso segundo, que ha pasado a ser sexto, substitúyese la frase que sigue a la palabra “Código”por la siguiente: “ y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

c)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:

1)
Agrégase a continuación de la expresión “existencia” los términos “ o inexistencia”, y

2)
Agrégase a continuación de la frase “`participación punible en él”suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “ de alguna persona o su inocencia,”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales:

a)
Reemplázase en su inciso sexto, la expresión “ un año” por “ cinco años”, y 

b)
Agréganse dos incisos finales, nuevos, del siguiente tenor:


“Créanse Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país, excluida la Región Metropolitana de Santiago. Estas comisiones serán presididas por el Intendente Regional respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional del Ministerio Público, por el Defensor Penal Regional, por el Presidente Regional del Capítulo respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la región respectiva, por los representantes zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.


Dichas Comisiones tendrán a su cargo labores de coordinación, seguimiento y evaluación de la reforma procesal penal en la región respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de este artículo, a la que remitirán, a lo menos trimestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.


Artículo 4º.- Reemplázase el encabezamiento del inciso primero del artículo 14 de la ley N º 18.314, por el siguiente:


“En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, además, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”.


Artículo 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:


“a) Incorpórase, en el párrafo primero de la letra a), del artículo 17, la siguiente oración final: “Tratándose de los delitos que generan mayor conmoción social, dichos criterios deberán referirse, especialmente, a la aplicación de las salidas alternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias inmediatas para la investigación de los mismos, pudiendo establecerse orientaciones diferenciadas para su persecución en las diversas regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos delitos.”, y 


b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 21, la frase “ modificaciones legales destinadas a una más efectiva persecución de los delitos y protección de las víctimas y de los testigos” por “ las políticas públicas y modificaciones legales que estime necesarias para el mejoramiento del sistema penal, para una efectiva persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los testigos, y el adecuado resguardo de los derechos de las personas:”. 


Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:


Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las facultades que se le otorgan en las leyes números 12.927, sobre Seguridad del Estado, 17.798, sobre Control de Armas y 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el Ministro del Interior, el Subsecretario del Interior, los Intendentes y Gobernadores, en su caso, podrán deducir querella:

a)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hayan alterado el orden público;

b)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad pública, generando en toda o en un sector de la población, el temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos 5 y 6; los de los párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro II del Código Penal, y 

c)
cuando se trate de los delitos contemplados en las leyes números 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas.


Artículo 7º..- Agrégase el siguiente artículo 76 en la ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública; 


“Artículo 76.- A la Defensoría Penal Pública no le serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46, y 64, letra f) de la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.”.

-o-


Sala de la Comisión, a 19 de abril de 2005.


Continúa como diputado informante el señor Juan Bustos Ramírez.


Acordado en sesión de igual fecha con la asistencia de los diputados señora Laura Soto González (Presidenta), señora María Pía Guzmán Mena y señores Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Guillermo Ceroni Fuentes, Aníbal Pérez Lobos y Gonzalo Uriarte Herrera.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.

12. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Memorándum sobre Cooperación en materia de educación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”. (boletín Nº 3742-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa, en primer trámite constitucional, sin urgencia, sobre el proyecto de acuerdo señalado en el epígrafe, cuyo objeto es aprobar un tratado celebrado el 21 de enero de 1998, en el marco de la política del Gobierno, como lo señala el mensaje, en orden a cooperar y promover relaciones más estrechas entre Chile y Canadá en los más variados campos que abarca la relación bilateral.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos reglamentarios correspondientes se hace constar lo siguiente:

1°
Que la idea matriz o fundamental de este proyecto de acuerdo es aprobar un tratado internacional, celebrado con cláusula de ratificación, de modo que para dar curso a dicho trámite S.E. el Presidente de la República necesita la aprobación parlamentaria previa, conforme lo dispuesto por los artículos 32, N° 17, y 50, N° 1, de la Constitución Política de la República;

2°
Que el tratado internacional en trámite no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado ni de aquellas que deban ser conocidas por la H. Comisión de Hacienda, y

3°
Que la Comisión aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes: señora Allende Bussi, doña Isabel, y señores Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo, y

4º
Que Diputado informante fue designado por unanimidad el H. Diputado Edmundo Villouta Concha.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

1º
Una visión general de la relación chileno –canadiense permite señalar que históricamente los vínculos bilaterales han sido sólidos y estables; pero, a partir de 1990, éstos se han desarrollado ampliamente. En ese contexto, se han producido coincidencias en materias de política exterior importantes, como la posición conjunta que adoptaron en el caso de Irak, en el que ambos países rechazaron la guerra; además, los dos han participado en las misiones de apoyo a la estabilización política y social en Haití; ambos poseen posiciones similares en el tratamiento de los temas del Alca y la OMC; participan conjuntamente en la Comunidad de las Democracias, la Red de Seguridad Humana, el Grupo de Amigos de la Reforma de la ONU y colaboran estrechamente en la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, en la OEA y Apec.

2º
En materia comercial, el TLC firmado con Canadá, en 1997, ha sido una sólida base para la expansión del intercambio comercial, el que alcanza a los US$ 1000 millones, aproximadamente. Además, ha producido una fuerte expansión de las inversiones canadienses en el país, transformando a Canadá en el cuarto inversionista extranjero en Chile.

3º
Políticamente, ambos países han mantenido un estrecho contacto. A las periódicas visitas de diversas autoridades políticas e institucionales de Chile y Canadá, se han agregado giras del más alto nivel, como la del Primer Ministro Paul Martin, quien asistió con ministros de su Gabinete, a las reuniones de APEC en Chile. Además, recientemente, se produjo la visita al Congreso Nacional del Presidente de la Cámara de los Comunes, Excmo. señor Peter Milliken.

4º
Al tenor de lo declarado en el preámbulo del tratado sometido a la consideración de la H. Cámara, este instrumento responde al interés de los Gobiernos en facilitar la necesaria adquisición de conocimientos prácticos que permitan a estudiantes, educadores y nacionales de ambos países participar plenamente y competir en la nueva economía del siglo veintiuno, basada en el conocimiento.


Con tal propósito, se proponen ampliar la cooperación bilateral en el campo de la educación, sobre la base de reconocimiento y pleno respeto de la soberanía nacional de los dos países, en especial la responsabilidad y jurisdicción provincial y territorial de Canadá en materia de educación y la responsabilidad y jurisdicción federal respecto de las relaciones exteriores y el comercio internacional, y la autonomía de las instituciones educacionales.

III. RESEÑA DEL CONTENIDO DEL TRATADO EN TRÁMITE:


Este instrumento consta de 7 disposiciones, en la primera de las cuales los Gobiernos de Chile y Canadá dejan constancia formal del beneplácito con que reciben el flujo más libre de estudiantes, becarios, investigadores, educadores y especialistas en educación. En las siguientes determinan los ámbitos generales de la cooperación convenida; se comprometen al recíproco otorgamiento de becas, precisan el alcance de la cooperación en el ámbito de las nuevas tecnologías de aprendizaje, reconocen la importante responsabilidad que asume el sector privado en la tarea de la educación y la investigación, y, finalmente, facultan las instituciones y organizaciones académicas para celebrar los acuerdos específicos de cooperación que le darán aplicación concreta a este tratado.


En ese contexto, en la segunda disposición se proponen fomentar la cooperación y la identificación de oportunidades e intercambio de información en los ámbitos generales siguientes:

a)
Ecuación y capacitación, incluido el establecimiento de vínculos entre instituciones de todo nivel, en cursos de postgrado, cursos de especialización, desarrollo curricular, educación a distancia e intercambio de alumnos y profesores;

b)
Desarrollo de programas y proyectos especializados de educación y capacitación entre las autoridades e instituciones competentes;

c)
Investigación y desarrollo;

d)
Interacción entre organismos gubernamentales y funcionarios de instituciones educacionales y de capacitación, y

e)
Plena validación de estudios y cursos de capacitación realizados en el país huésped y mecanismos de convalidación de créditos con programas de intercambio.


Por otra parte, ambos Gobiernos contraen en la tercera disposición, el compromiso específico de ofrecerse mutuamente tres becas, de una duración máxima de un año académico, para estudios superiores e investigación en instituciones canadienses y chilenas, según el caso, del área de las humanidades, ciencias sociales, ingeniería y ciencias naturales.


Además, reconociendo que las nuevas tecnologías de aprendizaje hacen posible diseminar ampliamente el conocimiento, intercambiar intereses y metas comunes y ampliar el acceso de la comunidad a los recursos de información globales, se comprometen, en la disposición cuarta, a impulsar actividades de cooperación tendientes al progreso de la enseñanza mediante tecnologías de información y comunicación, educación por medio electrónicos y educación a distancia.


Por otra parte, las Partes reconocen, en la disposición quinta, que el sector privado es un socio en la tarea de la educación, por lo que se disponen a promover su participación en todas las áreas de cooperación en materia de educación, incluidas la investigación, el intercambio de estudiante y docentes, programas cooperativos y de movilidad y la incorporación de nuevas tecnologías de enseñanza en la infraestructura educacional.


Para los fines operativos del tratado, los Gobiernos declaran, en la disposición sexta, que los acuerdos específicos de cooperación convenidos serán negociados en forma directa por las instituciones y organizaciones académicas correspondientes de cada país.


Por última, en la disposición séptima, convienen las cláusulas finales propias de todo tratado, en las que se estipula la necesidad del trámite de ratificación para los efectos de su vigencia, la que será indefinida, sin perjuicio del derecho de alguna de las Partes de denunciarlo con seis meses de antelación a la fecha en que se desea que tenga término. También se admite le posibilidad de que el tratado sea modificado, exigiéndose para la vigencia de las modificaciones que ellas sean aprobadas conforme a los procedimientos internos del caso.

IV. DECISIÓN DE LA COMISIÓN.


El Convenio en informe tiene el carácter de tratado marco, de modo que su ejecución estará sujeta a la celebración de acuerdos complementarios de ejecución, los que también deberán ser sometidos a la consideración del Congreso Nacional si sus disposiciones inciden en materias propias de ley.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión ha compartido plenamente los propósitos de cooperación que animan al Gobierno de Chile y al Gobierno de Canadá en la celebración de este tratado, de modo que decidió, por la unanimidad ya informada, proponer a la H. Cámara que le preste su aprobación al artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo formula el mensaje.


El texto que la Comisión propone es el siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación en Materia de Educación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, suscrito en Santiago, el 21 de enero de 1998.”.

-o-


Discutido y despachado en sesión del 19 de abril de 2005, con asistencia del H. Diputado Villouta Concha, don Edmundo (Presidente de la Comisión); de las HH. Diputadas Allende Bussi, doña Isabel, y Pérez San Martín, doña Lily; y de los HH. Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo, y Tarud Daccarett, don Jorge.


Sala de la Comisión, a 19 de abril de 2005.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

13. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo marco de Cooperación entre el Gobierno de Chile, por una parte, y el Gobierno de la Región Valona y el Gobierno de la Comunidad Francesa de Bélgica, por otra parte”. (boletín Nº 3750-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa en primer trámite constitucional, sin urgencia, sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo Marco de Cooperación indicado en el epígrafe, celebrado por nuestro país con la Región Valona y la Comunidad Francesa del Reino de Bélgica, conforme a la política del Gobierno orientada a ampliar, mantener y reforzar los vínculos diplomáticos, económicos, técnicos y científicos con los Estados miembros de la Unión Europea y sus pueblos, según lo señala el mensaje.
I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes y previamente al análisis de fondo de estos instrumentos internacionales, se hace constar:

1°
Que la idea matriz o fundamental del proyecto de acuerdo es que la H. Cámara sancione un tratado internacional cuyas disposiciones no requieren de quórum especial para su aprobación ni tampoco que sean especialmente conocidas por la H. Comisión de Hacienda;

2º
Que conforme a lo dispuesto por el Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política, la H. Cámara sólo puede aprobar o desechar el tratado internacional sometido a su consideración;

3°
Que la Comisión aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes: señoras Allende Bussi, doña Isabel, y señores Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo, y

4°
Que por unanimidad se designó Diputada Informante a la H. Diputada Isabel Allende Bussi.
II. ANTECEDENTES GENERALES.

1º
Bélgica es un país europeo independiente desde 1830, cuando se separa de los Países Bajos. Tiene una superficie de 30.528 kilómetros cuadrados, posee una población de 10.192.000 habitantes, urbana en un 98%, mayoritariamente católicos, con un ingreso per cápita de US$ 16.500, aproximadamente. Los índices de alfabetismo son del 99%, tanto en varones como en mujeres.


Su régimen político es el de una monarquía parlamentaria y hereditario. El Rey es el Jefe del Estado y el Jefe del Gobierno es el Primer Ministro. Conforme a la Constitución, la persona del Rey, símbolo de la unidad y permanencia de la Nación, goza de inmunidad y los ministros de Estado asumen su responsabilidad política ante el Parlamento.


Su ciudad capital, Bruselas, es también capital de la Unión Europea y una de las sedes del Parlamento Europeo.


Es un país trilingüe: sus idiomas oficiales son el neerlandés, el francés y el alemán. Su situación geográfica, en la línea divisoria entre las culturas latina y germánica, explica su diversidad lingüística, la que junto con las preocupaciones económicas, han conducido a reformas constitucionales que han transformado el Estado unitario en un Estado federal, en el cual las Regiones y Comunidades están dotadas de poderes constitucionales autónomos que les permiten celebrar acuerdos de cooperación internacional en materias que son de su competencia exclusiva dentro de la Región o de la Comunidad, en los ámbitos de la economía, de la educación, la ciencia y la cultura; del medio ambiente y la agricultura, entre otros, sin afectar las facultades del Rey para dirigir las relaciones internacionales del Estado belga.


Esta nueva situación constitucional belga es expresamente reconocida en el considerando séptimo del Acuerdo marco en trámite.

2º
En tal virtud nuestro país ya ha celebrado acuerdos de cooperación con el Gobierno de la Comunidad Francesa de Bélgica, el 11 de enero de 1994, y con el Gobierno de la Región de Flandes del mismo país, el 22 de octubre de 1995, ambos actualmente vigentes e incorporados al orden interno.


Mediante el proyecto de acuerdo en trámite se somete a la consideración de la H. Cámara un nuevo acuerdo internacional celebrado con entidades federales de Bélgica, esta vez con su Comunidad Francesa y su Región Valona, las que actúan para estos efectos de manera concertada.


Es importante destacar que en la celebración de este Acuerdo, “las Partes”; esto es los Gobiernos Contratantes, expresan su confianza y adhesión comunes a los valores de libertad, democracia, justicia y solidaridad, y declaran que actúan animados por el espíritu de acercamiento entre Chile, por una parte, y la Unión Europea y sus Estados miembros, por la otra, prueba del cual es la firma del Acuerdo Marco de Asociación entre nuestro país, las Comunidades Europeas y sus países miembros, suscrito el 21 de junio de 1996. 

III. RESEÑA DEL TRATADO EN INFORME.


En los diez artículos de este instrumento, el Gobierno de Chile y los de la Región Valona y de la Comunidad Francesa de Flandes contraen, en términos análogos a los que se emplean en los tratados de este tipo, los compromisos siguientes:

a)
El de promover entre ellos, basándose en sus respectivas disposiciones constitucionales y respetando sus obligaciones internacionales y supranacionales, una cooperación global tendiente a establecer relaciones estrechas que produzcan efectos concretos, en las materias y según las formas siguientes (artículos 1, 2 y 3):


Las materias de la cooperación pueden ser las siguientes:


-ordenación del territorio, incluida la política y la protección del patrimonio;


-medio ambiente y política de las aguas; 


-vivienda;


-economía (expansión de la actividad económica, innovación, reestructuración, iniciativa industrial pública, comercio exterior, explotación de las riquezas naturales);


-descentralización administrativa;


-poderes subordinados (provincias, comunas);


-empleo y promoción social;


-obras públicas y transportes, y


-capacitación profesional.


En cuanto a las formas de la cooperación se contemplan:


-intercambio permanente de información, de experiencias y de personas, especialmente de quienes estén recibiendo instrucción práctica;


-otorgamiento mutuo de becas de capacitación, de investigación, de especialización o de verano;


-prácticas profesionales organizadas sobre una base de reciprocidad;


-colaboración entre instituciones diversas, como Cámaras de comercio e industria, universidades, empresas, asociaciones;


-transferencia recíproca de tecnologías y de conocimientos especializados, especialmente en el campo del medio ambiente, y 


-promoción de sociedades inter-empresas para pequeñas y medianas empresas.

b)
El de hacer lo posible por colaborar en el marco de las instituciones internacionales y supranacionales, procurando utilizar todas las posibilidades que dichas instituciones ofrezcan para participar en conjunto en programas de desarrollo y se consideran, para ese efecto, socios privilegiados (artículo 4).

c)
Como principio de gestión del Acuerdo se establece que ésta se llevará a cabo en forma conjunta, encomendada al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile y a la Comisión General de Relaciones Internacionales de la Comunidad francesa de Bélgica y al órgano análogo del Ministerio de Relaciones Exteriores de la Región Valona. La coordinación y supervisión, por Chile, será de cargo de la Agencia de Cooperación Internacional (AGCI) (artículo 5).


Este Acuerdo básico no contiene disposiciones que se opongan al orden normativo nacional o que establezcan exenciones y privilegios en favor del personal, equipos o material que se empleen en la cooperación, los que, en caso necesario, deberán ser determinados en acuerdos complementarios futuros.


Para el seguimiento y evolución de este Acuerdo, así como del Acuerdo de cooperación celebrado entre Chile y la Comunidad francesa de Bélgica, en 1994, se constituye un Comité Mixto Permanente conjunto, el que se reunirá cada dos años, en Chile y en Valonia o Bruselas, alternativamente (artículo 6).


Las Partes disponen que la cooperación se llevará a cabo teniendo en cuenta las reglas europeas en materia de no discriminación entre nacionales de los Estados de la Unión Europea (artículo 8).

d)
Por último, cabe señalar que este Acuerdo se celebra para que tenga vigencia por períodos de tres años, renovables mediante tácita reconducción por períodos de dos años, a menos que sea denunciado por una de las Partes, con aviso previo de seis meses (artículos 9 y 10).

IV. DECISIÓN DE LA COMISIÓN.


El tratado en trámite tiene el carácter de tratado marco, celebrado bajo cláusula de ratificación, de modo que conforme a lo dispuesto por los artículos 32, Nº 17, y 50, Nº 1, de la Constitución Política debe ser aprobado por el Congreso Nacional para que el Presidente de la República pueda dar curso a dicho trámite, y los acuerdos complementarios de ejecución que se celebren durante su vigencia también deberán ser sometidos a la consideración del Congreso Nacional si sus disposiciones inciden en materias propias de ley:


Por otra parte, la Comisión ha compartido plenamente los propósitos de cooperación que animan a los Gobiernos de Chile, por una parte, y de la Región Valona y de la Comunidad Francesa de Bélgica, por otra; de modo que decidió, por la unanimidad ya informada, proponer a la H. Cámara que le preste su aprobación al artículo único de proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo formula el mensaje; es decir en los siguientes:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo Marco de Cooperación entre el Gobierno de la República de Chile, por una parte, y el Gobierno de la Región Valona y el Gobierno de la Comunidad Francesa de Bélgica, por otra parte”, suscrito en Santiago el 31 de julio de 1997.”.

-o-


Discutido y despachado en sesión del 19 de abril de 2005, con asistencia del H. Diputado Villouta Concha, don Edmundo (Presidente de la Comisión); de las HH. Diputadas Allende Bussi, doña Isabel, y Pérez San Martín, doña Lily; y de los HH. Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo, y Tarud Daccarett, don Jorge.


Sala de la Comisión, a 19 de abril de 2005.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

14. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación Científica y Técnica entre la República de Chile y el Gobierno de las Islas Marshall”. (boletín Nº 3751-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa, en primer trámite constitucional, sin urgencia, sobre el proyecto de acuerdo señalado en el epígrafe, cuyo objeto es aprobar un tratado bilateral que tiene por objeto aprobar el tratado suscrito con el Gobierno de la Islas Marshall, con el propósito de ampliar y promover la cooperación internacional en los ámbitos de la investigación y el desarrollo tecnológico entre ambos países sobre la base de la igualdad y el beneficio mutuo.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos reglamentarios correspondientes se hace constar lo siguiente:

1°
Que la idea matriz o fundamental de este proyecto de acuerdo es aprobar un tratado internacional, en conformidad con lo dispuesto en el N° 17 del artículo 32 y en el N° 1 del artículo 50 de la Constitución Política de la República;

2°
Que el tratado internacional en trámite no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado no de aquellas que deban ser conocidas por la H. Comisión de Hacienda, y

3°
Que la Comisión aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes: señora Allende Bussi, doña Isabel, y señores Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo, y

4º
Que Diputado informante fue designado por unanimidad el H. Diputado Francisco Bayo Veloso.

II. ANTECEDENTES GENERALES.


Una visión general de las Islas Marshall permite señalar que este país archipielágico de Oceanía, compuesto de dos archipiélagos y algunos arrecifes que en total suman 1152 islas del Pacífico, ubicado al nordeste de Australia, específicamente al norte de Nauru y al este de Micronesia. Su capital es Majuro. Tiene una superficie de 70 millas cuadradas (181,3 kilómetros cuadrados; una población, a julio de 2001, de 70.822 habitantes. Su idioma oficial es el inglés, y el índice de alfabetismo es del 93% (100% en hombres y 88% en mujeres). Su religión es cristiana (protestante). Las expectativas de vida en hombres es de 64,04 años, y en mujeres es de 67,73 años.


En 1986, se independiza de los Estados Unidos de América. Su régimen político es de una república parlamentaria, bajo un estatuto de libre asociación con los Estados Unidos. Es estado miembro de la ONU desde el 17 de septiembre de 1991.


Su moneda es el dólar estadounidense y su ingreso per cápita de US$ 1.670.


Su Parlamento, el Nitijela, tiene 33 escaños, renovables cada 4 años. Elige entre sus miembros al Presidente de la República, quien como Jefe de Estado y de Gobierno designa su propio Gabinete.


Cabe señalar que en la misma oportunidad en que los Ministros de Relaciones Exteriores, de Chile, señora Soledad Alvear Valenzuela, y de las Islas Marshall, señor Gerald M. Zackios, suscribieron el tratado de cooperación sometido a la consideración de la H. Cámara, también celebraron un acuerdo para la exención del requisito de visa para portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales, ya aprobado por la H. Cámara, actualmente en el H. Senado, en segundo trámite constitucional.

III. RESEÑA DEL CONTENIDO DEL ACUERDO INTERNACIONAL EN TRÁMITE.


Este instrumento consta de doce artículos, en los que se regulan las materias siguientes:

1º
El compromiso general de cooperación, en los que se podrá incluir a los institutos de investigación, universidades, entidades gubernamentales, empresas y otras personas jurídicas que realicen actividades de desarrollo científico y tecnológico (I);

2º
Las modalidades de la cooperación bilateral, que dependerán de los recursos disponibles, entre las que se contempla la ejecución de programas y proyectos conjuntos de desarrollo científico y tecnológico; la realización de estudios e investigaciones en áreas acordados conjuntamente; el intercambio de científicos y expertos; el intercambio de información y documentación científica y tecnológica; la realización de talleres, conferencias y simposios científicos, y la capacitación de científicos (II);

3º
El compromiso de promover y apoyar la cooperación y la participación conjunta en programas internacionales de desarrollo científico y tecnológico multilaterales (III);

4º
El sujetar la cooperación a la legislación y reglamentos aplicables por cada Parte; a los compromisos internacionales, a la disponibilidad de personal y de los recursos financieros asignados (IV);

5º
Las facilidades que se otorgarán para la entrada y salida del territorio de las Partes Contratantes del persona, equipos, instrumentos, materiales, muestras y documentación relacionados con la cooperación (V);

6º
La participación de científicos, expertos y organismos de terceros países u organismos internacionales en la ejecución de los proyectos de cooperación (VI);

7º
La protección de la propiedad intelectual en conformidad a los acuerdos internacionales (VII);

8º
La designación de las entidades responsables de la cooperación. Por parte de Chile será, la Agencia de Cooperación Internacional (AGCI) y por las Islas Marshall será su Ministerio de Relaciones Exteriores (VIII).

9º
La Comisión Mixta que velará por la coordinación y ejecución de las actividades de cooperación se reunirá, alternada y bianualmente, en Chile y en las Islas Marshall, oportunidades en las que, principalmente, se planificará y coordinarán los programas de la cooperación (IX).

10. En el plano financiero, se contempla que los gastos para el intercambio de expertos, científicos y otros especialistas, serán compartidos por las Partes en la forma siguiente: la Parte que envía se hará cargo del transporte internacional entre las capitales de los dos países, y la Parte que recibe se hará cargo de los viáticos internos en su territorio de acuerdo al programa de trabajo y los alojamientos, conforme a los acuerdos de cooperación y las normas de la legislación nacional (X).

11. Las Partes podrán acordar solicitar el apoyo financiero de terceras Partes y de organismos internacionales,

12. La modificación por mutuo consentimiento de este acuerdo y su vigencia desde su ratificación, por períodos de cinco años, renovables automáticamente por períodos sucesivos de la misma duración, salvo denuncia, con 6 meses de anticipación (XI y XII).

IV. DECISIÓN DE LA COMISIÓN.


El Convenio en trámite de aprobación parlamentaria tiene el carácter de tratado marco y ha sido celebrado bajo cláusula de ratificación, de modo que conforme a lo dispuesto por los artículos 32, Nº 17, y 50, Nº 1, de la Constitución Política debe ser aprobado por el Congreso Nacional, previamente a que S.E. el Presidente de la República proceda a dicho trámite, y los acuerdos complementarios de ejecución que se celebren durante su vigencia también deberán ser sometidos a la consideración del Congreso Nacional si sus disposiciones inciden en materias propias de ley.


Por otra parte, la Comisión ha compartido plenamente los propósitos de cooperación que animan al Gobierno de Chile y al Gobierno de las Islas Marshall, de modo que decidió, por la unanimidad ya informada, proponer a la H. Cámara que le preste su aprobación al artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo formula el mensaje.


El texto que la Comisión propone es el siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de Cooperación Científica y Técnica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de las Islas Marshall”, suscrito en Santiago, el 14 de octubre de 2002.”.

-o-


Discutido y despachado en sesión del 19 de abril de 2005, con asistencia del H. Diputado Villouta Concha, don Edmundo (Presidente de la Comisión); de las HH. Diputadas Allende Bussi, doña Isabel, y Pérez San Martín, doña Lily; y de los HH. Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo, y Tarud Daccarett, don Jorge.


Sala de la Comisión, a 19 de abril de 2005.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

15. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana acerca del proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federaciòn de Rusia sobre Cooperación y asistencia mutua en materia aduanera”. (boletín Nº 3759-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa en primer trámite constitucional, sin urgencia, sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio indicado en el epígrafe, celebrado entre Chile y la Federación de Rusia, en Moscú, el 4 de octubre de 2002, con el fin de establecer un conjunto de normas y medidas tendientes, fundamentalmente, a prevenir y evitar toda clase de infracciones a la legislación aduanera de ambos países, para el efecto de cautelar sus riquezas económicas, fiscales y sociales.


Lo anterior se concreta, al decir del mensaje, mediante el cálculo de los derechos arancelarios, tasas y gravámenes que se impongan a la importación o exportación de mercancías y la debida implementación de las disposiciones sobre prohibición, restricción y control. Además, mediante la aplicación del Convenio sometido a la consideración de la H. Cámara, se espera fortalecer el sistema de prevención del tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes y previamente al análisis de fondo de estos instrumentos internacionales, se hace constar:

1°
Que la idea matriz o fundamental del proyecto de acuerdo es que la H. Cámara sancione un tratado internacional cuyas disposiciones no requieren de quórum especial para su aprobación ni tampoco que sean especialmente conocidas por la H. Comisión de Hacienda;

2º
Que conforme a lo dispuesto por el Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política, la H. Cámara sólo puede aprobar o desechar el tratado internacional sometido a su consideración;

3°
Que la Comisión aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes: señoras Allende Bussi, doña Isabel, y señores Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo, y

4°
Que por unanimidad se designó Diputado Informante al H. Diputado Edgardo Riveros Marín.
III. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Los Gobiernos de Chile y de la Federación de Rusia, al celebrar el Convenio en informe, no sólo tienen en consideración que las infracciones a la legislación aduanera son perjudiciales a los intereses de sus respectivos Estados, sino que también lo son para los intereses legítimos del comercio; además tienen en cuenta los compromisos contraídos por ellos en virtud de la Convención Única sobre Estupefacientes, de 1961; de la Convención sobre Sustancias Psicotrópicas, de 1971, y de la Convención contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias Psicotrópicas, de 1988, todas adoptadas bajo los auspicios de la Organización de las Naciones Unidas.


Dichas Convenciones han sido incorporadas al orden interno y todas publicadas en el Diario Oficial.

IV. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL CONVENIO EN INFORME. 


Este instrumento consta de 21 artículos, que regulan, en lo principal, las materias siguientes:


En primer término, en conformidad con la respectiva legislación, según la competencia y atribuciones de la Autoridad Aduanera respectiva, y sin restringir las prácticas de asistencia mutua actualmente vigentes entre las Partes, se comprometen a adoptar a través de sus Autoridades Aduaneras medidas a fin de facilitar y agilizar el movimiento de mercancías; en la prevención, investigación y control de las infracciones; en el intercambio de información, en beneficio de todos los procedimientos o investigaciones, si fuere necesario; y procurarán cooperar en la investigación, desarrollo y pruebas de nuevos procedimientos aduaneros, en la capacitación e intercambio de personal, e intentarán la armonización y la uniformidad de sus sistemas aduaneros (artículo 2).


Para estos efectos, la Autoridad Aduanera será en la Federación de Rusia su Comité Estatal de Aduanas, y, en Chile, el Servicio Nacional de Aduanas (Nº 2 del artículo 1).


La facilitación de las formalidades aduaneras tendrá por objeto simplificar y agilizar el movimiento de mercancías entre los territorios de ambos Estados. Entre las medidas se contempla el que las Autoridades Aduaneras, previo consentimiento mutuo, reconozcan formularios uniformes correspondientes a documentos aduaneros en ruso, español e inglés (artículo 3).


Además se determina que las Autoridades Aduaneras cooperen y se presten asistencia mutua mediante el intercambio de experiencias y se informen acerca de los cambios sustanciales en las leyes aduaneras de sus Estados, como, asimismo, sobre los medios técnicos de control y sus métodos de aplicación (artículo 4).


Esta cooperación podrá, por iniciativa propia o a solicitud de la Autoridad Aduanera del Estado de la otra Parte, consistir en la vigilancia de personas, mercancías y medios de transporte, a su entrada y salida desde el territorio nacional, del mismo modo que de los movimientos de mercancías y formas de pago que pudieran estar dando origen a un tráfico ilícito (artículos 5, 6 y 9).


Respecto del tráfico ilícito de mercancías delicadas, las Autoridades Aduaneras podrán intercambiar información sobre actividades, detectadas o planeadas, que constituyan o parecieran constituir una infracción a la legislación aduanera, en relación con el movimiento de armas, municiones explosivos y artefactos explosivos; de objetos de arte y antigüedades; mercancías tóxicas, al igual que substancias peligrosas para el medio ambiente y la salud pública, y mercancías sujetas a aranceles aduaneros o tasas elevadas y mercancías sujetas a limitaciones no arancelarias. Esta asistencia mutua podrá comprender la entrega de documentos y registros de archivos que pudieren constituir pruebas de las infracciones a la legislación aduanera vigente (artículo 7 y 10).


La comunicación de la información que, por iniciativa propia o a solicitud, se proporcionarán las Autoridades Aduaneras propenderá a garantizar exactitud en la recaudación de aranceles; en la implementación de prohibiciones, restricciones de importación, exportación y tránsito o exenciones de aranceles, tasas y gravámenes, y en la aplicación de las normas nacionales de origen (artículo 8).


A solicitud de cualquiera de las Autoridades Aduaneras deberán realizarse consultas oficiales relativas a operaciones que sea, o parecieran contrarias a la legislación aduanera vigente, incluso con la presencia de la Autoridad Aduanera de la otra Parte, cuando se estén investigando infracciones de las leyes aduaneras vigentes (artículo 11).


En tales casos, los funcionarios de la Autoridad Aduanera de la otra Parte, que estén presentes en la investigación, podrán en todo momento acreditar su calidad oficial y no deberán vestir uniforme ni portar armas. Por otra parte, la Autoridad Aduanera podrá autorizar que sus funcionarios puedan comparecer en las investigaciones como peritos o testigos (artículo 12 y 13).


La información, comunicaciones y documentos recibidos en conformidad al Convenio no podrá ser usada con fines ajenos al Convenio, y cuando ella esté relacionada con estupefacientes o substancias psicotrópicas deberá ser entregada a las autoridades directamente involucradas en la prevención del tráfico ilícito de drogas (artículo 14).


La obligación de brindar asistencia no será exigible cuando su cumplimiento pueda afectar la soberanía, seguridad, orden público o cualquier otro interés esencial del Estado de la Parte requerida (artículo 15).


Normalmente las solicitudes de asistencia deberán ser escritas; sin embargo, en casos de urgencia podrán aceptarse solicitudes verbales o por e-mail (artículo 16).


La asistencia técnica podrá consistir en el intercambio de funcionarios de aduana cuando sea de beneficio mutuo para perfeccionar las técnicas aduaneras (artículo 17).


Los costos de la asistencia serán solventados por la Autoridad Aduanera requerida, sin incluir los gastos por concepto de testigos, peritos e intérpretes que no sean funcionarios de Gobierno (18).


La implementación de la aplicación del Convenio será de responsabilidad de las Autoridades Aduaneras, y la vigencia de este instrumento se contempla para que tenga lugar en todo el territorio de los Estados Partes y por tiempo indefinido (artículo 20 y 21).

IV. DECISIÓN DE LA COMISIÓN.


El Convenio en trámite de aprobación parlamentaria tiene el carácter de tratado marco, celebrado bajo cláusula de ratificación, de modo que conforme a lo dispuesto por los artículos 32, Nº 17, y 50, Nº 1, de la Constitución Política debe ser aprobado por el Congreso Nacional previamente a que S.E. el Presidente de la República proceda a dicho trámite, y los acuerdos complementarios de ejecución que se celebren durante su vigencia también deberán ser sometidos a la consideración del Congreso Nacional si sus disposiciones inciden en materias propias de ley.


Además, la aplicación del Convenio se ajustará a la legislación interna de los Estados y las acciones concretas que las Autoridades Aduaneras podrán ejecutar se enmarcarán en el ámbito de sus respectivas competencias, de manera que no hay inconvenientes de derecho para su aprobación parlamentaria.


Por otra parte, la Comisión ha compartido plenamente los propósitos de cooperación que animan al Gobierno de Chile y al Gobierno de la Federación de Rusia, de modo que decidió, por la unanimidad ya informada, proponer a la H. Cámara que le preste su aprobación al artículo único de proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo formula el mensaje, con el solo agregado del nombre de la ciudad en que fue suscrito el Convenio.


El texto que la Comisión propone es el siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre Cooperación y Asistencia Mutua en Materia Aduanera”, suscrito en Moscú, el 4 de octubre de 2002.”.

-o-


Discutido y despachado en sesión del 19 de abril de 2005, con asistencia del H. Diputado Villouta Concha, don Edmundo (Presidente de la Comisión); de las HH. Diputadas Allende Bussi, doña Isabel, y Pérez San Martín, doña Lily; y de los HH. Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo, y Tarud Daccarett, don Jorge.


Sala de la Comisión, a 19 de abril de 2005.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

16. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo General de Cooperación entre Chile y el Reino de Marruecos. (boletín Nº 3807-10)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa, en primer trámite constitucional, sin urgencia, sobre el proyecto de acuerdo señalado en el epígrafe, cuyo objeto es aprobar un tratado bilateral que tiene por objeto reforzar y profundizar los tradicionales lazos de amistad que unen a ambos pueblos mediante la realización de proyectos y programas de cooperación en los ámbitos políticos, económico, técnico-científico y cultural, para lo cual se establece un marco institucional que regulará las cooperación sectorial que acuerden las Partes.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes y previamente al análisis de fondo de estos instrumentos internacionales, se hace constar:

1°
Que la idea matriz o fundamental del proyecto de acuerdo es que la H. Cámara sancione un tratado internacional cuyas disposiciones no requieren de quórum especial para su aprobación ni tampoco que sean especialmente conocidas por la H. Comisión de Hacienda;

2º
Que conforme a lo dispuesto por el Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política, la H. Cámara sólo puede aprobar o desechar el tratado internacional sometido a su consideración;

3°
Que la Comisión aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes: señoras Allende Bussi, doña Isabel, y señores Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo, y

4°
Que por unanimidad se designó Diputado Informante al H. Diputado Carlos Abel Jarpa Wevar.
II. ANTECEDENTES GENERALES.

1º
En el preámbulo de este Acuerdo de Cooperación los Gobiernos de Chile y del Reino de Marruecos dejan constancia de la coincidencia de intereses existentes entre las dos naciones, y subrayan su apoyo estricto a los principios de la autodeterminación de los pueblos y de la no intervención, la solución pacífica de las controversias, la proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacionales, la igualdad jurídica de los Estados, la cooperación internacional para el desarrollo y la lucha por la paz y la seguridad internacionales.


En ese contexto, ambos Gobiernos deciden consolidar la relación bilateral, dándole un impulso definitivo a partir de un nuevo enfoque de la cooperación, a través de proyectos específicos en las áreas de interés común que determinan en el Convenio sometido a la consideración de la H. Cámara.

2º
Este tipo de Convenios tienen el carácter de tratados marcos, en la medida que se limitan a definir los propósitos de las Partes, las áreas en que desarrollarán la cooperación bilateral y los mecanismos institucionales mediante los cuales se pondrán en ejecución los acuerdos específicos que se acuerden durante la vigencia del Convenio.

3º
Este tipo de tratados necesita aprobación parlamentaria, al tenor de los artículos 32, 
Nº 17, y 50; Nº 1, de la Constitución Política, de los cuales el Congreso Nacional ha aprobado casi un centenar de ellos, en los más diversos ámbitos de la relación bilateral.


Cabe tener presente, conforme a las disposiciones constitucionales citadas, que los acuerdos complementarios que se celebren durante la vigencia del acuerdo marco necesitarán de nueva aprobación parlamentaria cuando sus disposiciones incidan en materias propias de ley. Cuando así no fuere podrán ejecutarse por la vía meramente administrativa.

III. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL ACUEROD EN TRÁMITE.


Este tratado consta de trece artículos, agrupados en seis capítulos.


El primero (I), contempla el compromiso general de fortalecer la cooperación bilateral en los ámbitos político, económico, técnico, científico y cultural, mediante las modalidades acordadas en este instrumento; se establece la Comisión Binacional Chile-Marruecos como instancia y foro de negociación bilateral en la que se definirán las líneas generales de la cooperación, así como las acciones específicas a ejecutar en los ámbitos señalados, para lo cual se celebrarán los acuerdos sectoriales que se consideren necesarios para reforzar la relación bilateral, en consulta con las respectivas Cancillerías (artículos 1 a 4).


El segundo (II), se refiere a la cooperación política, la que se procurará llevar a cabo mediante la intensificación de las visitas recíprocas de los Jefes de Estado y de Gobierno, a fin de fortalecer la fluidez del diálogo político entre las Naciones; además, se contempla la realización de consultas políticas de alto nivel, a fin de armonizar posiciones en la defensa y promoción de sus legítimos intereses, así como profundizar el conocimiento recíproco de sus posturas y actuaciones internacionales (artículo 5).


El tercero (III), se ocupa de la cooperación económica, principalmente en los sectores pesquero, agrícola, turístico, de la energía y en el campo financiero y el sector empresarial.


El cuarto (IV) regula las normas generales de la cooperación técnica y científica, que estará encaminada, entre otros aspectos, a favorecer el intercambio de expertos entre ambos países, a fin de resolver conjuntamente problemas de interés mutuo, para lo cual determinan las modalidades de esta cooperación, las que son análogas a las ordinariamente previstas en este tipo de tratados, inclusive respecto de las facilidades que de acuerdo con la respectiva legislación interna se otorgarán para la entrada y salida del personal, del material y los equipos que se utilicen en la ejecución de los proyectos específicos de cooperación (artículos 7 y 8).


El quinto (V) se refiere a la cooperación cultural y, precisamente, a la cooperación en los campos de la cultura, la educación, los medios de comunicación y los deportes, para lo cual contemplan el intercambio de becas, de libros, periódicos y bandas magnéticas, entre otras modalidades. Además, se comprometen los Gobiernos a facilitar la cooperación entre los organismos de radio, televisión y otros medios de información (artículos 10 y 11).


Finalmente, el sexto (VI) contempla las disposiciones generales, entre las que, principalmente, se establece que este acuerdo regirá indefinidamente, a partir del intercambio de los instrumentos de ratificación (artículos 12 y 13).

IV. DECISIÓN DE LA COMISIÓN.


El Convenio en trámite de aprobación parlamentaria tiene el carácter de tratado marco, celebrado bajo cláusula de ratificación, de modo que conforme a lo dispuesto por los artículos 32, Nº 17, y 50, Nº 1, de la Constitución Política debe ser aprobado por el Congreso Nacional previamente a que S.E. el Presidente de la República proceda a dicho trámite, y los acuerdos complementarios de ejecución que se celebren durante su vigencia también deberán ser sometidos a la consideración del Congreso Nacional si sus disposiciones inciden en materias propias de ley.


Además, la aplicación del Convenio se ajustará a la legislación interna de los Estados y las acciones concretas que las Autoridades Aduaneras podrán ejecutar se enmarcarán en el ámbito de sus respectivas competencias, de manera que no hay inconvenientes de derecho para su aprobación parlamentaria.


Por otra parte, la Comisión ha compartido plenamente los propósitos de cooperación que animan al Gobierno de Chile y al Gobierno del Reino de Marruecos, de modo que decidió, por la unanimidad ya informada, proponer a la H. Cámara que le preste su aprobación al artículo único de proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo formula el mensaje.


El texto que la Comisión propone es el siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo General de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Chile y del Reino de Marruecos”, suscrito en la ciudad de Rabat, el 14 de mayo de 1999.”.

-o-


Discutido y despachado en sesión del 19 de abril de 2005, con asistencia del H. Diputado Villouta Concha, don Edmundo (Presidente de la Comisión); de las HH. Diputadas Allende Bussi, doña Isabel, y Pérez San Martín, doña Lily; y de los HH. Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo, y Tarud Daccarett, don Jorge.


Sala de la Comisión, a 19 de abril de 2005.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

17. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre proyecto de acuerdo que aprueba las actas del XXII Congreso de la Union Postal Universal. (boletín N° 3808-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa, en primer trámite constitucional, sin urgencia, sobre el proyecto de acuerdo señalado en el epígrafe, cuyo objeto es aprobar las Actas de la Unión Postal Universal, adoptadas el 15 de septiembre de 1999, durante el XXII Congreso de la Unión, celebrado en Beijing, República Popular China, compuestas principalmente, según lo dispone el artículo 22 de su Constitución, por los siguientes instrumentos internacionales, obligatorios para todos los Estados miembros de la Unión:

1.
La Constitución de la Unión, calificada como su Acta fundamental, que contiene las reglas orgánicas de la Unión;

2.
El Reglamento General, que incluye las disposiciones que aseguran la aplicación de la Constitución y el funcionamiento de la Unión, y

3.
El Convenio Postal Universal, el Reglamento relativo a Envíos de Correspondencia y el Reglamento relativo a Encomiendas Postales, que incluyen las reglas comunes aplicables al servicio postal internacional, así como las disposiciones relativas a los servicios de correspondencia y de encomiendas postales.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes y previamente al análisis de fondo de estos instrumentos internacionales, se hace constar:

1°
Que la idea matriz o fundamental del proyecto de acuerdo es que la H. Cámara sancione resoluciones de una organización internacional intergubernamental, la Unión Postal Universal (UPU), las que en el orden interno tienen, para los efectos del Nº 17 del artículo 32 de la Constitución Política, el valor jurídico de tratado internacional, cuyas disposiciones no requieren de quórum especial para su aprobación ni tampoco que sean especialmente conocidas por la H. Comisión de Hacienda.

2º
Que conforme a lo dispuesto por el Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política, la H. Cámara sólo puede aprobar o desechar los instrumentos internacionales sometidos a su consideración.

3°
Que la Comisión aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes: señoras Allende Bussi, doña Isabel, y señores Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo.

4°
Que por unanimidad se designó Diputado Informante al H. Diputado Gonzalo Ibáñez 
Santa María.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

1º
La Unión Postal Universal corresponde a la organización internacional fundada en 1874, en Berna, Suiza, bajo el nombre de “Unión General de Correos”, como institución rectora del correo internacional, siendo en la actualidad un organismo especializado de las Naciones Unidas, que cuenta con 189 Estados miembros.


Sus finalidades son las de incrementar las comunicaciones entre los pueblos por medio de un eficaz funcionamiento de los servicios postales y contribuir al éxito de los elevados fines de la colaboración internacional en el ámbito cultural, social y económico.


Para lograr sus objetivos, la UPU aprueba regularmente en sus congresos quinquenales la normativa internacional de aplicación uniforme entre sus Estados miembros, contenida en los instrumentos antes indicados, los que reciben la denominación común de “Actas de la Unión Postal Universal”, el principal de los cuales, como se ha señalado, es su constitución.

2º
La UPU remite a los Estados miembros sus Actas en textos oficiales a las que le incorpora, a las Actas vigentes, las modificaciones adoptadas en los diferentes Congresos, indicando a pié de página el origen de la respectiva norma; de manera que, no obstante que en cada caso se aprueban las Actas en su integridad, en estricto derecho debe entenderse que sólo se están aprobando las modificaciones introducidas a los textos vigentes por el Congreso que en cada caso se indica, como ocurre en este caso con las adoptadas en el Congreso de Beijing.

3º
El texto oficial de las Actas, comprendidas las modificaciones de Beijing, consta en publicación de 700 páginas, aproximadamente, hecha por la Secretaría General de la Unión Postal de las Américas, España y Portugal, que para estos efectos actúa como órgano regional de la UPU, sometida a la consideración de la H. Cámara autenticada por las firmas de S.E. el Presidente de la República, Excmo. señor Ricardo Lagos Escobar, y su Ministra de Relaciones Exteriores, al año 2001, señora Soledad Alvear Valenzuela.

III. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LOS INSTRUMENTOS EN TRAMITE.


Las “Actas de la UPU” son instrumentos de un contenido normativo esencialmente técnico, que son adoptados mediante resoluciones de los Congresos de la UPU, las que, desde el punto de vista jurídico, tienen la fuerza de tratado multilateral y rango de ley en el orden interno, de manera que para su aplicación por la Administración Postal Chilena se requiere que sea aprobada por el Congreso Nacional, previamente a su ratificación, como lo ordenan los artículos 32, N° 17, y 50, N° 1, de la Constitución Política.


En Chile esta normativa se aplica desde 1880 y desde entonces nuestro país ha regulado sus servicios postales internacionales por la normativa de la UPU. Así han sido sucesivamente incorporadas al orden interno las Actas adoptadas en el XX Congreso, celebrado en 
Washington, en 1989, y en el XXI Congreso, celebrado en Seúl, Corea, en 1994.


Al tenor del mensaje las Actas del XXII Congreso de la UPU, de 1999, contienen los instrumentos siguientes:

a)
El Sexto Protocolo Adicional a la Constitución de la UPU; 

b)
El Reglamento General de la UPU;

c)
El Convenio Postal Universal y su Protocolo Final, y 

d)
El Acuerdo relativo a los Servicios de Pago del Correo.


Agrega el mensaje que debido a la reformulación de las Actas del Convenio y del Acuerdo de Encomiendas Postales, decidida en Beijing, las disposiciones de este último Acuerdo quedaron incorporadas al Convenio Postal Universal, por lo cual el antiguo Acuerdo de Encomiendas Postales no figura como Acta separada, como en los Congresos anteriores.


Asimismo, indica el mensaje, que en el Congreso de Beijing se acordó reformular los servicios financieros postales, y, en consecuencia, los anteriores Acuerdos relativos a los Giros Postales, a los Cheques postales y a los Envíos Contra reembolso, se fusionaron en un único Acuerdo relativo a los Servicios de Pago del Correo.

IV. DECISIÓN DE LA COMISIÓN.


Al término de su estudio, la Comisión compartió plenamente los propósitos que animan a los Gobiernos de los Estados miembros de la Unión Postal Universal, según lo declaran en el preámbulo de su acta fundamental, la Constitución de la UPU, en orden a incrementar las comunicaciones entre los pueblos por medio de un eficaz funcionamiento de los servicios postales, y de contribuir al éxito de los elevados fines de la colaboración internacional en el ámbito cultural, social y económico, de modo que decidió, por la unanimidad ya informada, proponer a la H. Cámara que le preste su aprobación al artículo único de proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo formula el mensaje; es decir en los siguientes:


“Artículo único.- Apruébanse las siguientes Actas, adoptadas el 15 de septiembre de 1999 en el XXII Congreso de la Unión Postal Universal, celebrado en Beijing, República Popular China: Sexto Protocolo Adicional a la Constitución de la Unión Postal Universal, el Reglamento General de la Unión Postal Universal, el Convenio Postal Universal y su Protocolo Final y el Acuerdo Relativo a los Servicios de Pago del Correo.”.

-o-


Discutido y despachado en sesión del 19 de abril de 2005, con asistencia del H. Diputado Villouta Concha, don Edmundo (Presidente de la Comisión); de las HH. Diputadas Allende Bussi, doña Isabel, y Pérez San Martín, doña Lily; y de los HH. Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo, y Tarud Daccarett, don Jorge.


Sala de la Comisión, a 19 de abril de 2005.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

18. Moción del diputado señor Ascencio.

Modifica el Reglamento de la Cámara de Diputados con el propósito de perfeccionar la discusión de los proyectos de ley y el desarrollo de las sesiones. (boletín Nº 3851-16)
“Honorable Cámara:


Trascurrido un tiempo prudencial desde la última modificación importante realizada al Reglamento de la Cámara de Diputados en lo concerniente a la tramitación interna de los proyectos de ley y, en especial, a la agilización de ciertos procedimientos, resulta por todos conocida la necesidad de incorporar algunos cambios que permitan mayor fluidez en ciertos aspectos del trabajo de la Sala y de Comisiones, al mismo tiempo que faciliten la labor de los diputados y corrijan ciertas distorsiones que no han hecho otra cosa que entrabar algunas cuestiones sobre las que la Corporación debe pronunciarse regularmente.


La moción que someto a la consideración de la Cámara de Diputados tiende a fortalecer aquellos aspectos en los que se han advertido algunos vacíos y, al mismo tiempo, a enmendar algunas instituciones cuyas normas, por una mala interpretación, han generado problemas mayores. En tal sentido, se propone enmendar la forma en que se computan las abstenciones en las diferentes votaciones, adecuando el mecanismo a las exigencias que establece la Constitución Política.


De igual modo, se incorporan varias modificaciones que reducen los discursos en los homenajes, con el propósito de hacer más solemne ese tipo de actos. También se busca regular de mejor manera la situación de los proyectos de acuerdo cuando no se obtiene el quórum suficiente para adoptar una resolución a su respecto.


Por otra parte, se propone la adecuación de la duración de los discursos de los diputados informantes, se reduce el tiempo de los discursos de los diputados en la discusión general y se reglamenta el tema de la presentación de indicaciones, todo ello para facilitar y ordenar aun más, el trabajo legislativo.


Sin duda son muchos los temas que sería importante abordar en una modificación reglamentaria. La idea que subyace a esta moción es concentrarse en los principales, en aquellos que a juicio de la mayoría presentan los principales problemas a la hora de debatir las iniciativas legales y que, de algún modo, dificultan la labor de los parlamentarios.


En mérito de las consideraciones expresadas, propongo el siguiente:

“Proyecto de acuerdo


Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Reglamento de la Cámara de Diputados;

a)
Sustitúyense los incisos tercero y cuarto del artículo 8° por el siguiente:


“Si, proclamada una votación, se advierte que los votos afirmativos son más que los negativos, pero menos que la suma de éstos y de las abstenciones, se tendrá por rechazada la proposición.”.

b)
Reemplázase el inciso segundo del artículo 17 por el siguiente:


“Transcurridos cuatro años sin que la Comisión respectiva se pronuncie sobre los proyectos de ley y demás asuntos que tramite como tales, cualquiera que sea el trámite constitucional o reglamentario en que se encuentren, aquélla podrá acordar el archivo de los mismos. De tal acuerdo se dará cuenta en la sesión de la Cámara más próxima. Sin embargo, tratándose de mensajes o de proyectos del Senado, el archivo sólo procederá previo acuerdo del Presidente de la República o de esa Corporación, según corresponda.”.

c)
Suprímense los incisos segundo y tercero del artículo 76.

d)
En el artículo 85:

i)
Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “quince” por “diez”.

ii)
Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“En la discusión general el Diputado informante dispondrá de hasta quince minutos para dar a conocer su informe, el que deberá ceñirse sólo a aspectos de carácter general, sin detenerse en consideraciones de detalle, salvo que fueren estrictamente indispensables para su comprensión. Tratándose de proyectos complejos, el Presidente podrá aumentar al doble dicho tiempo.”.

iii)
Reemplázase el inciso final por los siguientes:


“En la discusión particular de los proyectos el diputado informante dispondrá de hasta quince minutos para exponer su informe, debiendo abordar sucintamente sólo las enmiendas introducidas en la Comisión durante el segundo trámite reglamentario. Tratándose de proyectos complejos, el presidente podrá aumentar al doble dicho tiempo.


En aquellos proyectos en que la discusión particular proceda conjuntamente con la discusión general, el diputado informante dispondrá de hasta quince minutos.”.

e)
Reemplázase el número 2 del artículo 98 por el siguiente:


“2. Habrá hasta dos discursos, que serán escritos, no podrán exceder de cinco minutos y se pronunciarán de pie o se entregarán a la Mesa para su inserción en el Boletín de Sesiones.”.

f)
Sustitúyese el inciso primero del artículo 101 por el siguiente:


“Los proyectos que formen la Tabla de Despacho Inmediato tendrán discusión general y particular a la vez, no podrán ser objeto de indicaciones y serán sometidos a una sola votación. Se destinarán a su despacho los primeros quince minutos después de la Cuenta o de los homenajes, en su caso, en las sesiones ordinarias. Podrán intervenir hasta dos diputados, con un discurso cada uno de hasta cinco minutos. El diputado informante dispondrá de tres minutos para evacuar su informe.”.

g)
Incorporáse, en el artículo 111, el siguiente inciso tercero:


“Las votaciones de los proyectos consignados en la tabla del Orden del Día se realizarán al término del tiempo destinado a esta parte de la sesión.”

h)
Suprímese, en el inciso séptimo, del artículo 113, la frase: “se dará por terminado el tiempo destinado al tratamiento de los proyectos de acuerdo y”.

i)
Reemplázase el inciso séptimo del artículo 124 por el siguiente:


“El debate sobre esta clase de proyectos se reducirá a seis discursos de cinco minutos cada uno, y no se admitirán indicaciones de ninguna especie.”.

j)
Agrégase, en la letra b) del artículo 129, el siguiente párrafo:


“No obstante, también se podrán presentar indicaciones en el seno de la Comisión, pero éstas, de ser rechazadas, no podrán ser renovadas durante su discusión en particular en la Sala.”.

k)
Incorpórase, en la letra c) del inciso cuarto del artículo 131, a continuación de la palabra “Comités”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,), lo siguiente: “siempre que se trate de aquéllas presentadas durante la discusión general o dentro del plazo que la Cámara haya fijado.”.

l)
Anádese el siguiente inciso final en el artículo 185:


“Los mismos plazos se aplicarán a los proyectos devueltos por el Senado en tercer trámite constitucional. En todo caso, el plazo que fija la Cámara, de conformidad con el inciso primero del artículo 119, caducará, ipso jure, la medianoche del día anterior a aquél en que deba pronunciarse la Cámara sobre las enmiendas del Senado conforme a los plazos fijados por este artículo.”.

m)
Elimínase, en el inciso octavo del artículo 188, la expresión “y cuando se trate de proyectos con urgencia calificada de "discusión inmediata", a que se refiere el artículo siguiente,”.
n)
Agrégase, en el inciso final del artículo 189, la siguiente oración, sustituyéndose su punto final (.) por una coma (,): “pero el Presidente de la República y los Diputados, en este último caso, con las firmas de treinta Diputados que incluyan, a lo menos, a tres Jefes de Comités, podrán renovar indicaciones rechazadas en la Comisión.”.

ñ)
Sustitúyense los incisos tercero y cuarto del artículo 198 por el siguiente:


“Si, proclamada una votación se advierte que los votos afirmativos son más que los negativos, pero menos que la suma de éstos y de las abstenciones, se tendrá por rechazada la proposición.”.

o)
Incorpórase, en el artículo 203, el siguiente inciso segundo:


“No obstante lo anterior, por acuerdo de la mayoría absoluta del total de sus miembros, las Comisiones podrán constituirse como tales en cualquier punto del territorio nacional para el cumplimiento de sus cometidos. Estas sesiones no podrán realizarse durante los días de sesiones ordinarias de la Corporación.”.

p)
En el artículo 250:

i)
Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“El acta y la eventual versión taquigráfica del debate serán públicas, salvo que la Comisión acuerde mantenerlas en reserva total o parcialmente.”.

ii)
Suprímense los incisos quinto, sexto y séptimo.

q)
Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 263:


“El Secretario de la Comisión deberá elaborar respecto de cada proyecto una minuta sucinta que sirva de base para el informe que el Diputado informante rinda en la Sala. Para los proyectos en primer trámite reglamentario, deberá contener una reseña de las ideas matrices del mismo. Tratándose de proyectos en segundo trámite reglamentario, deberá explicar las modificaciones introducidas por la Comisión.”.”.







PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.
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